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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

De la diputada Laura Angélica Rojas Hernández, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional y diputados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen, y
a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para opinión. . . . . . . . . . . . . . 
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REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

Del diputado Juan Ángel Bautista Bravo, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 110 del Reglamento de
la Cámara de Diputados. Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prác-
ticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De las diputadas Julieta Macías Rábago y Maiella Martha Gabriela Gómez Mal-
donado, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 133 y 134 de la Ley Federal del Tra-
bajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen.. . . . . 

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN

De la diputada María de los Ángeles Ayala Díaz y diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 89 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Ra-
diodifusión. Se turna a la Comisión de Radio y Televisión, para dictamen. . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

De la diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 6 de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna a la Comisión de
Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

De la diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 13 y 46 de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna a la Co-
misión de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

De la diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 7
y 116 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Se tur-
na a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen. . . . . . 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

De la diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que deroga el inciso b) de la fracción II
y el último párrafo del artículo 146 del Código Nacional de Procedimientos Pena-
les. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

De la diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia. Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

De la diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un artículo 213-Ter y re-
forma el artículo 400 Bis del Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de Jus-
ticia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 4o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

De la diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 50
y 57 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna
a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen. . . . . . . . 

LEY DEL SISTEMA DE HORARIO EN LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
Y DECRETO POR EL QUE SE ESTABLECE EL HORARIO ESTACIONAL
QUE SE APLICARÁ EN LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUBLICADO
EN EL DOF EL 1 DE MARZO DE 2002

De la diputada Claudia Reyes Montiel, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, la iniciativa con proyecto de decreto que deroga diver-
sas disposiciones de la Ley del Sistema de Horario en los Estados Unidos Mexi-
canos y abroga el Decreto por el que se establece el Horario Estacional que se apli-
cará en los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el DOF el 1 de marzo de
2002. Se turna a las Comisiones Unidas de Gobernación y Población, y de Ener-
gía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA EL DESARROLLO DE LA COMPETITIVIDAD DE LA MICRO,
PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA

De la diputada Laura Erika de Jesús Garza Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del
Partido Encuentro Social, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona los artículos 3, 4 y 18 de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de
la Micro, Pequeña y Mediana Empresa. Se turna a la Comisión de Economía, Co-
mercio y Competitividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXPIDE LA LEY PARA EL USO DE PERROS GUÍA Y ANIMALES DE 
SERVICIO

De las diputadas Julieta Macías Rábago y Dulce María Méndez De La Luz Dau-
zón, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto
de decreto que expide la Ley para el Uso de Perros Guía y Animales de Servicio.
Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen, y a la
comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCEN-
TES, LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, CÓ-
DIGO PENAL FEDERAL Y LEY PARA REGULAR LAS SOCIEDADES DE
INFORMACIÓN CREDITICIA

De la diputada María Marcela Torres Peimbert y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma diversas disposiciones de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, del
Código Penal Federal y de la Ley para Regular las Sociedades de Información
Crediticia. Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para
dictamen, y a la Comisión de Justicia, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR

Del diputado Carlos Torres Piña, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma los artículos 7 Bis y 32 de la Ley Federal de Protección al Consumidor. Se tur-
na a la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad, para dictamen.. . . . 

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS
TRABAJADORES DEL ESTADO

Del diputado Carlos Torres Piña, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma los artículos 20, 169 y 185 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previ-
sión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Del diputado Carlos Torres Piña, la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma diversas disposiciones de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Carmen Medel Palma, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . 
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LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

Del diputado Jorge Alcibíades García Lara, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el
artículo 36 de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal. Se turna a la
Comisión de Comunicaciones y Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Pablo Gómez Álvarez, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma y deroga diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

APÉNDICE II

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

SE EXPLIQUE EL MÉTODO DE ENTREGA DE APOYO ECONÓMICO A
PADRES DE FAMILIA Y SE TOMEN MEDIDAS PARA QUE OPEREN LAS
ESTANCIAS INFANTILES EN SINALOA

Del diputado Carlos Humberto Castaños Valenzuela, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se 
exhorta a diversas autoridades, a explicar la operatividad de la entrega de apoyos
económicos directos a los padres de familia y de la misma forma, se tomen las
medidas necesarias para que no dejen de operar las estancias infantiles en el esta-
do de Sinaloa. Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para dictamen. . . . . 

DESARROLLO DE LA INDUSTRIA NACIONAL Y MODERNIZACIÓN DE
LA PLANTA PRODUCTIVA

Del diputado Lenin Nelson Campos Córdova, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al Ejecutivo federal, a instrumentar políticas públicas y apoyos institucio-
nales que fomenten el desarrollo de la industria nacional y promuevan la moder-
nización de la planta productiva, a cargo del diputado Lenin Nelson Campos Cór-
dova, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. Se turna
a la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad, para dictamen. . . . . . . 

SE REMITA AL SENADO, PARA SU RATIFICACIÓN, EL CONVENIO 183
DE LA OIT SOBRE LA PROTECCIÓN A LA MATERNIDAD

De los diputados Maribel Martínez Ruiz y Benjamín Robles Montoya, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta al Ejecutivo federal, a remitir al Senado de la República, para su
ratificación, el Convenio 183 de la OIT sobre la Protección a la Maternidad. Se
turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . 
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FORTALECER Y GARANTIZAR EL ACCESO A LOS SERVICIOS DE SALUD
DE LOS NIÑOS CON CÁNCER

De la diputada Fabiola Raquel Guadalupe Loya Hernández, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que
se exhorta a la Secretaría de Salud y a la SHCP, a fortalecer y garantizar el acce-
so efectivo a los servicios de salud de los niños con cáncer. Se turna a la Comisión
de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ELABORAR LA INICIATIVA DE LEY GENERAL PARA LA GESTIÓN INTE-
GRAL DE RIESGOS DE DESASTRES Y DE PROTECCIÓN CIVIL

De la diputada Nancy Claudia Reséndiz Hernández, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Comisión de Gobernación de la Cámara de Senadores, a instalar una comisión
conjunta de trabajo con la Comisión de Protección Civil y Prevención de Desas-
tres de la Cámara de Diputados, a fin de elaborar la iniciativa de Ley General 
para la Gestión Integral de Riesgos de Desastres y de Protección Civil. Se turna a
la Comisión de Protección Civil y Prevención de Desastres, para dictamen. . . . . 

REFORZAR LAS CAMPAÑAS DE VACUNACIÓN, ASÍ COMO INFORMAR
DEL PELIGRO ANTE LAS CAMPAÑAS ANTI-VACUNAS

De los diputados José Ricardo Gallardo Cardona y Emmanuel Reyes Carmona, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Salud, a
implementar acciones encaminadas a reforzar las campañas de vacunación, así co-
mo informar del peligro que implica ceder ante la desinformación que propagan
las campañas anti-vacunas. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.. . . . 

PRESERVAR Y CUIDAR EL AGUA, ASÍ COMO ERRADICAR PRÁCTICAS
QUE LA CONTAMINEN

Del diputado Juan José Canul Pérez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhor-
ta a la Semarnat y a la Conagua, para que, en coordinación con las 32 entidades
federativas, implementen acciones orientadas a preservar y cuidar el agua en todo
el país, así como erradicar cualquier práctica que solo contribuya a contaminarla.
Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y Saneamiento, 
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

APLICACIÓN DEL ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO DE LA LEY GENE-
RAL DEL SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE, PARA EL INGRESO, PRO-
MOCIÓN Y PERMANENCIA DE LOS DOCENTES

Del diputado Reginaldo Sandoval Flores, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Jucopo,
llevar a cabo la aplicación del artículo sexto transitorio de la Ley General del
Servicio Profesional Docente, para el ingreso, promoción y permanencia de
los docentes de todo el país. Se remite a la Junta de Coordinación Política,
para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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SE QUEDE SIN EFECTO LA OBLIGATORIEDAD DE APOSTILLAMIENTO
DE DOCUMENTOS EN LOS TRÁMITES A REALIZAR EN LA SRE

De la diputada María Libier González Anaya, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
SRE, a emitir un acuerdo mediante el cual quede sin efecto la obligatoriedad de
apostillamiento de documentos en los trámites a realizar en dicha dependencia. Se
turna a la Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

REINCORPORAR UN PROGRAMA NACIONAL DE ACTIVACIÓN FÍSICA
DENTRO DE LAS INSTALACIONES DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

Del diputado José Ricardo Gallardo Cardona, la proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta a la Conade y a la Secretaría de Salud, a implementar ac-
ciones a retomar y reincorporar un Programa Nacional de Activación Física den-
tro de las instalaciones de la Cámara de Diputados, en beneficio de educar a la
población trabajadora en materia de régimen alimentario, actividad física y salud.
Se turna a la Comisión de Deporte, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL GOBIERNO DE MORELOS PARA GARANTIZAR LA SEGU-
RIDAD DE LAS MUJERES

De los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al gobier-
no de Morelos, a emprender las estrategias necesarias para garantizar la seguridad
de las mujeres debido al incremento de feminicidios. Se turna a la Comisión de
Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INVESTIGACIÓN RESPECTO A LAS CAMPAÑAS NEGRAS ORQUESTADAS
EN EL PROCESO ELECTORAL FEDERAL 2017-2018

De la diputada Dolores Padierna Luna, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Fiscalía Especializa-
da de Delitos Electorales a que, en la investigación que presente el Ejecutivo fe-
deral en relación a las campañas negras orquestadas en el proceso electoral fede-
ral 2017-2018, se conduzca en un marco de objetividad, profesionalismo y apego
irrestricto a la ley, a fin de fincar las responsabilidades y sancionar a los respon-
sables. Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . 

REASIGNACIÓN DE PRESUPUESTO Y LA OPERATIVIDAD DEL
PROGRAMA DE DESARROLLO REGIONAL TURÍSTICO SUSTENTABLE Y
PUEBLOS MÁGICOS

De la diputada Dulce Alejandra García Morlan, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que exhorta al
Ejecutivo federal, a través de la Sectur y la SHCP, a garantizar la reasignación de
presupuesto y la operatividad integral del “Programa de Desarrollo Regional Tu-
rístico Sustentable y Pueblos Mágicos”. Se turna a la Comisión de Turismo, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CAMPAÑA SOBRE UNA VIDA SANA Y ARMONIOSA EN PAREJA QUE FO-
MENTE UNA CULTURA DE PAZ

De la diputada Ana Laura Bernal Camarena, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SEP, a
la Secretaría de Salud y al Injuve, a realizar una campaña sobre una vida sana y
armoniosa en pareja que fomente una cultura de paz. Se turna a la Comisión de
Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMBATIR LA INSEGURIDAD PRESENTE EN EL TRANSPORTE PÚBLI-
CO DE LA ZONA METROPOLITANA

Del diputado Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a los Go-
biernos de la Ciudad de México y del Estado de México, para que, a través de sus
respectivas instituciones, promuevan una red de vigilancia conformada por auto-
ridades y sociedad civil para combatir la inseguridad presente en el transpor-
te público de la Zona Metropolitana. Se turna a la Comisión de Seguridad Pú-
blica, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACCIONES PARA REGULAR LA ENTRADA DE GANADO BOVINO 
INFECTADO PROVENIENTE DE CENTROAMÉRICA

Del diputado Roque Luis Rabelo Velasco, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Sader, a través de la
Senasica, realice acciones para regular la entrada de ganado bovino infectado pro-
veniente de Centroamérica. Se turna a la Comisión de Ganadería, para dictamen.

ESTRATEGIA ELABORADA EN COLABORACIÓN CON EL SECTOR 
PRIVADO DE POLÍTICAS DE ACTUALIZACIÓN ADUANERA

Del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la Segob y al SAT, a reforzar las políticas de actualización aduanera mediante el
diseño de una estrategia elaborada en colaboración con el sector privado. Se turna
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMA DE PREVENCIÓN PARA DETECTAR CONMOCIONES CERE-
BRALES EN DEPORTISTAS

Del diputado Alan Jesús Falomir Sáenz, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Cona-
de y a todas las federaciones deportivas, a llevar a cabo un programa de preven-
ción para detectar conmociones cerebrales en deportistas. Se turna a la Comisión
de Deporte, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INVESTIGACIONES CON BASE EN LOS NUEVOS FACTORES DE RIESGO
QUE HAN GENERADO EL AUMENTO DEL CÁNCER EN PUEBLA

Del diputado David Bautista Rivera, del Grupo Parlamentario de Morena, la pro-
posición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Instituto Nacional de Sa-
lud Pública y a la Secretaría de Salud de Puebla, a realizar investigaciones con ba-
se a los nuevos factores de riesgo que han generado el aumento acelerado del
cáncer en dicho estado del 2018 a la actualidad. Se turna a la Comisión de Salud,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RECUENTO GENERAL DE LOS BIENES ALMACENADOS, DESINCORPO-
RADOS O INCAUTADOS POR EL GOBIERNO FEDERAL

Del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la SHCP y al SAE, a realizar un recuento general de todos los bienes almacena-
dos, desincorporados o incautados por el gobierno federal que se encuentren en si-
tuación de desuso, deshecho o dado de baja. Se turna a la Comisión de Hacienda
y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SECRETARÍA DE SALUD A CONTRIBUIR EL ABASTO DE
INSUMOS NECESARIOS PARA LA OPERATIVIDAD DEL INER

Del diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Secretaría de Salud, a contribuir el abasto de insumos necesarios para la correcta
operatividad del INER. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.. . . . . . . 

CONSIDERAR UNA MODIFICACIÓN AL DECRETO DE ESTÍMULOS 
FISCALES REGIÓN FRONTERIZA NORTE PARA FLEXIBILIZAR 
REQUISITOS

Del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
Ejecutivo federal, a la SHCP y al SAT, a considerar una modificación al decreto
de estímulos fiscales región fronteriza norte publicado en el DOF el 31 de di-
ciembre de 2018, para ampliar su vigencia, replantear y flexibilizar los requisitos
para ser beneficiario del mismo. Se turna a la Comisión de Asuntos Frontera Nor-
te, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMBATIR EL REZAGO EN LA INVESTIGACIÓN DE LOS DELITOS CO-
METIDOS CONTRA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN, Y GARANTIZAR LA
INDAGACIÓN

De la diputada Ruth Salinas Reyes, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Fiscalía Ge-
neral de la República, así como a las fiscalías generales de los estados y a las pro-
curadurías generales, a combatir el rezago en la investigación de los delitos
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cometidos contra la libertad de expresión, y garantizar la indagación. Se turna a la
Comisión de Justicia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FORO DE DISCUSIÓN ACERCA DEL ISR, SU VIABILIDAD Y SU POSIBLE
REFORMA

Del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la SHCP, a convocar y coordinar la elaboración de un foro de discusión acerca del
ISR, su viabilidad actual y su posible reforma ante un replanteamiento de la polí-
tica fiscal con intereses benéficos para la población en general. Se turna a la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE HAGA PÚBLICA LA RAZÓN AL INCREMENTO A LAS TARIFAS DE
LAS CASETAS DE PEAJE EL 1 DE FEBRERO PASADO

De la diputada Ruth Salinas Reyes, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SHCP y a
la SCT, a que hagan pública la razón al incremento a las tarifas el día 1 de febre-
ro de 2019, de las casetas de peaje. Se turna a la Comisión de Comunicaciones y
Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REFORZAR LAS MEDIDAS DE CLASIFICACIÓN Y SEGUIMIENTO DE
MERCANCÍAS CONFISCADAS EN EL PLAN NACIONAL ADUANERO

Del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la SHCP y al SAT, a reforzar las medidas de clasificación y seguimiento de mer-
cancías confiscadas en el Plan Nacional Aduanero Cuarta Transformación, con el
fin de evitar su circulación en el mercado negro. Se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTRUCCIÓN DE COMPLEJOS HOTELEROS O DE CUALQUIER 
ESPECIE EN LAS BAHÍAS DE CHEMUYIL Y CHEMUYILITO, EN 
QUINTANA ROO

De la diputada Julieta Macías Rábago, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo relativo a la construcción de com-
plejos hoteleros o de cualquier especie en las bahías de Chemuyil y Chemuyilito,
en Quintana Roo. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMA PARA EMITIR LICENCIAS DE CONDUCIR CON VALIDEZ
COMO IDENTIFICACIÓN OFICIAL EN EL EXTRANJERO

Del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
Ejecutivo federal, a implementar un sistema o programa, para emitir licencias de
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conducir con validez como identificación oficial en el extranjero, que se puedan
expedir en territorio nacional, embajadas y consulados fuera del país. Se turna a la
Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROMOVER EL USO DE PLATAFORMAS DIGITALES PARA LA COMUNI-
CACIÓN INTERNA EN LAS DEPENDENCIAS DEL GOBIERNO FEDERAL

Del diputado Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a promover el uso de plataformas digitales para la comunicación inter-
na en las dependencias del gobierno federal. Se turna a la Comisión de Goberna-
ción y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INCLUIR EN LA ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FORTASEG A
LOS 48 MUNICIPIOS QUE NO FUERON BENEFICIADOS DURANTE EL
EJERCICIO 2019

Del diputado Ricardo Villarreal García, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al go-
bierno federal, a través del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública, a incluir en la asignación de los recursos del FORTASEG a los 48
municipios que no resultaron beneficiados durante el ejercicio 2019. Se turna a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGULAR EL CONFLICTO ENTRE AGRICULTORES POR EL USO DE CA-
ÑONES ANTIGRANIZO EN JALISCO

Del diputado Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Se-
marnat, a la Profepa y a la SADER, a regular el conflicto entre agricultores por el
uso de cañones antigranizo en el estado de Jalisco. Se turna a la Comisión de De-
sarrollo y Conservación Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para 
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

HACER PÚBLICOS LOS MOTIVOS POR LOS QUE SE CANCELÓ LA
CUMBRE DE LA ALIANZA ENERGÉTICA ENTRE MÉXICO Y ALEMANIA
2019

De la diputada Saraí Núñez Cerón, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que exhorta al Ejecutivo fe-
deral y a la Sener, a hacer del conocimiento público los motivos por los que can-
celó la Cumbre de la Alianza Energética entre México y Alemania 2019. Se turna
a la Comisión de Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO PARA QUE NO SE AUTORICE EL INCREMENTO AL TRANS-
PORTE PÚBLICO Y CONCESIONADO

Del diputado David Orihuela Nava, del Grupo Parlamentario de Morena, la pro-
posición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno del Estado de
México y a la Secretaría de Movilidad de dicha entidad, para que no autoricen in-
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cremento alguno, por el momento, al transporte público y concesionado. Se turna
a la Comisión de Comunicaciones y Transportes, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . 

REVISAR Y ACTUALIZAR LAS CARACTERÍSTICAS Y CONDICIONES DE
OPERACIÓN DEL FONDO PARA EL DESARROLLO DE ZONAS MINERAS

Del diputado Mario Mata Carrasco, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que exhorta al Ejecutivo fe-
deral, a revisar y actualizar las características y condiciones de operación del Fon-
do para el Desarrollo de Zonas Mineras. Se turna a la Comisión de Federalismo y
Desarrollo Municipal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SOLUCIONAR EL CONFLICTO LABORAL DE LA UAM, QUE HA DEJADO
SIN CLASES A MÁS DE 58 MIL ALUMNOS

Del diputado Carlos Pavón Campos, Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
STPS, a que coadyuve a solucionar el conflicto laboral de la UAM, que ha dejado
sin clases a más de 58 mil alumnos. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión
Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

HACER VALER LA LEY GENERAL DE SALUD Y LAS NORMAS 
RELATIVAS, CON LA FINALIDAD DE ERRADICAR LA VIOLENCIA
OBSTÉTRICA

De la diputada Clementina Marta Dekker Gómez, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo, la proposición con punto de acuerdo para hacer valer las dis-
posiciones establecidas en la Ley General de Salud y en las NOM-007-SSA2-2016
y NOM-046-SSA2-2005, con la finalidad de erradicar la violencia obstétrica. Se
turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GARANTIZAR LAS CONDICIONES PARA EL EJERCICIO DE LAS FACUL-
TADES DE LOS PODERES FEDERALES, EVITANDO EL BLOQUEO DE
LAS SEDES DE LOS PODERES DE LA UNIÓN

De la diputada Adriana Gabriela Medina Ortíz, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
Gobierno de la Ciudad de México, a dar cumplimiento al artículo 122 constitu-
cional apartado B que garantiza las condiciones para el ejercicio de las facultades
de los poderes federales, evitando el bloqueo de las sedes de los Poderes de la
Unión. Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . 

POLÍTICAS PÚBLICAS DE PREVENCIÓN SOCIAL CON OBJETO DE 
MEJORAR EL DESARROLLO ECONÓMICO DE CHIAPAS

Del diputado Carlos Alberto Morales Vázquez, la proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta al Consejo Estatal de Seguridad Pública en Chiapas, a for-
talecer la implementación de políticas públicas de prevención social de la violen-
cia y la delincuencia con el objeto de mejorar el desarrollo económico del estado.
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Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dictamen, y a la Comisión de
Asuntos Frontera Sur, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REVISAR EL APORTE DE AGUA DE CHIHUAHUA, PARA DETERMINAR
LOS APOYOS Y LOS MECANISMOS DE COMPENSACIÓN, EN RELACIÓN
CON EL CUMPLIMIENTO DEL TRATADO SUSCRITO CON LOS EUA

Del diputado Mario Mata Carrasco, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, a revisar la magnitud de aporte del estado de Chihuahua y los municipios
correspondientes para determinar los apoyos y los mecanismos de compensación,
por las grandes cantidades de agua que se destinan para el cumplimiento del Tra-
tado de 1944 suscrito con los EUA. Se turna a la Comisión de Recursos Hidráuli-
cos, Agua Potable y Saneamiento, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RELATIVO A QUE LOS CONTRATOS DE OBRAS Y SERVICIOS QUE CE-
LEBRE LA APF, SE APEGUEN A LA NORMA Y SE CONTRATEN POR LICI-
TACIÓN PÚBLICA

De la diputada María Sara Rocha Medina, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al Ejecutivo federal, a que los contratos de obras públicas y servicios que
celebren las dependencias y entidades de la APF, se apeguen a las disposiciones
reglamentarias de la materia y se contraten por el método de licitación pública. Se
turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . 

SE REALICE UNA VISITAA LOS HUMEDALES DE MONTAÑA, LAGOS DE
MARÍA EUGENIA Y LA KISST, EN SAN CRISTÓBAL DE LAS CASAS,
CHIAPAS Y SE HAGA PÚBLICO EL ESTADO QUE GUARDAN

De la diputada Clementina Marta Dekker Gómez, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la Semarnat, para que, en coordinación con la Conanp, realice una visita a los hu-
medales de montaña Lagos de María Eugenia y La Kisst, en San Cristóbal de las
Casas, Chiapas y haga del conocimiento público el estado en que se encuentran.
Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y
Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE GARANTICE LA SEGURIDAD VIAL Y PEATONAL DE LOS CIUDADA-
NOS QUE TRANSITAN LAS VIALIDADES DE LA CAPITAL

De la diputada Claudia Pastor Badilla, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhor-
ta al Gobierno de la Ciudad de México, a fortalecer acciones que permitan garan-
tizar la seguridad vial y peatonal de los ciudadanos que transitan las vialidades de
la capital. Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, para dictamen. . . 
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PROGRAMAS INTEGRALES Y CAMPAÑAS INFORMATIVAS PARA LA
DETECCIÓN TEMPRANA DE PERSONAS CON LA CONDICIÓN DEL
ESPECTRO AUTISTA

De la diputada Dionicia Vázquez García, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
Intersecretarial para la Atención y Protección a Personas con la Condición del Es-
pectro Autista, a desarrollar programas integrales y campañas informativas para la
detección temprana de dicho trastorno. Se turna a la Comisión de Atención a Gru-
pos Vulnerables, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GARANTIZAR LA INCLUSIÓN Y ATENCIÓN OPORTUNA DE SERVICIOS
MÉDICOS A LAS PERSONAS CON AUTISMO

De la diputada Frinné Azuara Yarzábal, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a la Secretaría de Salud, a garantizar la inclusión y atención oportuna de ser-
vicios médicos a las personas con autismo. Se turna a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL IMSS, A QUE NO INCREMENTE LOS COSTOS DE SUS SER-
VICIOS A LA POBLACIÓN NO DERECHOHABIENTE, INSTITUCIONAL

De la diputada Lourdes Erika Sánchez Martínez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
IMSS, a que no incremente los costos de sus servicios a la población no derecho-
habiente, institucional. Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

SE HAGAN PÚBLICOS LOS ACUERDOS Y COMPROMISOS ENTRE LOS
GOBIERNOS DE MÉXICO Y DE LOS EUA, DERIVADOS DE LA REUNIÓN
CON JARED KUSHNER

De la diputada Dulce María Sauri Riancho, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la SRE, a hacer públicos los acuerdos y compromisos entre el Gobierno
de México y el de los EUA derivados de la reunión celebrada el pasado 19 de mar-
zo con Jared Kushner. Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores, para 
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GARANTIZAR LA APLICACIÓN DEL TAMIZ NEONATAL

De los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al gobier-
no federal, a garantizar la aplicación del tamiz neonatal debido a que es una prue-
ba fundamental para prevenir y atender oportunamente diversas enfermedades
congénitas antes de que se manifiesten. Se turna a la Comisión de Salud, para 
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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REALIZAR LAS INVESTIGACIONES RELATIVAS A LA LICITACIÓN 
EA-N1-2019 PARA LA ADQUISICIÓN DE DESAYUNOS ESCOLARES Y
DESPENSAS POR PARTE DEL SISTEMA DIF DE MORELOS

De los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Enti-
dad Superior de Auditoría y Fiscalización del Estado de Morelos, a realizar las in-
vestigaciones correspondientes y, en su caso, sancione las diversas irregularidades
en la licitación EA-N1-2019 para la adquisición de desayunos escolares y despen-
sas por parte del sistema DIF de dicha entidad. Se turna a la Comisión de Trans-
parencia y Anticorrupción, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE EXPLIQUE EL PROCESO DE ASIGNACIÓN DE RECURSOS PARA LA
OPERACIÓN DE LAS CIEN UNIVERSIDADES PARA EL BIENESTAR 
BENITO JUÁREZ GARCÍA

De los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SEP,
a explicar el proceso de asignación de recursos de dicha dependencia para los fi-
nes de operación de las cien universidades para el Bienestar Benito Juárez García.
Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE TRANSPARENTEN LOS PROCEDIMIENTOS DE LICITACIONES Y AD-
JUDICACIONES EN EL SECTOR ENERGÉTICO PARA GENERAR CON-
FIANZA EN LOS INVERSIONISTAS

De los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecu-
tivo federal, a transparentar los procedimientos de licitaciones y adjudicaciones
llevados a cabo en el sector energético, con la finalidad de generar confianza en
los inversionistas nacionales e internacionales. Se turna a la Comisión de Trans-
parencia y Anticorrupción, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y
PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se in-
forma a la honorable asamblea los turnos dictados a diver-
sas iniciativas con proyecto de decreto y proposiciones con
punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 2 de
abril de 2019 y que no fueron abordadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de abril de 2019.— Diputado
Porfirio Muñoz Ledo (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma diversas disposiciones de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada Laura Angélica Rojas Hernández, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional y dipu-
tados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios. 

Turno: Comisione de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen, y a la Comisión de Trans-
parencia y Anticorrupción, para opinión.

2. Que reforma el artículo 110 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, a cargo del diputado Juan Ángel Bau-
tista Bravo, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

3. Que reforma los artículos 133 y 134 de la Ley Federal
del Trabajo, suscrita por las diputadas Julieta Macías Rá-
bago y Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen.

4. Que reforma el artículo 89 de la Ley Federal de Teleco-
municaciones y Radiodifusión, suscrita por la diputada
Ma. de los Ángeles Ayala Díaz y diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Radio y Televisión, para dictamen.

5. Que adiciona el artículo 6o. de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la dipu-
tada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.

6. Que reforma los artículos 13 y 46 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la
diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Par-
lamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.

7. Que reforma y adiciona los artículos 7o. y 116 de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
a cargo de la diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.

8. Que deroga el inciso b) de la fracción II y el último pá-
rrafo del artículo 146 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, a cargo de la diputada Susana Beatriz
Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

9. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, a cargo de la diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Se-
rrano, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

10. Que adiciona un artículo 213-Ter y reforma el artículo
400 Bis del Código Penal Federal, a cargo de la diputada
Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parlamentario
de Morena. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

11. Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada
Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parlamentario
de Morena. 
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Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

12. Que reforma y adiciona los artículos 50 y 57 de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
a cargo de la diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.

13. Que deroga diversas disposiciones de la Ley del Siste-
ma de Horario en los Estados Unidos Mexicanos y abroga
el Decreto por el que se establece el Horario Estacional que
se aplicará en los Estados Unidos Mexicanos, publicado en
el DOF el 1 de marzo de 2002, a cargo de la diputada Clau-
dia Reyes Montiel, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. 

Turno: Comisiones Unidas de Gobernación y Población, y
de Energía, para dictamen.

14. Que reforma y adiciona los artículos 3o., 4o. y 18 de la
Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa, a cargo de la diputada Laura
Erika de Jesús Garza Gutiérrez, del Grupo Parlamentario
del Partido Encuentro Social. 

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

15. Que expide la Ley para el Uso de Perros Guía y Ani-
males de Servicio, suscrita por las diputadas Julieta Mací-
as Rábago y Dulce María Méndez de la Luz Dauzón, del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para opinión.

16. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, de la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, del Código
Penal Federal y de la Ley para Regular las Sociedades de
Información Crediticia, suscrita por la diputada María
Marcela Torres Peimbert y diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen, y a la Comisión de Justicia, para opinión.

17. Que reforma los artículos 7 Bis y 32 de la Ley Federal
de Protección al Consumidor, a cargo del diputado Carlos
Torres Piña. 

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

18. Que reforma los artículos 20, 169 y 185 de la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, a cargo del diputado Carlos Torres Piña. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen.

19. Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo del
diputado Carlos Torres Piña. 

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

20. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, a cargo de la diputada Carmen Me-
del Palma, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

21. Que reforma y adiciona el artículo 36 de la Ley de Ca-
minos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo del dipu-
tado Jorge Alcibíades García Lara, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

22. Que reforma y deroga diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Pablo Gómez Álvarez, del Grupo Par-
lamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a explicar la operatividad de la entrega de
apoyos económicos directos a los padres de familia y de
la misma forma, se tomen las medidas necesarias para
que no dejen de operar las estancias infantiles en el esta-
do de Sinaloa, a cargo del diputado Carlos Humberto



Castaños Valenzuela, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a instrumentar políticas públicas y apoyos ins-
titucionales que fomenten el desarrollo de la industria na-
cional y promuevan la modernización de la planta
productiva, a cargo del diputado Lenin Nelson Campos
Córdova, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a remitir al Senado de la República, para su ra-
tificación, el convenio 183 de la OIT sobre la Protección a
la Maternidad, suscrito por los diputados Maribel Martínez
Ruiz y Benjamín Robles Montoya, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido del Trabajo. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secreta-
ría de Salud y a la SHCP, a fortalecer y garantizar el acceso
efectivo a los servicios de salud de los niños con cáncer, a
cargo de la diputada Fabiola Raquel Guadalupe Loya Her-
nández, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Co-
misión de Gobernación de la Cámara de Senadores, a
instalar una comisión conjunta de trabajo con la Comi-
sión de Protección Civil y Prevención de Desastres de la
Cámara de Diputados, a fin de elaborar la iniciativa de
Ley General para la gestión Integral de Riesgos de De-
sastres y de Protección Civil, a cargo de la diputada
Nancy Claudia Reséndiz Hernández, del Grupo Parla-
mentario de Encuentro Social. 

Turno: Comisión de Protección Civil y Prevención de De-
sastres, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taria de Salud, a implementar acciones encaminadas a re-
forzar las campañas de vacunación, así como informar del

peligro que implica ceder ante la desinformación que pro-
pagan las campañas anti-vacunas, suscrito por los dipu-
tados José Ricardo Gallardo Cardona y Emmanuel Reyes
Carmona. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semar-
nat y a la Conagua, para que, en coordinación con las 32
entidades federativas, implementen acciones orientadas a
preservar y cuidar el agua en todo el país, así como erradi-
car cualquier práctica que solo contribuya a contaminarla,
a cargo del diputado Juan José Canul Pérez, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y
Saneamiento, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la JUCO-
PO, llevar a cabo la aplicación del Artículo Sexto Transito-
rio de la Ley General del Servicio Profesional Docente, pa-
ra el ingreso, promoción y permanencia de los docentes de
todo el país, a cargo del diputado Reginaldo Sandoval Flo-
res, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su atención.

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SRE, a
emitir un acuerdo mediante el cual quede sin efecto la obli-
gatoriedad de apostillamiento de documentos en los trami-
tes a realizar en dicha dependencia, a cargo de la diputada
María Libier González Anaya, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen.

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Cona-
de y a la Secretaria de Salud, a implementar acciones a re-
tomar y reincorporar un Programa Nacional de Activación
Física dentro de las instalaciones de la Cámara de Dipu-
tados, en beneficio de educar a la población trabajadora en
materia de régimen alimentario, actividad física y salud, a
cargo del diputado José Ricardo Gallardo Cardona. 

Turno: Comisión de Deporte, para dictamen.

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Go-
bierno de Morelos, a emprender las estrategias necesa-
rias para garantizar la seguridad de las mujeres debido al
incremento de feminicidios, suscrito por diputados inte-
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grantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Fisca-
lía Especializada de Delitos Electorales a que, en la inves-
tigación que presente el Ejecutivo federal en relación a las
campañas negras orquestadas en el proceso electoral fede-
ral 2017-2018, se conduzca en un marco de objetividad,
profesionalismo y apego irrestricto a la ley, a fin de fincar
las responsabilidades y sancionar a los responsables, a car-
go de la diputada Dolores Padierna Luna, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para 
dictamen.

13. Con punto de acuerdo, por el que exhorta al Ejecutivo
federal, a través de la Sectur y la SHCP, a garantizar la re-
asignación de presupuesto y la operatividad integral del
"Programa de Desarrollo Regional Turístico Sustentable y
Pueblos Mágicos", a cargo de la diputada Dulce Alejandra
García Morlan, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Turno: Comisión de Turismo, para dictamen.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP, a la
Secretaría de Salud y al Injuve, a realizar una campaña sobre
una vida sana y armoniosa en pareja que fomente una cultu-
ra de paz, a cargo de la diputada Ana Laura Bernal Camare-
na, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los Go-
biernos de la Ciudad de México y del Estado de México,
para que, a través de sus respectivas instituciones, promue-
van una red de vigilancia conformada por autoridades y so-
ciedad civil para combatir la inseguridad presente en el
transporte público de la Zona Metropolitana, a cargo del
diputado Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sader,
a través de la Senasica, realice acciones para regular la en-
trada de ganado bovino infectado proveniente de Centroa-

mérica, a cargo del diputado Roque Luis Rabelo Velasco,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Ganadería, para dictamen.

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob
y al SAT, a reforzar las políticas de actualización aduanera
mediante el diseño de una estrategia elaborada en colabo-
ración con el sector privado, a cargo del diputado José Sal-
vador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Co-
nade y a todas las federaciones deportivas, a llevar a ca-
bo un programa de prevención para detectar conmocio-
nes cerebrales en deportistas, a cargo del diputado Alán
Jesús Falomir Sáenz, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Deporte, para dictamen.

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Institu-
to Nacional de Salud Pública y a la Secretaria de Salud de
Puebla, a realizar investigaciones con base a los nuevos
factores de riesgo que han generado el aumento acelerado
del cáncer en dicho estado del 2018 a la actualidad, a car-
go del diputado David Bautista Rivera, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

20. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP
y al SAE, a realizar un recuento general de todos los bie-
nes almacenados, desincorporados o incautados por el go-
bierno federal que se encuentren en situación de desuso,
deshecho o dado de baja, a cargo del diputado José Salva-
dor Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

21. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud, a contribuir el abasto de insumos nece-
sarios para la correcta operatividad del INER, a cargo del
diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano. 



Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a la SHCP y al SAT, a considerar una modifica-
ción al decreto de estímulos fiscales región fronteriza nor-
te publicado en el DOF el 31 de diciembre de 2018, para
ampliar su vigencia, replantear y flexibilizar los requisitos
para ser beneficiario del mismo, a cargo del diputado José
Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Asuntos Frontera Norte, para dictamen.

23. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Fisca-
lía General de la República, así como a las fiscalías gene-
rales de los estados y a las procuradurías generales, a com-
batir el rezago en la investigación de los delitos cometidos
contra la libertad de expresión, y garantizar la indagación,
a cargo de la diputada Ruth Salinas Reyes, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

24. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP,
a convocar y coordinar la elaboración de un foro de discu-
sión acerca del ISR, su viabilidad actual y su posible refor-
ma ante un replanteamiento de la política fiscal con intere-
ses benéficos para la población en general, a cargo del
diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

25. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP
y a la SCT, a que hagan pública la razón al incremento a las
tarifas el día 01 de febrero de 2019, de las casetas de pea-
je, a cargo de la diputada Ruth Salinas Reyes, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

26. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP
y al SAT, a reforzar las medidas de clasificación y segui-
miento de mercancías confiscadas en el Plan Nacional
Aduanero Cuarta Transformación, con el fin de evitar su
circulación en el mercado negro, a cargo del diputado José
Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

27. Con punto de acuerdo, relativo a la construcción de
complejos hoteleros o de cualquier especie en las bahías de
Chemuyil y Chemuyilito, en Quintana Roo, a cargo de la
diputada Julieta Macías Rábago, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

28. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a implementar un sistema o programa, para
emitir licencias de conducir con validez como identifica-
ción oficial en el extranjero, que se puedan expedir en te-
rritorio nacional, embajadas y consulados fuera del país, a
cargo del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen.

29. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a promover el uso de plataformas digitales para
la comunicación interna en las dependencias del gobierno
federal, a cargo del diputado Higinio del Toro Pérez, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para 
dictamen.

30. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no federal, a través del Secretariado Ejecutivo del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, a incluir en la asignación
de los recursos del FORTASEG a los 48 municipios que no
resultaron beneficiados durante el ejercicio 2019, a cargo
del diputado Ricardo Villarreal García, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

31. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
marnat, a la Profepa y a la SADER, a regular el conflicto
entre agricultores por el uso de cañones antigranizo en el
estado de Jalisco, a cargo del diputado Higinio del Toro Pé-
rez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Desarrollo y Conservación Rural,
Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen.
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32. Con punto de acuerdo, por el que exhorta al Ejecutivo
federal y a la Sener, a hacer del conocimiento público los
motivos por los que canceló la Cumbre de la Alianza Ener-
gética entre México y Alemania 2019, a cargo de la dipu-
tada Saraí Núñez Cerón, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

33. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobier-
no del Estado de México y a la Secretaría de Movilidad de
dicha entidad, para que no autoricen incremento alguno,
por el momento, al transporte público y concesionado, a
cargo del diputado David Orihuela Nava, del Grupo Parla-
mentario de Morena. 

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

34. Con punto de acuerdo, por el que exhorta al Ejecutivo
federal, a revisar y actualizar las características y condicio-
nes de operación del Fondo para el Desarrollo de Zonas
Mineras, a cargo del diputado Mario Mata Carrasco, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Federalismo y Desarrollo Municipal,
para dictamen.

35. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la STPS,
a que coadyuve a solucionar el conflicto laboral de la
UAM, que ha dejado sin clases a más de 58 mil alumnos,
a cargo del diputado Carlos Pavón Campos, Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para 
dictamen.

36. Con punto de acuerdo, para hacer valer las disposicio-
nes establecidas en la Ley General de Salud y en las NOM-
007-SSA2-2016 y NOM-046-SSA2-2005, con la finalidad
de erradicar la violencia obstétrica, a cargo de la diputada
Clementina Marta Dekker Gómez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido del Trabajo. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

37. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobier-
no de la Ciudad de México, a dar cumplimiento al artículo
122 constitucional apartado B que garantiza las condicio-
nes para el ejercicio de las facultades de los poderes fede-

rales, evitando el bloqueo de las sedes de los Poderes de la
Unión, a cargo de la diputada Adriana Gabriela Medina Or-
tíz, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para 
dictamen.

38. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Conse-
jo Estatal de Seguridad Pública en Chiapas, a fortalecer la
implementación de políticas públicas de prevención social
de la violencia y la delincuencia con el objeto de mejorar
el desarrollo económico del estado, a cargo del diputado
Carlos Alberto Morales Vázquez. 

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen, y a
la comisión de Asuntos Frontera Sur, para opinión.

39. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a revisar la magnitud de aporte del estado de
Chihuahua y los municipios correspondientes para deter-
minar los apoyos y los mecanismos de compensación, por
las grandes cantidades de agua que se destinan para el cum-
plimiento del Tratado de 1944 suscrito con los EUA, a car-
go del diputado Mario Mata Carrasco, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y
Saneamiento, para dictamen.

40. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a que los contratos de obras públicas y servicios
que celebren las dependencias y entidades de la APF, se
apeguen a las disposiciones reglamentarias de la materia y
se contraten por el método de licitación pública, a cargo de
la diputada Ma. Sara Rocha Medina, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

41. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
marnat, para que, en coordinación con la Conanp, realice
una visita a los humedales de montaña Lagos de María Eu-
genia y La Kisst, en San Cristóbal de las Casas, Chiapas y
haga del conocimiento público el estado en que se encuen-
tran, a cargo de la diputada Clementina Marta Dekker Gó-
mez, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.



42. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Gobier-
no de la Ciudad de México, a fortalecer acciones que per-
mitan garantizar la seguridad vial y peatonal de los ciuda-
danos que transitan las vialidades de la capital, a cargo de
la diputada Claudia Pastor Badilla, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para
dictamen.

43. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Co-
misión Intersecretarial para la Atención y Protección a Per-
sonas con la Condición del Espectro Autista, a desarrollar
programas integrales y campañas informativas para la de-
tección temprana de dicho trastorno, a cargo de la diputada
Dionicia Vázquez García, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. 

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
dictamen.

44. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud, a garantizar la inclusión y atención opor-
tuna de servicios médicos a las personas con autismo, a
cargo de la diputada Frinné Azuara Yarzábal, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
dictamen.

45. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al IMSS,
a que no incremente los costos de sus servicios a la pobla-
ción no derechohabiente, a cargo de la diputada Lourdes
Erika Sánchez Martínez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

46. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SRE,
a hacer públicos los acuerdos y compromisos entre el Go-
bierno de México y el de los EUA derivados de la reunión
celebrada el pasado 19 de marzo con Jared Kushner, a car-
go de la diputada Dulce María Sauri Riancho, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen.

47. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al go-
bierno federal, a garantizar la aplicación del tamiz neo-

natal debido a que es una prueba fundamental para pre-
venir y atender oportunamente diversas enfermedades
congénitas antes de que se manifiesten, suscrito por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

48. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Enti-
dad Superior de Auditoría y Fiscalización del Estado de
Morelos, a realizar las investigaciones correspondientes y,
en su caso, sancione las diversas irregularidades en la lici-
tación EA-N1-2019 para la adquisición de desayunos esco-
lares y despensas por parte del sistema DIF de dicha enti-
dad, suscrito por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

49. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP,
a explicar el proceso de asignación de recursos de dicha de-
pendencia para los fines de operación de las cien universi-
dades para el Bienestar Benito Juárez García, suscrito por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

50. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a transparentar los procedimientos de licitacio-
nes y adjudicaciones llevados a cabo en el sector energéti-
co, con la finalidad de generar confianza en los
inversionistas nacionales e internacionales, suscrito por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.»
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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO 

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa  reforma diversas disposiciones de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, a cargo de la diputada Laura Angélica Rojas Hernán-
dez, del Grupo Parlamentario del PAN

Diputadas y diputados de la LXIV Legislatura del Honora-
ble Congreso de la Unión integrantes de diversos Grupos
Parlamentarios, con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; 6, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, sometemos a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un Título Sépti-
mo con Capítulo Único y tres artículos a la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
en materia de parlamento abierto , al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

A partir de la transición a la democracia el Estado mexica-
no ha hecho un esfuerzo sostenido por construir y fortale-
cer instituciones para garantizar las libertades y derechos
consignados en nuestra Constitución, y para generar mejo-
res condiciones de vida para las y los mexicanos.

Este desarrollo institucional ha ido a la par del desarrollo
de organizaciones de la sociedad civil que han empezado a
cumplir una función fundamental en el sistema político: la
de exigir rendición de cuentas a quienes ostentamos algu-
na función de gobierno, pero también la de generar pro-
puestas de políticas que han enriquecido la discusión sobre
los temas más importantes de la agenda pública en los últi-
mos años.

Destacan las aportaciones de la sociedad civil sobre cómo
garantizar los Derechos Humanos; sobre cómo superar la
crisis de inseguridad y violencia; sobre cómo diseñar me-
jores instituciones de procuración de justicia y que comba-
tan la corrupción; o sobre cómo garantizar derechos funda-
mentales como el de acceso a la información, la privacidad,
y el derecho a la memoria a la verdad. Así, en los últimos
años, las organizaciones de la sociedad civil han sido acto-
res clave en el diseño de instituciones como la Fiscalía Ge-
neral de la República, el Sistema Nacional de Transparen-

cia, el Sistema Nacional Anticorrupción y la Guardia 
Nacional.

La experiencia confirma que cuando el Poder Legislativo
se ha tomado de la mano de la sociedad civil, los produc-
tos legislativos no solo han gozado de una mayor calidad
técnica y de innovación en términos de contenidos ponién-
donos, incluso, a la vanguardia internacional, sino que, so-
bre todo, los procesos parlamentarios se han hecho de un
recurso muchas veces escaso en la política: la legitimidad.

El involucramiento de la sociedad civil en los procesos le-
gislativos en México rindió importantes frutos durante la
LXII y LXIII Legislaturas federales, y coincidió con un
proceso internacional que ha impulsado una mayor apertu-
ra de los gobiernos: la Alianza para el Gobierno Abierto de
la cual nuestro país fue cofundador en el año 2011.1

“La Alianza para el Gobierno Abierto (AGA) busca que, de
manera sostenida, los gobiernos sean más transparentes,
rindan cuentas y mejoren la capacidad de respuesta hacia
sus ciudadanos con el objetivo de mejorar la eficiencia del
gobierno, así como la calidad de los servicios que reciben
los ciudadanos. Esto requiere un cambio de normas y cul-
tura para garantizar un diálogo y colaboración genuinos en-
tre el gobierno y la sociedad civil.

AGA busca apoyar tanto a reformadores de gobierno como
de sociedad civil, para elevar al gobierno abierto a los ni-
veles más altos del discurso político, impulsar reformas es-
tructurales, y crear una comunidad de práctica en la mate-
ria a nivel global. Por ello, los países miembros de la
Alianza adoptan un plan de acción bianual a través del cual
se comprometen a implementar los cuatro principios de
gobierno abierto (transparencia, rendición de cuentas, par-
ticipación ciudadana e innovación), en una serie de com-
promisos que son creados, implementados y supervisados
por la sociedad civil”.

El Poder Legislativo quiso poner su parte en el cumpli-
miento de estos compromisos de México por lo que el 22
de septiembre de 2014, la Mesa Directiva y la Junta de Co-
ordinación Política del Senado de la República; la entonces
presidenta del INAI, Ximena Puente de la Mora; el Mtro.
Eduardo Bohórquez y la Lic. Melissa Ortiz, como repre-
sentantes de la sociedad civil organizada, firmaron la De-
claración de Lanzamiento de la Alianza para el Parlamen-
to Abierto en México,2 cuyo objetivo principal consistía en
que, al igual que la Alianza para el Gobierno Abierto,



existiera un mecanismo de seguimiento a los principios de
esta declaración.

Sin embargo, a pesar de haber sido un buen primer paso, la
Alianza para el Parlamento Abierto no logró instituciona-
lizar los esfuerzos del Senado en esta materia ni involucrar
suficientemente a la Cámara de Diputados. Los procesos
de parlamento de abierto continuaron, pero de manera ais-
lada y dependiendo de la iniciativa individual de presiden-
tes de comisiones o de órganos de gobierno sin que al día
de hoy el Congreso mexicano tenga una definición clara y
compartida del concepto de parlamento abierto , sus meca-
nismos de implementación, ni sus alcances.

A menudo, el concepto de parlamento abierto se ha con-
fundido con transparencia, y en su dimensión de participa-
ción ciudadana, se ha limitado a la organización de foros o
audiencias públicas donde a lo sumo se ha dado voz a ciu-
dadanos, voces, que muchas veces no quedan consignadas
en los dictámenes, y cuando no son tomadas en cuenta, no
se explican suficientemente las razones.

Los principios del parlamento abierto son los mismos que
los del gobierno abierto, aplicados en el Poder Legislativo,
a saber: transparencia, rendición de cuentas, participación
ciudadano e innovación, particularmente en el uso de tec-
nologías de la información a fin no solo de comunicar sino
de interactuar con las y los ciudadanos y en última instan-
cia, con el fin de cocrear productos legislativos y de parti-
cipar en otros procesos clave como el de nombramientos de
funcionarios, comparecencias de servidores públicos, apro-
bación del Presupuesto de Egresos de la Federación, o re-
visión de la cuenta pública, que recojan de manera más efi-
caz las demandas ciudadanas, y se encuentren mejores
soluciones a los asuntos que se busca resolver.

Sin duda, gracias a la reforma constitucional en materia de
transparencia de 2014, la dimensión del parlamento abier-
to más avanzada en México, es precisamente, la de trans-
parencia. En cambio, sobre las otras tres dimensiones hay
apenas avances.

Las diferentes alternancias por las que hemos pasado: la
primera en el año 2000, la segunda en el año 2012 y de ma-
nera particular, la del 2018 han sido claros mensajes a la
clase política para que haya un cambio en la relación de po-
der entre quienes ocupamos un cargo de servicio público, y
los ciudadanos. El Poder Legislativo no está exento de este
llamado y es precisamente, a través del modelo de parla-

mento abierto como se puede empezar a cambiar esa rela-
ción, por una en la que Poder Legislativo se convierta,
efectivamente, en un espacio en donde las voces de los
ciudadanos no solo sean escuchadas sino consideradas un
activo para la generación de bienes públicos.

La manera más eficaz de avanzar en ese camino es el de la
creación de una comisión bicamaral que de manera integral
defina las políticas del Poder Legislativo en materia de
parlamento abierto a la vez que se asegure del cumpli-
miento de las obligaciones del mismo establecidas en las
leyes de acceso a la información pública, protección de da-
tos personales y archivos, recientemente aprobadas.

Un intento anterior por institucionalizar el parlamento
abierto en el Congreso mexicano se encuentra en una pro-
puesta de reforma a la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, presentada en 2014 por
senadoras y senadores de diversos grupos parlamentarios
con el objeto de contar con una política institucional y me-
tas específicas sobre apertura en el Congreso, más allá de
las prácticas aisladas, realizadas por iniciativa de algunos
senadores.

Dicha propuesta planteó crear una Comisión Bicamaral de
Acceso a la Información, Protección de Datos Personales
y Gobierno Abierto, que sería la encargada de emitir las po-
líticas de apertura parlamentaria.

Esta modificación a la Ley establecía que diputados y se-
nadores trabajaran coordinadamente en el impulso de be-
neficios que garanticen el derecho a la información públi-
ca, así como en la instrumentación eficaz de plataformas
que permitan que toda la información que se genere en el
Congreso sea administrada, actualizada y puesta a disposi-
ción para hacerla accesible a los ciudadanos.

El proceso legislativo de la iniciativa antes mencionada
avanzó desde su presentación, ya que el 10 de diciembre de
2014, fue aprobado el dictamen de la misma y turnado a la
Cámara Revisora para su análisis. Posteriormente, el 21 de
abril de 2016, fue recibida la minuta de la revisora con una
sola modificación al nombre de la comisión por Comisión
Bicamaral de Acceso a la Información, Protección de Da-
tos Personales y Parlamento Abierto.

Después, el martes 8 de noviembre de 2016 se publicó en
la Gaceta Parlamentaria del Senado de la República, el dic-
tamen con proyecto de decreto de dicha minuta.
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De acuerdo con el artículo 195, numeral 2, del Reglamen-
to del Senado de la República, dicha publicación, en la Ga-
ceta Parlamentaria, surtió los efectos de primera lectura.
Sin embargo, por diversas cuestiones, no se llegó a su dis-
cusión y votación durante la LXIII Legislatura en la Cá-
mara de Origen.

A más de dos años, el dictamen aún se encuentra pendien-
te, igual que pendiente de saldar se encuentra la deuda del
Poder Legislativo con los ciudadanos en esta materia.

El inicio de un nuevo gobierno a nivel federal ha renovado
la agenda legislativa con temas de la más alta trascenden-
cia para el país como la aprobación de la Guardia Nacional
cuya discusión, visibilizó la conveniencia del parlamento
abierto. Por otro lado, el inicio de esta Legislatura es tam-
bién un buen momento para retomar los esfuerzos para el
cumplimiento de las responsabilidades del Congreso en
materia de acceso a la información pública, protección de
datos personales, y archivos.

Así, quienes firmamos la presente iniciativa, retomamos la
intención de adicionar un Título Séptimo a la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos
a fin de armonizar la ley que rige al Poder Legislativo Fe-
deral con las modificaciones constitucionales en materia de
transparencia, protección de datos personales y archivos,
así como la de crear la Comisión Bicameral que se encar-
gará de definir la política del Poder Legislativo Federal en
materia de transparencia, acceso a la información pública,
protección de datos personales, archivos y apertura parla-
mentaria, de acuerdo con lo establecido en el artículo 88
del mismo ordenamiento jurídico.

Por lo anteriormente expuesto, presentamos a esta Sobera-
nía del H. Congreso de la Unión el siguiente:

Proyecto de Decreto por el que se adicionan diversas
disposiciones a la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se adiciona un Título Séptimo con un Ca-
pítulo Único integrados por los artículos 145, 146 y 147 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Título Séptimo
De la Transparencia, Acceso a la Información, 

Protección de datos Personales, Archivo y 
Apertura Parlamentaria

Capítulo Único

Artículo 145.

1. Toda la información del Congreso de la Unión y de ca-
da una de sus Cámaras es pública y solo podrá ser reserva-
da temporalmente por razones de interés público y seguri-
dad nacional, en los términos que fijan las leyes.

2. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno
o justificar su utilización, tendrá acceso a la información
del Congreso de la Unión y de cada una de sus Cámaras, a
sus datos personales o a la rectificación, cancelación u
oposición de éstos.

3. Las entidades responsables del Congreso de la General
y cada una de sus Cámaras deberán documentar todo acto
que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o
funciones.

4. El Congreso de la Unión contemplará la inclusión de
principios, políticas y mecanismos de apertura parlamenta-
ria en materia de transparencia, rendición de cuentas y par-
ticipación ciudadana, impulsando preferentemente la utili-
zación de tecnologías de la información al interior de cada
una de sus Cámaras y mediante su función legislativa.

Artículo 146.

1. Para la conducción de las actividades y políticas en ma-
teria de derecho de acceso a la información pública, pro-
tección de datos personales, archivo, transparencia y aper-
tura parlamentaria de Congreso de la Unión y cada una de
sus Cámaras, se constituye la Comisión Bicamaral de Ac-
ceso a la Información, Protección de Datos Personales, Ar-
chivos y Parlamento Abierto.

2. La comisión estará integrada por un número igual de
diputados y senadores que representen la pluralidad parti-
dista en cada una de las Cámaras.

3. Sus integrantes serán electos por el Pleno de cada Cámara
a propuesta de la Junta de Coordinación Política correspon-
diente. En su caso, los legisladores de la Comisión represen-
tarán a sus grupos parlamentarios en ambas Cámaras.



4. La presidencia de la Comisión será rotativa y recaerá al-
ternadamente en un senador y un diputado durante un año de
ejercicio legislativo. La designación será realizada por la Jun-
ta de Coordinación Política de la Cámara correspondiente.

5. Al concluir su encargo el Presidente de la Comisión pre-
sentará a las Mesas Directivas de cada una de las Cámaras,
un informe público de actividades.

Artículo 147.

1. La Comisión Bicamaral tendrá las siguientes atribuciones:

I. Proponer a las respectivas Mesas Directivas de las Cá-
maras, mediante acuerdo de sus miembros, los linea-
mientos, políticas, mecanismos y/o propuestas de modi-
ficaciones a la normatividad interna en las siguientes
materias:

a) Derecho de acceso a la información pública;

b) Transparencia proactiva de la información;

c) Protección de datos personales;

d) Conservación y disposición archivística; y

e) Apertura parlamentaria;

II. Coadyuvar con las entidades responsables del Con-
greso General y al Interior de cada una de las Cámaras,
en la aplicación instrumentación y cumplimiento de las
obligaciones y atribuciones en las materias citadas en la
fracción anterior;

III. Vigilar, y en caso de incumplimiento, hacer las re-
comendaciones a las entidades del Congreso de la
Unión y de cada una de las Cámaras, para que se dé
cumplimiento a las obligaciones y atribuciones legales
de las materias citadas en la fracción I;

IV. Representar por medio de su Presidente, en coordi-
nación con las Mesas Directivas de cada una de las Cá-
maras, al Poder Legislativo Federal ante el Sistema Na-
cional de Transparencia y Acceso a la Información
Pública y Protección de Datos Personales;

V. Celebrar, con la aprobación de las Mesas Directivas
de cada una de las Cámaras, convenios de colaboración
con entidades del Poder Ejecutivo Federal, del Poder Ju-

dicial de la Federación, organismos constitucionalmen-
te autónomos, Entidades Federativas, Congresos Loca-
les y municipios, en tanto su objeto verse sobre las ma-
terias objeto de la Comisión;

VI. Celebrar, con aprobación de las Mesas Directivas
de cada una de las Cámaras, convenios de colabora-
ción con organizaciones y/o personas físicas o mora-
les de la sociedad civil para el mejor cumplimiento
de sus atribuciones;

VII. Analizar y presentar, a solicitud de alguno de sus
miembros y previa autorización de la Mesa Directiva de
la Cámara correspondiente, opinión a las comisiones
dictaminadoras de iniciativas presentadas y turnadas
que, total o parcialmente, incluyan disposiciones rela-
cionadas con las materias de la Comisión; la cual debe-
rá ser remitida oportunamente a los presidentes de di-
chas comisiones para que sean sometidas a
consideración de sus integrantes durante la elaboración
del dictamen correspondiente;

VIII. Las demás que le otorguen otras disposiciones 
legales.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Por única ocasión, la Comisión Bica-
maral de Acceso a la Información, Protección de Datos
Personales y Parlamento Abierto, deberá quedar constitui-
da, a más tardar, dentro de los quince días naturales si-
guientes a la entrada en vigor del presente Decreto. Será
presidida por él o la Diputada que designe la Junta de 
Coordinación Política de la Cámara de Diputados.

Notas

1 Alianza para el Gobierno Abierto, misión y objetivos, [en línea], Mé-
xico, dirección URL: 

http://gobabiertomx.org/mision-y-objetivos/, [consulta: 08/11/
2018]

2 Senado de la República, Declaración de Lanzamiento de la Alianza
para el Parlamento Abierto en México, [en línea], México, dirección
URL: 
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http://www.senado.gob.mx/comisiones/cogati/eventos/docs/Decla-
racion_220 914.pdf, [consulta: 08.11.2018].

Ciudad de México, a 2 de abril de 2019.—Diputadas: Laura Angélica
Rojas Hernández, Ana Lilia Herrera Anzaldo, Verónica Beatriz Juá-
rez Piña, Martha Tagle Martínez (rúbricas).»

Se turna a las Comisiones de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen, y a la Comi-
sión de Transparencia y Anticorrupción, para opinión.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

«Iniciativa que reforma el artículo 110 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, a cargo del diputado Juan Ángel
Bautista Bravo, del Grupo Parlamentario de Morena

El suscrito, diputado federal, en ejercicio de la facultad que
le confieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6, numeral 1,
fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a su consideración la presente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, en materia de regulación de reservas,
al tenor siguiente

Exposición de Motivos

La creación de la ley, requiere de varias etapas para proce-
sar la iniciativa hasta concretarla en un decreto.

Dentro de estas etapas se encuentra la de discusión y vota-
ción en lo particular. En ella, la asamblea conoce del dicta-
men de la comisión, la analiza y propone diversas modifi-
caciones a capítulos, secciones, artículos, fracciones,
incisos o párrafos, con la finalidad de perfeccionar el con-
tenido integral del conjunto normativo. Estos instrumentos,
reciben el nombre común de “reservas”.

La forma de procesar las reservas es la siguiente: son ex-
puestas por el proponente señalando específicamente el
texto en que se centra, el problema detectado y la propues-
ta de cambio en su redacción, acto seguido se pregunta a la
asamblea si se admite o no, en caso afirmativo se enlistan
oradores a favor y en contra hasta considerarlo suficiente-
mente discutido y se vota, en caso negativo, se sigue con-
siderando como objeto de la votación final el texto presen-
tado a la asamblea por la comisión.

Esta fórmula es una práctica añeja e inveterada tanto del
parlamento mexicano como de muchos otros que evita que
la asamblea demore demasiado en discusiones que la pro-
pia asamblea no considere trascendentes en la deliberación
del asunto, cuya primera posibilidad, es decir, que se ad-
mita y se discuta sí se encuentra plasmada en el reglamen-
to, pero cuya segunda posibilidad, es decir, que la asamblea
no la admite y permanezca el texto propuesto por la comi-
sión, no está considerada.

Si bien ya es parte de la práctica parlamentaria y nadie
objeta el procedimiento, lo correcto sería incorporarlo al
texto legal vigente, tanto más cuanto que el Reglamento
de la Cámara de Diputados, no hace mucho que se expi-
dió y se preció de incorporar las mejores prácticas parla-
mentarias. Con la incorporación de esta práctica en la ley,
se dará cabal legalidad a las actuaciones de la Mesa Di-
rectiva y del Pleno y se le reconocerá la validez de esta
importante etapa procesal.

Para lograr ello se propone una modificación a la frac-
ción II, del numeral 1 del artículo 110 misma que se con-
trasta a continuación con el artículo vigente en el si-
guiente comparativo: 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a su con-
sideración el siguiente proyecto de



Decreto que reforma el Reglamento de la Cámara de
Diputados en materia de regulación de reservas

Único: Se reforma la fracción II del numeral 1 del artículo
110 del Reglamento de la Cámara de Diputados, para que-
dar como sigue:

Reglamento de la Cámara de Diputados

Artículo 110. 

1. Las reservas se discutirán de la siguiente forma:

I. ...;

II. El Presidente consultará a la asamblea en vota-
ción económica si es de admitirse. En caso negativo
se procederá a abordar la siguiente reserva anun-
ciando que se mantiene el texto propuesto por la co-
misión. En caso positivo el Presidente formulará una
lista de oradores a favor y en contra, quienes podrán in-
tervenir hasta por cinco minutos cada uno;

III. a VII. ...

Transitorio

Único: El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Ciudad de México, a 12 de febrero de 2019.— Diputado Juan Ángel
Bautista Bravo (rubrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma los artículos 133 y 134 de la Ley
Federal del Trabajo, suscrita por las diputadas Julieta Ma-
cías Rábago y Maiella Martha Gabriela Gómez Maldona-
do, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Quienes suscriben, diputadas Julieta Macías Rábago y
Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, integrantes

del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y de los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someten a la consi-
deración de esta soberanía la iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman los artículos 133 y 134 de la
Ley Federal del Trabajo, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El 24 de octubre de 2012 fue presentado el Reporte sobre la
Discriminación en México, elaborado en forma conjunta
por el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación
(CONAPRED) y el Centro de Investigación y Docencia
Económicas (CIDE) en el cual se concluyó que durante la
década transcurrida del año 2002 al 2012, a pesar de los di-
versos esfuerzos y acciones emprendidas, fue imposible ge-
nerar avances para revertir el sistema de desigualdad de tra-
to y de distinción en el ejercicio de derechos y libertades en
México. Incluso, señaló Ricardo Bucio Mújica, entonces ti-
tular de CONAPRED, la dimensión y fuerza histórica, cul-
tural, social, económica y política que tiene la discrimina-
ción en nuestro país, se profundizó en el periodo referido.

Posteriormente, en 2018, se presentaron los resultados de
la Encuesta Nacional sobre Discriminación 2017, que de-
sarrollaron conjuntamente el Consejo Nacional para Preve-
nir la Discriminación (Conapred), el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía, la Comisión Nacional de Derechos
Humanos, la Universidad Nacional Autónoma de México y
el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. Dicho ins-
trumento arrojó como principales y alarmantes resultados
que una de cada cinco personas dijo haber sido discrimina-
da en el último año y que 23.3 por ciento de la población
señaló que en los últimos cinco años se le negó injustifica-
damente un derecho. 

Los datos reiterados en ambos instrumentos confirman que es
indispensable continuar reforzando las políticas públicas para
combatir y revertir los sistemas de desigualdad del trato que es-
tán tan arraigados en nuestra sociedad. 

Lo anterior resulta especialmente necesario en el caso de
grupos vulnerables, en quienes frecuentemente se concen-
tran dos o más condiciones que los vuelven víctimas de es-
ta discriminación sistémica, agravando en forma exponen-
cial su vulnerabilidad y limitaciones en el acceso a sus
derechos. 
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De acuerdo con datos de Censida se estima que, para diciem-
bre de 2017, 230 mil personas vivían con VIH/sida en nues-
tro país, en el cual la epidemia se encuentra concentrada a 5
poblaciones clave que juntas representan el 68 por ciento del
total, conforme a la siguiente proporción; hombres que tienen
sexo con hombres (17.3 por ciento), personas que se inyectan
drogas (5.8 por ciento), mujeres trabajadoras sexuales (0.7
por ciento), hombres trabajadores sexuales (24.1 por ciento),
así como mujeres trans (20 por ciento). 

Las personas que viven con VIH/sida son con frecuencia
víctimas de discriminación por prejuicios relacionados con
su salud, pues de acuerdo con la Encuesta Nacional Sobre
Discriminación 2017, el 36 por ciento de la población cree
que convivir con personas que viven con VIH/sida, “siem-
pre es un riesgo”.

Conapred informó que de un total de 301 casos de presun-
tos actos de discriminación hacia personas que viven con
VIH, investigados entre 2012 y 2018, en el 41 por ciento
de los casos las víctimas fueron discriminadas en el traba-
jo y en el 36 por ciento de los casos se vulneró su derecho
al empleo. 

Una de las formas en que las empresas y empleadores dis-
criminan y vulneran los derechos de las personas que viven
con VIH, consiste en forzarlos a practicarse pruebas de de-
tección del VIH, en ocasiones incluso sin su conocimiento,
durante los procesos de ingreso y promoción en el empleo,
así como utilizar dichos resultados para descartar a quienes
arrojen resultado positivo a la misma.

En la resolución por disposición 7/15 que Conapred emitió en
relación a uno de estos casos, se concluyó que realizar prue-
bas de detección de VIH como requisito para obtener un em-
pleo y utilizar el resultado de la misma como elemento en el
proceso de selección de ingreso al trabajo es violatorio del
derecho al trabajo y el derecho a la igualdad y no discrimina-
ción, ya que ello resulta en la negación o restricción del de-
recho al trabajo por una condición de salud que no repercute
en el desempeño laboral de una persona. 

Considerando que, en nuestro país, una alta proporción de
las personas que viven con VIH pertenecen también a gru-
pos históricamente estigmatizados, que los hace más pro-
pensos a enfrentar discriminación múltiple, es indispensa-
ble enfrentar esta problemática desde diferentes enfoques.

Por ello resulta indispensable que, de forma paralela a las
políticas públicas educativas y de salud relacionadas con el

VIH, también se establezcan derechos y obligaciones ex-
plícitos en la legislación laboral que coadyuven a garanti-
zar el ejercicio de los derechos por parte de las personas
que viven con VIH.

Por lo anteriormente expuesto, en nombre del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano, nos permitimos so-
meter a consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforman los artículos 133 y 134 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 133. […]

I. a XIII. […]

XIV. Exigir la presentación de certificados médicos de
no embarazo y/o la realización de pruebas de detec-
ción del VIH, para el ingreso, permanencia o ascenso
en el empleo;

XV. y XVI. […]

Artículo 134. […]

I. a IX. […]

X. Someterse a los reconocimientos médicos previstos
en el reglamento interior y demás normas vigentes en la
empresa o establecimiento, para comprobar que no pa-
decen alguna incapacidad o enfermedad de trabajo, con-
tagiosa o incurable, con excepción de las pruebas de
detección del VIH;

XI. a XIII. […]

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 14 de febrero de
2019.— Diputada Julieta Macías Rábago (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.



LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES 
Y RADIODIFUSIÓN

«Iniciativa que reforma el artículo 89 de la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión, suscrita por la dipu-
tada María de los Ángeles Ayala Díaz e integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

Los suscritos, María de los Ángeles Ayala Díaz, y las y los
diputados del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional correspondiente a la LXIV Legislatura del Congre-
so de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como por lo dispuesto en
los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, sometemos a conside-
ración de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se modifica el artículo 89 de la Ley
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, con base
en la siguiente

Exposición de Motivos

En los últimos tiempos la comunicación se ha convertido
en parte vital para el quehacer de la vida cotidiana y las te-
lecomunicaciones juegan un papel fundamental para el de-
sarrollo social y económico de la civilización, se desplie-
gan a pasos agigantados y ganan terreno día con día de
manera sorprendente.

El derecho a la información está plasmado en nuestra car-
ta magna, en el Artículo 6° que a la letra señala en sus pá-
rrafos segundo y tercero:

…

“Toda persona tiene derecho al libre acceso a informa-
ción plural y oportuna, así como a buscar, recibir y di-
fundir información e ideas de toda índole por cualquier
medio de expresión”.

“El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecno-
logías de la información y comunicación, así como a los
servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, inclui-
do el de banda ancha e internet. Para tales efectos, el Es-
tado establecerá condiciones de competencia efectiva en
la prestación de dichos servicios”

Sin lugar a dudas, la radio ha sido el medio de comunica-
ción más incluyente de todos los tiempos. Su bajo costo no

solo le permite llegar a las zonas más alejadas sino hacer
partícipes del debate democrático a todas las personas sin
considerar su nivel socioeconómico o educativo.

Así lo vio la Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco) que en 2013
proclamó el Día Mundial de la Radio con el propósito de
reconocer su importancia cada 13 de febrero.1

Los medios comunitarios, incluidas las radios, suelen defi-
nirse como “entidades privadas con objetivos públicos”, de
acuerdo con los Principios para una legislación democráti-
ca de la radiodifusión comunitaria de la Asociación Mun-
dial de Radios Comunitarias (Amarc). 

La finalidad de las concesiones del uso social es interac-
tuar con la sociedad brindando información y esparci-
miento con transmisiones culturales, de ciencia, noticias,
educación, información oportuna en contingencias o si-
tuaciones complejas entre otras y lo más importante, sin
fines de lucro.

Su principal característica es la participación de la comuni-
dad, tanto en su propiedad como en su programación, di-
rección, operación, financiación y evaluación. Son medios
independientes y sin vinculación gubernamental que no de-
penden o son parte de ningún partido político o empresas
privadas, señala Amarc.

Sabemos que una sociedad informada significa una socie-
dad participativa, y una sociedad participativa conlleva el
establecimiento de una verdadera democracia. El acceso a
los medios de comunicación y el ejercicio efectivo de la li-
bertad de pensamiento y expresión es un elemento esencial
para la existencia de un Estado democrático.

En este contexto, “las radios comunitarias y ciudadanas
son espacios de recomposición del tejido social, son luga-
res de representación de diferentes identidades culturales y
de construcción de la democracia, pues ejercer ciudadanía
es dejar de ser neutrales”.2

Para algunas zonas del país la radio comunitaria es de vital
importancia, puesto que en muchas ocasiones es el único
medio de comunicación con el que cuentan los habitantes
de poblaciones alejadas de las ciudades o centros urbanos
o para aquellos que viven en las sierras, la comunicación
muchas veces es inalcanzable por su ubicación geográfica
o por el lenguaje en zonas indígenas.
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Hablando de la importancia de las radios comunitarias en
pueblos indígenas, podemos destacar que, según el Sistema
de Información Cultural,3 en México existen 67 pueblos
indígenas con una población aproximada de 12 mil habi-
tantes en distintas regiones del país, que representan cerca
del 10% de la población total del territorio nacional. 

Una muestra de ello, son las estaciones de radio que cuen-
tan con concesión de Uso Social Comunitaria que pertene-
cen a la Organización de Radios Comunitarias de Occiden-
te A.C.4

(Actualización 29 de agosto 2018).

Como se puede observar en la tabla, la población benefi-
ciada es una cantidad importante y los servicios de las con-
cesiones sociales, comunitarias e indígenas son esenciales
para el desarrollo de las zonas marginadas, puesto es el
medio de comunicación que difunde información oportuna,
aspectos relativos a lo acontecido en sus localidades, así
como lo que sucede al país.

Por su parte, la problemática que viven las radios comuni-
tarias es la falta de financiamiento para operación, porque
tienen prohibido obtener recursos de la venta de publicidad
comercial, están restringidas para obtener recursos propios.
Los concesionarios sociales, comunitarios e indígenas se
enfrentan a que sólo pueden obtener recursos por la venta

de publicidad a los entes públicos federales, los cuales “de-
berían” destinar el 1% del monto recaudado para servicios
de comunicación social. 

Como se ha mencionado, las comunitarias no pueden co-
mercializar y no pueden tener ningún patrocinio, pero sí
tienen derecho al 1% del gasto en comunicación, un mon-
to que no se ha logrado concretar en su totalidad y que, aun
así, resulta insuficiente, a pesar de ser la fuente de finan-
ciamiento que la ley establece. 

A pesar de todo lo anterior, las concesiones sociales, co-
munitarias e indígenas tienen que cumplir con el regla-
mento para adquisición que se basan en normas claras en
cuanto a difusión e impacto social en su radio de alcance
de acuerdo a su frecuencia escalando las barreras la buro-
cráticas, económicas y operativas.

En el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 2019
el presupuesto para comunicación social oscila entre los 4
mil millones de pesos, de acuerdo con el Artículo 14 en su
fracción X señala:

Artículo 14. …

X. Los Poderes Legislativo y Judicial, los entes autóno-
mos, así como las dependencias y entidades, que cuen-
ten con recursos en este Presupuesto de Egresos para
Comunicación Social, deben elaborar sus respectivos
Programas Anuales de Comunicación Social, de confor-
midad y en los términos de la legislación aplicable.

Es prudente también hacer mención de lo que establece el
artículo 89, fracción VII de la Ley Federal de Telecomuni-
caciones y Radiodifusión: 

Artículo 89. Los concesionarios de uso social, acorde
con sus fines, podrán obtener ingresos de las siguientes
fuentes:

I a VI. ...

VII. Venta de publicidad a los entes públicos federales,
los cuales destinarán el uno por ciento del monto para
servicios de comunicación social y publicidad autoriza-
do en sus respectivos presupuestos al conjunto de con-
cesiones de uso social comunitarias e indígenas del
país, el cual se distribuirá de forma equitativa entre
las concesiones existentes. Las Entidades Federativas
y Municipios podrán autorizar hasta el uno por cien-



to para dicho fin de conformidad con sus respectivos
presupuestos.

Lo dispuesto en esta fracción sólo será aplicable para las
concesiones de uso social comunitarias e indígenas.

Por lo antes expuesto sometemos a consideración lo 
siguiente: 

En torno a esta problemática, el objetivo de esta iniciativa
es dotar de recursos suficientes a los concesionarios que
cumplen con todas las normativas establecidas por la ley
para la difusión de información, educación y cultura, que
subsistan en un ambiente de competencia con mayores re-
cursos, que les permitan fortalecer sus instalaciones, equi-
pos, tecnologías y alcances, apoyando a los concesionarios
que cumplen una tarea importante en zonas de difícil acce-
so “sin fines de lucro”.

Por lo expuesto y en ejercicio de las facultades conferidas
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
metemos a consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma el párrafo primero, frac-
ción VII, del artículo 89 de la Ley Federal de Teleco-
municaciones y Radiodifusión

Único. Se reforma el párrafo primero, fracción VII, del ar-
tículo 89 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Ra-
diodifusión, para quedar como sigue:

Artículo 89. Los concesionarios de uso social, acorde con
sus fines, podrán obtener ingresos de las siguientes fuentes:

I. al VI. …

VII. Venta de publicidad a los entes públicos federales,
los cuales destinarán obligatoriamente el dos por cien-
to del monto para servicios de comunicación social y
publicidad autorizado en sus respectivos presupuestos al
conjunto de concesiones de uso social comunitarias e
indígenas del país, el cual se distribuirá de forma equi-
tativa entre las concesiones existentes. Las Entidades
Federativas y Municipios podrán autorizar hasta el dos
por ciento para dicho fin de conformidad con sus res-
pectivos presupuestos.

Notas

1 https://knightcenter.utexas.edu/es/blog/00-16679-radios-comunita-
rias-en-america-latina-luchando-por-ser-reconocidas 

3 Villamayor, Claudia y Ernesto Lamas. Gestión de la radio comunita-
ria y ciudadana. FES/Amarc. Quito, Ecuador. 1998. Citado en: Geerts,
Andrés y Víctor Van Oeyen. La radio popular frente al nuevo siglo: es-
tudio de vigencia e incidencia. ALER. Quito, Ecuador. 2001. p. 38. 

3 https://sic.cultura.gob.mx/index.php?table=grupo_etnico 

4 http://orcmexico.com.mx/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, con sede de la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión, el 14 de mes de febrero de
2019.— Diputada María de los Ángeles Ayala Díaz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Radio y Televisión, para 
dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que adiciona el artículo 6 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la
diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Par-
lamentario de Morena

La suscrita, Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, con fundamento en lo esta-
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blecido en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, fraccio-
nes I y IV, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados; y demás relativos y aplicables, somete a
consideración esta asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, por el que se adiciona la fracción XV al
artículo 6 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Hay dos razones fundamentales para crear la presente ini-
ciativa: en primer lugar, reconocer los derechos de uno de
los grupos más vulnerados de la nación, el formado por
niños, niñas y adolescentes, debido a que día con día son
menoscabados su derechos humanos, incluso ante la tute-
la del Estado, como es el derecho a ser escuchado en los
asuntos que le afecten; y en segundo, sus manifestaciones
vertidas en juicio se tomen a consideración del tribunal
que conozca del asunto, siendo estos derechos elementa-
les para que se logre una verdadera garantía del acceso a
la justicia, como se prevé en los artículos 171 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 102 de
la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 8.13

de la Convención Americana sobre los Derechos Huma-
nos y 144 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos, entre otros, toda vez que, como ha manifestado
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no se debe im-
pedir el acceso a la justicia a persona alguna, como esta-
blece en la siguiente jurisprudencia:

Época: Décima.
Registro: 2015591.
Instancia: Primera Sala.
Tipo de tesis: Jurisprudencia.
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 48, noviembre de 2017, tomo I.
Materia: Constitucional.
Tesis: 1a./J. 103/2017 (10a.).
Página 151.

Derecho de acceso efectivo a la justicia. Etapas y de-
rechos que le corresponden.

De los artículos 14, 17 y 20, Apartados B y C, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 8 de
la Convención Americana sobre Derechos Humanos de-
riva el derecho de acceso efectivo a la justicia, el cual
comprende, en adición a determinados factores socioeco-
nómicos y políticos, el derecho a una tutela jurisdiccional

efectiva y los mecanismos de tutela no jurisdiccional que
también deben ser efectivos y estar fundamentados cons-
titucional y legalmente. Ahora bien, en la jurisprudencia
1a./J. 42/2007, de rubro “Garantía a la tutela jurisdiccio-
nal prevista en el artículo 17 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos. Sus alcances”. La Pri-
mera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción definió el acceso a la tutela jurisdiccional como el
derecho público subjetivo que toda persona tiene,
dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, pa-
ra acceder de manera expedita a tribunales indepen-
dientes e imparciales, a plantear una pretensión o a
defenderse de ella, con el fin de que, a través de un
proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se
decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se
ejecute tal decisión; de ahí que este derecho comprenda
tres etapas, a las que corresponden tres derechos: (i) una
previa al juicio, a la que le corresponde el derecho de ac-
ceso a la jurisdicción, que parte del derecho de acción co-
mo una especie del de petición dirigido a las autoridades
jurisdiccionales y que motiva un pronunciamiento por su
parte; (ii) una judicial, que va desde el inicio del procedi-
miento hasta la última actuación y a la que concierne el
derecho al debido proceso; y, (iii) una posterior al juicio,
identificada con la eficacia de las resoluciones emitidas.
Ahora, los derechos mencionados alcanzan no solamente
a los procedimientos ventilados ante Jueces y tribunales
del Poder Judicial, sino también a todos aquellos segui-
dos ante autoridades que, al pronunciarse sobre la deter-
minación de derechos y obligaciones, realicen funciones
materialmente jurisdiccionales.

Asimismo, son acordes los pronunciamientos realizados
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, como
es en el siguiente caso:

Caso Atala Riffo y Niñas vs. Chile

Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 24 de fe-
brero de 2012.

198. Con el fin de determinar los alcances de los térmi-
nos descritos en el artículo 12 de dicha Convención, el
Comité realizó una serie de especificaciones, a saber: i)
“no puede partirse] de la premisa de que un niño es in-
capaz de expresar sus propias opiniones”; ii) “el niño no
debe tener necesariamente un conocimiento exhaustivo
de todos los aspectos del asunto que lo afecta, sino una
comprensión suficiente para ser capaz de formarse ade-
cuadamente un juicio propio sobre el asunto” ; iii) el ni-



ño puede expresar sus opiniones sin presión y puede es-
coger si quiere o no ejercer su derecho a ser escuchado;
iv) “la realización del derecho del niño a expresar sus
opiniones exige que los responsables de escuchar al ni-
ño y los padres o tutores informen al niño de los asun-
tos, las opciones y las posibles decisiones que pueden
adoptarse e y sus consecuencias”; v) “la capacidad del
niño … debe ser evaluada para tener debidamente en
cuenta sus opiniones o para comunicar al niño la in-
fluencia que han tenido esas opiniones en el resultado
del proceso” 109, y vi) “niveles de comprensión de los
niños no van ligados de manera uniforme a su edad bio-
lógica”, por lo que la madurez de los niños o niñas debe
medirse a partir de “la capacidad … para expresar sus
opiniones sobre las cuestiones de forma razonable e 
independiente

Derivado de lo anterior se aprecia que tanto el máximo tri-
bunal constitucional como el máximo tribunal interameri-
cano han sostenido la garantía del acceso a la justicia para
todas las personas; asimismo, relacionando esto con los
principios de progresividad, consagrados en el artículo 1o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, con el interés superior del menor y la garantía de ac-
ceso a la justicia, reconocidos y consagrados en los artícu-
los 4o. y 17 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, se aprecia que más que ser necesario,
es vital que los niños, niñas y adolescentes se les oiga en
juicio y se les tome en cuenta su opinión, todo esto de ma-
nera obligatoria, con el fin de lograr una protección más
amplia a sus derechos humanos, tal y como lo establece la
siguiente jurisprudencia emitida por nuestra Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación:

Época: Décima.
Registro: 2012592.
Instancia: Pleno.
Tipo de tesis: Jurisprudencia.
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 34, septiembre de 2016, tomo I.
Materia: Constitucional.
Tesis: P./J. 7/2016 (10a.).
Página 10.

Interés superior de los menores de edad. Necesidad
de un escrutinio estricto cuando se afecten sus 
intereses.

El interés superior de los niños, niñas y adolescentes im-
plica que el desarrollo de éstos y el ejercicio pleno de

sus derechos deben ser considerados como criterios rec-
tores para la elaboración de normas y la aplicación de
éstas en todos los órdenes relativos a su vida. Así, todas
las autoridades deben asegurar y garantizar que en todos
los asuntos, decisiones y políticas públicas en las que se
les involucre, todos los niños, niñas y adolescentes ten-
gan el disfrute y goce de todos sus derechos humanos,
especialmente de aquellos que permiten su óptimo de-
sarrollo, esto es, los que aseguran la satisfacción de sus
necesidades básicas como alimentación, vivienda, salud
física y emocional, el vivir en familia con lazos afecti-
vos, la educación y el sano esparcimiento, elementos
–todos– esenciales para su desarrollo integral. En ese
sentido, el principio del interés superior del menor
de edad implica que la protección de sus derechos
debe realizarse por parte de las autoridades a través
de medidas reforzadas o agravadas en todos los ám-
bitos que estén relacionados directa o indirectamen-
te con los niños, niñas y adolescentes, ya que sus in-
tereses deben protegerse siempre con mayor
intensidad. En esa lógica, cuando los juzgadores tienen
que analizar la constitucionalidad de normas, o bien,
aplicarlas, y éstas inciden sobre los derechos de los ni-
ños, niñas y adolescentes, es necesario realizar un es-
crutinio más estricto en relación con la necesidad y pro-
porcionalidad de la medida de modo que se permita
vislumbrar los grados de afectación a los intereses de los
menores y la forma en que deben armonizarse para que
dicha medida sea una herramienta útil para garantizar el
bienestar integral del menor en todo momento.

Por todo lo anterior, entendiendo los lineamientos que de-
ben tener a consideración todas las autoridades, específica-
mente, a nosotros, el Poder Legislativo, nos debemos poner
en marcha para proteger, promover, respetar y garantizar
los derechos de todas las personas, tal y como lo establece
el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y sobretodo, tratándose de los derechos
humanos de los niños, las niñas y los adolescentes, se de-
ben prever en el corpus iuris los elementos necesarios pa-
ra que se respete y prevalezca una justicia igualitaria para
todas las personas que se encuentran dentro de territorio
nacional,5 y no sólo para los adultos.

Sin embargo, dichos intentos por hacer que se respeten los
derechos de las niñas, niños y adolescentes, no han sido su-
ficientes porque en la vigente Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, expedida el 4 de diciem-
bre de 2014,6 en el artículo 6, no se encuentra uno de los
principios fundamentales para los menores de edad, dicho
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principio es denominado derecho a opinar y que se tomen
a consideración sus opiniones, en todo procedimiento judi-
cial o administrativo que le afecte, ya sea directamente o
por medio de un representante.

Dicho derecho se encuentra previsto en la Convención so-
bre los Derechos del Niño, en el artículo 12, que me per-
mito citar a continuación para mejor comprensión:

Artículo 12

1. Los Estados parte garantizarán al niño que esté en
condiciones de formarse un juicio propio el derecho
de expresar su opinión libremente en todos los asun-
tos que afectan al niño, teniéndose debidamente en
cuenta las opiniones del niño, en función de la edad
y madurez del niño.

2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportuni-
dad de ser escuchado en todo procedimiento judicial
o administrativo que afecte al niño, ya sea directa-
mente o por medio de un representante o de un órgano
apropiado, en consonancia con las normas de procedi-
miento de la ley nacional.

Las determinaciones al momento de tomarse por los im-
partidores de justicia deben considerar las características
específicas, estructurales (es decir, obedecen a la etapa de
desarrollo en que se encuentran), que son muy distintas de
las de los adultos.7 Si estas características no repercutieran
en la forma en que un niño o un adolescente participa en un
proceso judicial serían irrelevantes, sin embargo, lo que
ocurre es que sí impactan, y de manera determinante, en
cómo participa, en la forma en la que rinde su testimonio,
en cómo lo procesa, en cómo saca conclusiones, etcétera.

No considerar estas características y no hacer los ajustes
que corresponda en virtud de ellas no sólo impide que la
participación de la infancia sea idónea, sino que además
genera una victimización secundaria a la sufrida y por la
cual se encuentra en un juzgado. Además, la participación
no adecuada de una persona menor de edad no aporta los
mismos elementos ni informaciones al juzgador que cuan-
do ésta sí lo es.

Que estas características de la infancia impacten en la vi-
gencia de sus derechos de acceso a la justica y de partici-
par en los asuntos que les competen y repercutan en el pro-
cedimiento judicial plantea la necesidad de brindarle un
trato diferenciado.

También debe considerarse que, si las niñas, niños y ado-
lescentes no son personas iguales a los adultos, en relación
a su desarrollo cognitivo, emocional y moral, darles el mis-
mo trato en un procedimiento judicial supone colocarlos en
una situación desigual en el ejercicio de sus derechos de
acceso a la justicia o de participar. De esta forma, una aten-
ción especializada a los niños y adolescentes es también
una condición para garantizar condiciones de igualdad en
el acceso a sus derechos.

Ya que de caso contrario se estarían vulnerando los dere-
chos de las niñas, niños y adolescentes que se encentran
dentro de nuestro territorio nacional, siendo necesario que
se prevea en la normatividad aplicable de nuestro país los
elementos necesarios que se respete y prevalezca una justi-
cia igualitaria para todas las personas que se encuentran
dentro de territorio nacional,8 y no sólo para los adultos, ya
que el que se escuche a las niñas, niños y adolescentes, de-
be de ser considerado como un fin en sí mismo, sino como
un medio para el Estado, para que las medidas que se adop-
ten a favor de los menores estén más orientadas a la pues-
ta en práctica de sus derechos, respetando siempre la vo-
luntad de los menores de participar o no en el proceso, tal
y como lo prevé el siguiente criterio jurisprudencial:

Época: Décima.
Registro: 2017054.
Instancia: Primera Sala.
Tipo de tesis: Aislada.
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.
Publicación: Viernes 1 de junio de 2018, 10:07 horas.
Materias: Constitucional, civil.
Tesis: 1a. XLVIII/2018 (10a.).

Derecho de los niños y niñas a expresar su opinión.
Aspectos que deben tomarse en cuenta y ponderar
por parte de las y los juzgadores.

Esta sala ha expresado que los jueces y juezas deben ser
cuidadosos al valorar tanto la opinión de los niños y ni-
ñas, como el resto del material probatorio en los asuntos
que dirimen aspectos que afectan sus derechos. Así
pues, al ponderar la opinión de un niño o niña, el juzga-
dor debe tomar en cuenta que los procesos sobre pro-
tección de menores son extraordinariamente flexibles;
aspecto que de suyo no implica que el interés superior
de la infancia sea un principio dispositivo, sino que pre-
cisamente el juez o jueza cuenta con un margen amplio
para poder tutelar los derechos de los niños y niñas. En
consecuencia, debe considerarse que las circunstancias



familiares son siempre cambiantes y que la valoración
debe llevar a analizar si lo expresado por los menores
responde a una voluntad real de cambiar de progenitor
custodio y no a la manipulación de uno de ellos deriva-
da del propio conflicto post matrimonial. Por ello debe
analizarse en conjunto tanto lo expresado por el menor,
como las demás circunstancias que se presenten, con-
textualizando siempre el dicho de la niña o niño; esto es,
la opinión del niño o niña no puede tomarse simple-
mente como un hecho aislado. La finalidad perseguida
es que la opinión manifestada, contrastada con las prue-
bas practicadas y, en su caso, con el dictamen de espe-
cialistas, sirva al juez para reforzar su convicción sobre
la medida a adoptar.

De esta forma, el derecho de las y los niños y adolescentes
a participar en un procedimiento judicial trae consigo la ne-
cesidad de impulsar algunas adecuaciones procesales, las
cuales deberán ser impulsadas tanto antes de que éste ini-
cie como durante el desarrollo del mismo.

Por lo expuesto someto a consideración de esta asamblea el
siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona la fracción XV al artícu-
lo 6 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes

Único. Se adiciona la fracción XV al artículo 6 de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
para quedar como sigue:

Artículo 6. Para efectos del artículo 2 de esta ley son prin-
cipios rectores los siguientes:

I. a XIV. …

XV. Derecho a ser oído en juicio o proceso adminis-
trativo, o cualquier análogo en el que se vea inmerso
una niña, niño y adolescente, ya sea directamente o
por medio de un representante y a que sean tomadas
a consideración sus determinaciones por el juzgador.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Notas

1 Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni
ejercer violencia para reclamar su derecho.

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tri-
bunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y tér-
minos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera
pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando,
en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.

2 Artículo 10. Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igual-
dad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente
e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para
el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal.

3 8.1. Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías
y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente in-
dependiente e imparcial establecido con anterioridad por la ley, en la
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o pa-
ra la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, la-
boral, fiscal o de cualquier otro carácter.

4 Artículo 14.1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y
cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamen-
te y con las debidas garantías por un tribunal competente, indepen-
diente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cual-
quier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la
determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil.

5 Véase el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

6 Véase en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA_200618.
pdf

7 Protocolo de actuación para quienes imparten justicia en casos que

involucren a niñas, niños y adolescentes, Suprema Corte de Justicia de
la Nación, página 11.

8 Véase el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de febrero de 2019.— Dipu-
tada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.
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LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma los artículos 13 y 46 de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a
cargo de la diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del
Grupo Parlamentario de Morena

La diputada federal Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano sus-
crita, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo establecido en los artículos 71,fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; los artículos 6, fracciones I y IV, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, y demás relativos y
aplicables, somete a consideración esta asamblea la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma la fracción VIII del artículo 13 y el artículo 46, to-
dos de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Uno de los grupos más vulnerables dentro de nuestra socie-
dad, son los niños, niñas y adolescentes, debido a que todas
las personas pertenecientes a éste grupo aún no cuentan con
la capacidad jurídica y mental necesaria para saber y com-
prender todos los actos realizados por ellos, así como sus
consecuencias, es por esto que considero urgente someter és-
ta iniciativa a este H. Congreso de la Unión, ya que es me-
nester proteger todos sus derechos humanos de los niños, ni-
ñas y adolescentes. Como bien se sabe, el presente texto legal
desde hace tiempo reconoce varios derechos humanos de los
niños, niñas y adolescentes, entre ellos: la vida, la salud, la in-
tegridad personal, etcétera, pero considero pertinente también
reconocer en éste texto que se debe de garantizar su integri-
dad emocional, con el fin de realizar la protección más am-
plia posible para éste grupo vulnerable y, así poder garantizar
que los niños, niñas y adolescentes de nuestra sociedad se
desarrollen sin perjuicios en su integridad física y emocional.
La presente iniciativa, es acorde a la jurisprudencia emitida
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual señala
lo siguiente:

Época: Décima Época 
Registro: 2012592 
Instancia: Pleno 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 34, septiembre de 2016, Tomo I 

Materia(s): Constitucional 
Tesis: P./J. 7/2016 (10a.) 
Página: 10 

Interés superior de los menores de edad. Necesidad de
un escrutinio estricto cuando se afecten sus intereses.

El interés superior de los niños, niñas y adolescentes
implica que el desarrollo de éstos y el ejercicio pleno
de sus derechos deben ser considerados como crite-
rios rectores para la elaboración de normas y la apli-
cación de éstas en todos los órdenes relativos a su vi-
da. Así, todas las autoridades deben asegurar y
garantizar que en todos los asuntos, decisiones y po-
líticas públicas en las que se les involucre, todos los
niños, niñas y adolescentes tengan el disfrute y goce
de todos sus derechos humanos, especialmente de
aquellos que permiten su óptimo desarrollo, esto es,
los que aseguran la satisfacción de sus necesidades
básicas como alimentación, vivienda, salud física y
emocional, el vivir en familia con lazos afectivos, la
educación y el sano esparcimiento, elementos -todos-
esenciales para su desarrollo integral. En ese sentido,
el principio del interés superior del menor de edad
implica que la protección de sus derechos debe reali-
zarse por parte de las autoridades a través de medi-
das reforzadas o agravadas en todos los ámbitos que
estén relacionados directa o indirectamente con los
niños, niñas y adolescentes, ya que sus intereses de-
ben protegerse siempre con una mayor intensidad.
En esa lógica, cuando los juzgadores tienen que ana-
lizar la constitucionalidad de normas, o bien, apli-
carlas, y éstas inciden sobre los derechos de los niños,
niñas y adolescentes, es necesario realizar un escru-
tinio más estricto en relación con la necesidad y pro-
porcionalidad de la medida de modo que se permita
vislumbrar los grados de afectación a los intereses
de los menores y la forma en que deben armoni-
zarse para que dicha medida sea una herramienta
útil para garantizar el bienestar integral del menor
en todo momento.

Asimismo, no pasa desapercibido nuestro deber de pro-
teger, promover, garantizar y respetar los derechos hu-
manos de toda persona de conformidad con los artículos
1, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 1 y 2 de la Convención Americana de los Dere-
chos Humanos, nosotros como Poder del Estado Mexica-
no, tenemos el deber de respetar la Constitución, y los
tratados internacionales que de ella emanen, tal y como



lo señala la siguiente sentencia de la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos:

Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras.

Sentencia de 29 de julio de 1988.

166. La segunda obligación de los Estados Partes es
la de “garantizar” el libre y pleno ejercicio de los de-
rechos reconocidos en la Convención a toda persona
sujeta a su jurisdicción. Esta obligación implica el
deber de los Estados Partes de organizar todo el apa-
rato gubernamental y, en general, todas las estructu-
ras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del
poder público, de manera tal que sean capaces de
asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de
los derechos humanos. Como consecuencia de esta
obligación los Estados deben prevenir, investigar y
sancionar toda violación de los derechos reconocidos
por la Convención y procurar, además, el restableci-
miento, si es posible, del derecho conculcado y, en su
caso, la reparación de los daños producidos por la
violación de los derechos humanos. 

167. La obligación de garantizar el libre y pleno ejer-
cicio de los derechos humanos no se agota con la exis-
tencia de un orden normativo dirigido a hacer posi-
ble el cumplimiento de esta obligación, sino que
comparta la necesidad de una conducta guberna-
mental que asegure la existencia, en la realidad, de
una eficaz garantía del libre y pleno ejercicio de los
derechos humanos.

En relación con lo anterior, es menester enfatizar en la obli-
gatoriedad de respetar todos los derechos humanos recono-
cidos en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y en los tratados internacionales en materia de
derechos humanos, que de ella emanen, de los cuales al ca-
so concreto son aplicables los siguientes: a) Convención
sobre los Derechos del Niño; b) Convención Interame-
ricana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violen-
cia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará); c)
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer (Asamblea General
de las Naciones Unidas, 1979); d) Declaración sobre la
Eliminación de la Violencia contra la Mujer, sobretodo,
tratándose de los derechos humanos de los niños, niñas
y adolescentes; e) Convención Americana de Derechos
Humanos; entre otros… ya que por tratarse de un grupo

vulnerable, tanto los Organismos Internacionales en mate-
ria de Derechos Humanos, como el Estado Mexicano, ha-
cen especial énfasis en proteger el interés superior de la ni-
ñez, el cual se puede entender como aquel principio
constitucional que abarca varios derechos humanos, tal y
como son: a) dignidad humana; b) derecho a la familia;
c) derecho a la identidad; d) derecho a la integridad fí-
sica; entre otros…motivo por el cual, este honorable Con-
greso de la Unión, tiene la una gran responsabilidad en sus
manos, ya que tenemos la obligación nacional e interna-
cional de proteger todos los derechos de los niños, niñas y
adolescentes, para que así se puedan desarrollar plenamen-
te tanto en el aspecto físico, como en el aspecto emocional,
para que una vez llegando a la etapa adulta puedan desem-
peñarse como ciudadanos confiables, productivos y felices.

En virtud de lo aquí expuesto someto a consideración de
esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción VIII del ar-
tículo 13 y 46 de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes

Único. Se reforma la fracción VIII del artículo 13 y el ar-
tículo 46 todos de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes.

Artículo13. Para efectos de la presente Ley son derechos
de niñas, niños y adolescentes, de manera enunciativa más
no limitativa, los siguientes:

…

I. a VII. …

VIII. Derecho a una vida libre de violencia, a la integri-
dad personal y psicoemocional. 

Artículo 46. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
vivir una vida libre de toda forma de violencia y a que se
resguarde su integridad personal y psicoemocional, a fin
de lograr las mejores condiciones de bienestar y el libre de-
sarrollo de su personalidad.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 14 días de febrero de 2019.—
Diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 7 y 116 de
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, a cargo de la diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Se-
rrano, del Grupo Parlamentario de Morena

La diputada federal Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano,
suscrita e integrante del Grupo Parlamentario de Morena
en la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo establecido en los artículos 71,fracción
II y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y en los artículos 6, fracción I y IV, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados y demás re-
lativos y aplicables, somete a consideración esta asam-
blea la presente iniciativa con proyecto de decreto, por el
que se adiciona un segundo párrafo al artículo 7 y se re-
forma la fracción IV del artículo 116 todos de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niñas y Adolescentes, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Cuando asumí mi cargo como diputada federal, desarro-
llando mis actividades legislativas me he encontrado con
muchas situaciones que potencializan la discriminación a
diversos grupos vulnerables, pero en esta ocasión me enfo-
care en las “víctimas invisibles” denominas así por la po-
blación debido a que por encontrarse dentro de los centros
penitenciarios se ven vulnerados muchos de sus derechos,
dejándose de lado obligatoriedad del Estado Mexicano de
promover, proteger, respetar y garantizar los derechos hu-
manos de todas las personas reconocidos en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de los
tratados internacionales en materia de derechos humanos
que de ellos emanen.

Es por lo anterior, que recurro al artículo 1o. de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta dis-
posición constitucional nos permite aludir a uno de los ins-

trumentos internacionales más importantes que ha signado
el Estado mexicano, el cual, a su vez, es uno de los instru-
mentos más respaldado por las naciones en todo el mundo.
Este es el caso de la Convención sobre los Derechos del
Niño, instrumento “. . . aprobado por la Asamblea General
de las Naciones Unidas que: 

“. . . obliga a los estados que lo han ratificado a res-
petar, proteger y garantizar el ejercicio de los dere-
chos civiles y políticos, económicos, sociales y cultu-
rales de todas las personas menores de 18 años de
edad, independientemente de su lugar de nacimien-
to, sexo, religión, etnia, clase social, condición fami-
liar, entre otros.” El Estado mexicano ratificó este ins-
trumento internacional el 21 de septiembre de 1990, por
lo mismo “quedó obligado a adoptar todas las medi-
das administrativas, legislativas y de cualquier otra
índole para dar efectividad a los derechos reconoci-
dos en ella a favor de todos los niños, niñas y adoles-
centes del país.”

Para los efectos motivo de la presente iniciativa, es me-
nester aludir aquello que el instrumento internacional an-
tes mencionado señala en cuanto a la protección de los
derechos de niños y adolescentes bajo situación especial,
y que se relaciona con el propósito de la presente inicia-
tiva. En este tenor, citamos lo que la Convención esta-
blece en su artículo 9:

1. “Los Estados parte velarán por que el niño no sea
separado de sus padres contra la voluntad de éstos,
excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las
autoridades competentes determinen, de conformi-
dad con la ley y los procedimientos aplicables, que
tal separación es necesaria en el interés superior del
niño. Tal determinación puede ser necesaria en ca-
sos particulares, por ejemplo, en los casos en que el
niño sea objeto de maltrato o descuido por parte de
sus padres o cuando éstos viven separados y debe
adoptarse una decisión acerca del lugar de residen-
cia del niño.

2. En cualquier procedimiento entablado de confor-
midad con el párrafo 1 del presente artículo, se ofre-
cerá a todas las partes interesadas la oportunidad de
participar en él y de dar a conocer sus opiniones.

3. Los Estados parte respetarán el derecho del niño que
esté separado de uno o de ambos padres a mantener re-
laciones personales y contacto directo con ambos padres



de modo regular, salvo si ello es contrario al interés su-
perior del niño.

4. Cuando esa separación sea resultado de una medida
adoptada por un Estado parte, como la detención, el en-
carcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte (in-
cluido el fallecimiento debido a cualquier causa mien-
tras la persona esté bajo la custodia del Estado) de uno
de los padres del niño, o de ambos, o del niño, el Es-
tado parte proporcionará, cuando se le pida, a los
padres, al niño o, si procede, a otro familiar, infor-
mación básica acerca del paradero del familiar o fa-
miliares ausentes, a no ser que ello resultase perjudi-
cial para el bienestar del niño. Los Estados parte se
cerciorarán, además, de que la presentación de tal
petición no entrañe por sí misma consecuencias des-
favorables para la persona o personas interesadas.”

Estas disposiciones tienen que ver con el derecho de las ni-
ñas, niños y adolescentes a tener a sus padres y a no ser se-
parado de ellos en la medida de lo legalmente posible y
cuando ello no contravenga el interés superior de la niñez.
De igual forma se pone de manifiesto el derecho que tienen
las niñas, niño y adolescentes de mantener relaciones y
convivencia afectiva con sus padres, aun cuando se dé al-
gún tipo de separación, como es el caso de la privación de
la libertad de alguno de los progenitores o de ambos. Adi-
cionalmente a esta disposición, el artículo 20, numeral 1 de
la Convención establece que:

1. Los niños temporal o permanentemente privados
de su medio familiar, o cuyo superior interés exija
que no permanezcan en ese medio, tendrán derecho
a la protección y asistencia especiales del Estado.

2. Los Estados parte garantizarán, de conformidad
con sus leyes nacionales, otros tipos de cuidados pa-
ra estos niños.

Además de estas acciones tutelares por parte del Estado, la
Convención señala otros aspectos de la niñez, buscando
generar un enfoque integral de protección a los derechos de
los menores; se menciona, por ejemplo, el derecho de los
niños a acceder a la seguridad social, derecho que deben
reconocer los Estados parte; o bien el derecho a la educa-
ción, que señala el artículo 28 de este mismo instrumento.

Adicionalmente, el instrumento en cuestión establece que
los niños que sufran cualquier forma de abandono serán su-
jetos de medidas apropiadas para promover su recupera-

ción física y psicológica y su reintegración social, median-
te las medidas que los Estados parte adopten en tal sentido.

Estas disposiciones contenidas en la Convención son ejem-
plos del enfoque tutelar aplicable a los derechos de las ni-
ñas, niño y adolescentes que se encuentran en una situación
especial como la que nos ocupa, es decir, cuando sus pa-
dres, tutores o quienes tienen su guarda y custodia se en-
cuentran privados de la libertad.

Las Reglas de Bangkok. Las Naciones Unidas también
han emitido una serie de Reglas para el tratamiento de las
reclusas y medidas no privativas de la libertad para las
mujeres delincuentes, conocidas como Reglas de Bang-
kok. Si bien existe dentro de la legislación mexicana una
serie de medidas específicas que protegen a las mujeres
recluidas que son madres, mencionamos las Reglas de
Bangkok debido a que en ellas no sólo se contempla la
situación y requerimiento de mujeres privadas de la li-
bertad, sino que señalan también que las niñas y niños
que están con sus padres en prisión tienen los mismos de-
rechos que los demás.

Las reglas de Bangkok instan a asegurar el goce efectivo de
los derechos humanos de las niñas y niños que convivan
con sus padres en prisión, buscando en paralelo la instru-
mentación de penas alternativas a la privación de la liber-
tad para reducir, en la medida de lo posible, el impacto en
los menores del encarcelamiento de sus mayores, entre
otras disposiciones.

De todo lo antes expuesto se desprenden algunas conside-
raciones importantes que contribuyen a fortalecer la argu-
mentación necesaria que da validez y viabilidad a la pre-
sente iniciativa. En este sentido consideramos que, si bien
el Estado tiene la responsabilidad ante la sociedad de llevar
ante la justicia a quien infringe la ley, con la posible con-
secuencia de una privación de su libertad por un tiempo de-
terminado, igualmente es cierto que el Estado también tie-
ne la responsabilidad –con igual prioridad– de proteger la
institución familiar de la cual proviene la persona privada
de la libertad, tutelando los derechos que la ley contempla
para esa familia como tal y los de los menores que forman
parte de ella.

Sin dejar de lado el trabajo legislativo que han realizado
nuestros legisladores antecesores plasmando en el artículo
115 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes lo siguiente: 
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Artículo 115. Todos los órdenes de gobierno coadyuva-
rán para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley,
de conformidad con las competencias previstas en el
presente ordenamiento y demás disposiciones legales
aplicables.

En reitera la obligación de todas las autoridades y no solo
de las penitenciarías a coadyuvar con el cumplimiento del
objetivo de esta ley siendo, que el interés superior de los
menores siempre este delante de cualquier determinación
que tomen las autoridades que afecten su esfera jurídica. 

Precisamente son las niñas, niño y adolescentes con madres,
padres, tutores o personas que tienen su guarda y custodia
privados de la libertad, quienes tienen una situación de ma-
yor vulnerabilidad. Por esta razón, la presente iniciativa tiene
como uno de sus propósitos centrales, el de dar mayor visibi-
lidad social a estas niñas, niños y adolescentes, a fin de pro-
tegerlos como familia y sobre todo como integrantes de ella.

Se hace necesario adecuar la ley para dar protección espe-
cial a las niñas, niños y adolescentes en situación de vul-
nerabilidad y con posibilidades de ser discriminados por el
hecho de tener a sus madres, padres, tutores o personas que
tienen su guarda y custodia privados de la libertad. En este
caso, es prioritario garantizar los derechos de esos menores
en igualdad de condiciones, propiciando su crecimiento y
desarrollo plenos, con total respeto a sus derechos huma-
nos. De igual forma, se hace necesario fortalecer el marco
de actuación institucional en favor de las niñas, niño y ado-
lescentes, puntualizando tareas de las procuradurías de
atención en favor de esta población en situación especial,
sin descuidar la circunstancia que se presenta cuando hay
madres privadas de la libertad con hijos pequeños o recién
nacidos, los cuales requieren atención permanente y ade-
cuada a su edad.

Para reforzar todo lo anterior, me permito citar el siguien-
te criterio jurisprudencial emitido por la Primera Sala de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Época: Décima Época 
Registro: 2015734 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Libro 49, Diciembre de 2017, Tomo I 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: 1a. CLXXXVIII/2017 (10a.) 
Página: 425 

Lineamientos para garantizar el derecho de los me-
nores a una relación maternal digna y adecuada en
el contexto de reclusión.

Es innegable que la situación de reclusión coloca en
un contexto complejo a la relación entre una madre
y su hijo. En efecto, las instituciones penitenciarias
no solamente no tienen como propósito el desarro-
llo de los infantes, sino que con frecuencia padecen
carencias fundamentales en servicios e infraestruc-
tura, que pueden obstaculizar el goce de la relación
maternal. Sin embargo, esta circunstancia, por sí
misma, no debe ser una excusa para que los meno-
res disfruten plenamente de su relación maternal.
En efecto, todos los niños tienen el derecho funda-
mental a crecer con una familia y en un ambiente
social conveniente para su desarrollo. En ese senti-
do, los desafíos que comporta la privación de la li-
bertad deben ser subsanados a través de medidas
de protección reforzadas, encaminadas a garanti-
zar que madre e hijo puedan sobrellevar una rela-
ción positiva, en condiciones dignas y adecuadas.
De acuerdo con lo anterior, en las instituciones pe-
nitenciarias que alojen a madres privadas de su li-
bertad, deben adoptarse las políticas necesarias pa-
ra que los niños cuenten con los servicios suficientes
de salud, alimentación, higiene, vestido, agua pota-
ble y esparcimiento. Asimismo, debe brindarse a las
reclusas el máximo de posibilidades de dedicar
tiempo a sus hijos. Además, es relevante que las mu-
jeres cuenten con información adecuada acerca de
sus responsabilidades maternales y el cuidado de
sus hijos. Adicionalmente, es conveniente que todo
el personal de la prisión cuente con capacitación en
derechos humanos, incluyendo instrucción en pers-
pectiva de género y derechos de la infancia. Por lo
demás, las sanciones disciplinarias y demás medi-
das correctivas no deberán comprender en ningún
caso la prohibición o limitación del contacto entre
madre e hijo.

Razonando lo anterior, se aprecia la necesidad de imple-
mentar éste tipo de programas para que las personas priva-
das legalmente de su libertad no dejen de convivir con sus
hijos, para así poder proteger el interés superior del menor,
y su derecho a la familia y a la dignidad humana. Asimis-
mo, considero que implementando éste tipo de políticas es-
tamos avanzando cada vez más a ser un país más civiliza-
do, congruente y avanzado, debido a que, si nos creemos lo
establecido en el artículo 18 de la Constitución Política de



los Estados Unidos Mexicanos, respecto a la reinserción
social, y respetamos el interés superior del menor de todos
los niños, niñas y adolescentes, lograremos una sociedad
más estable.

En virtud de lo aquí expuesto someto a consideración de
esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto, por el que se adiciona un segundo párrafo al
artículo 7 y se reforma la fracción iv del artículo 116 to-
dos de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes 

Único. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 7 y se re-
forma la fracción IV del artículo 116 todos de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niñas y Adolescentes.

Artículo 7….

Asimismo, se deberá garantizar el respeto de los dere-
chos de las niñas y niños, que viven con sus madres en
los centros penitenciarios.

Artículo 116…

IV. Adoptar medidas de protección especial de derechos
de niñas, niños y adolescentes que se encuentren en si-
tuación de vulnerabilidad por circunstancias específicas
de carácter socioeconómico, psicológico, físico, disca-
pacidad, identidad cultural, origen étnico o nacional, si-
tuación migratoria o por nacer o vivir en un centro pe-
nitenciario con su madre, o bien, relacionadas con
aspectos de género, preferencia sexual, creencias reli-
giosas o prácticas culturales, u otros que restrinjan o li-
miten sus derechos;

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de febrero de 2019.— Dipu-
tada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.

CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES

«Iniciativa que deroga el inciso b) de la fracción II y el úl-
timo párrafo del artículo 146 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo de la diputada Susana Beatriz
Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parlamentario de Morena

La diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano suscrita, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Morena en la
LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo establecido en los artículos 71 ,fracción II, y
72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; los artículos 6, fracción I y IV, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados y demás relativos y apli-
cables, somete a consideración esta asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto, por el que se derogan el
inciso b) de la fracción 11 y el último párrafo del artículo
146 del Código Nacional de Procedimientos Penales, al te-
nor de la siguiente: 

Exposición de Motivos

En nuestro país es de suma importancia que se haga un
adecuado respeto al orden jurídico vigente, por lo que se
requiere necesariamente que se fortalezca de manera efec-
tiva el principio de legalidad debidamente consagrado co-
mo una garantía para todas las personas que se encuentren
y/o transiten por nuestro territorio nacional demandando la
sujeción de todas las normatividades aplicables en nuestro
país a una constricción a las disposiciones de forma y fon-
do emanadas de nuestra constitución, para dicho marco
normativo. Ahora bien, antes de entrar al análisis de fondo
de la presente iniciativa, me es menester señalar breve-
mente un antecedente jurídico, así como una opinión doc-
trinal de un experto, respecto al principio de legalidad;
pues bien, es importante recordar el máximo antecedente
histórico del principio de legalidad, el cual tuvo su origen
en la Declaración Francesa de 1789, en la cual se señaló:

Artículo 5o. La ley no puede prohibir más que las accio-
nes dañosas para la sociedad, todo lo que no es prohibido
por la ley no puede ser impedido, y nadie puede ser obli-
gado a hacer lo que ésta no ordena.

Ahora bien, analizaremos lo que doctrinalmente han dicho al-
gunos de los juristas más reconocidos y actuales de la época:

Ricardo Guastini, considera que: “En general la legalidad
significa conformidad a la ley. Se llama principio de lega-
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lidad aquel en virtud del cual los poderes públicos están su-
jetos a la ley, bajo la pena de invalidez. Dicho de otra for-
ma; es invalido todo acto de los poderes públicos que no
sea conforme a la ley”.1

De lo anterior, se razona que la legalidad es un límite al Po-
der del Estado, atribuyéndole a éste las obligaciones tanto
de carácter positivo como negativo, es decir, un hacer o un
actuar de las autoridades conforme a la ley y, por otro lado,
un no hacer o abstenerse de hacer actos de autoridad que no
estén permitidos o regulados por la ley. Motivo por el cual
se advierte que todo acto de autoridad deberá de ser con-
forme a la ley, de lo contrario, éste acto de autoridad será
nulo o inválido (sujeción a la ley de los poderes públicos). 

El respeto a ésta y otras garantías Constitucionales marcan
la diferencia entre un Estado democrático o aquel que se
distingue por ser autoritario. Ahora bien, una vez entendi-
do el principio de legalidad, también es menester señalar
que éste va entrelazado con el Control de Constitucionali-
dad, debido a que este es el medio por el cual, se va a ga-
rantizar la correcta aplicación de la ley suprema, es decir,
la constitución. Asimismo, debemos advertir que el control
de legalidad y el control de constitucionalidad están estric-
tamente interconectados, ya que si bien es cierto, el control
de constitucionalidad se enfoca en verificar que ninguna
norma inferior a ésta sea contraria a lo que marca la mis-
ma, también es cierto que primeramente se debe de realizar
el estudio de si dicha norma es legal, en relación con los re-
glamentos de cada entidad federativa; normas emitidas por
el Congreso de cada entidad federativa; y normas emitidas
por el Congreso de la Unión, y posteriormente se realizará
el control de constitucionalidad; en este sentido, nuestro
actual gobierno debe de ir perfeccionando las normativida-
des aludiendo a la regulación entre toda norma inferior con
respecto a la norma superior que le sirve de fundamento
para la validez que opera en todos los niveles o grados de
la estructura jerárquica del orden jurídico.

Es por ello que me permito establecer los supuestos legales
que prevé nuestra carta magna para que se haga una ade-
cuada detención de una persona señalada de cometer un he-
cho probablemente constitutivo de delito-. En primer lugar,
expondré el caso urgente ya que si bien no es materia de es-
ta iniciativa es uno de los supuestos en los que una perso-
na puede ser privada de su libertad por la ser señalada co-
mo probable partícipe de un hecho probablemente
constitutivo de delito, el supuesto referido se encuentra
consagrado en el artículo 16 párrafo sexto de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo 16 .... 

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito gra-
ve así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de
que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la
justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante
la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o
circunstancia, el Ministerio Público podrá, bajo su
responsabilidad, ordenar su detención, fundando y
expresando los indicios que motiven su proceder.

El anterior supuesto se actualiza en los siguientes supuestos:

1) Cuando se trate de un delito grave así calificado por
la ley

2) Exista riesgo fundado de que hay riesgo de la sus-
tracción de la acción penal

3) No pueda acudir ante un órgano jurisdiccional por 
razón de:

Consecuentemente para una adecuada detención, es ne-
cesario que se derive de la intervención inmediata del
aprehensor, al instante subsecuente de la consumación
del delito mediante la persecución inmaterial del presun-
to responsable de la comisión del hecho tipificado por la
ley penal. En otras palabras, la inmediatez está referida a
una actuación continua, sin dilación o interrupción por
parte de quien realiza la detención, es decir que va del
momento en que se perpetra el delito a aquél en que es
capturado el indiciado.

Sin embargo, existe actualmente en nuestro país una sobre
regulación por parte de una norma secundaria de nuestra
carta magna prevista en el artículo 146 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales; en el que se aprecian los
supuestos en los que se actualiza la flagrancia, siendo in-
constitucional lo que contiene dicho artículo en su inciso
b), por que prevé un supuesto constitucionalmente no per-
mitido, volviéndose una detención arbitraria; la detención
arbitraria, se entiende como las medidas de privación de la
libertad que, por una u otra razón, son contrarias a las dis-
posiciones internacionales pertinentes establecidas, en los
instrumentos internacionales ratificados por los Estados.4

Razonándose que lo que se prevé en su fracción 11 inciso
b) del artículo mencionado no es acorde en nuestro actual
contexto constitucional y convencional, y por lo tanto las
detenciones que se realicen bajo este supuesto serán arbi-



trarias, privando con ello su derecho humano a la libertad
personal, debido proceso, presunción de inocencia y acce-
so a la justicia, dando lugar a lo que anteriormente se co-
nocía como flagrancia equiparada5, destacando que la fla-
grancia equiparada no tiene cavidad en nuestro actual
marco normativo, siendo esto a la luz de lo previsto en los
artículos 7.2. de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos y 9.1 del Pacto Internacional de Derechos Civi-
les y Políticos”, contrario sensu, toda detención legal se
ajustara a los supuestos previstos para ello en la propia
constitución, tratados internacionales y leyes secundarias,
siempre que estas se ajusten a la carta magna. Es decir,
cualquier persona que sea detenida sin el cumplimiento
irrestricto de la constitución y convencional actualizará el
tercer supuesto de la flagrancia, y deberá de considerarse
arbitraria. 

Para reforzar lo anterior se tiene que atender obligatoria-
mente a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de
Derechos Humanos en el caso:

Gangaram Panday versus Surinam

46. Señala el artículo 7 de la Convención lo siguiente:

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la se-
guridad, personales.

Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo
por las causas y en las condiciones fijadas de ante-
mano por las Constituciones Políticas de los Estados
Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcela-
miento arbitrario.

…

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin
demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por
la ley para ejercer funciones judiciales 

…

47. Esta disposición contiene como garantías especí-
ficas, descritas en sus incisos 2 y 3, la prohibición de
detenciones o arrestos ilegales o arbitrarios, respec-
tivamente. Según el primero de tales supuestos nor-
mativos, nadie puede verse privado de la libertad
personal sino por las causas, casos o circunstancias

expresamente tipificadas en la ley (aspecto material),
pero, además, con estricta sujeción a los procedi-
mientos objetivamente definidos por la misma (as-
pecto formal). En el segundo supuesto, se está en pre-
sencia de una condición según la cual nadie puede
ser sometido a detención o encarcelamiento por cau-
sas y métodos que aún calificados de legales puedan
reputarse como incompatibles con el respeto a los de-
rechos fundamentales del individuo por ser, entre
otras cosas, irrazonables, imprevisibles, o faltos de
proporcionalidad.

48. En el caso sub judice, le resulta imposible a la Cor-
te determinar si la detención de Asok Gangaram Pan-
day, fue o no por “causas y en las condiciones fijadas
de antemano” por la Constitución Política de dicho Es-
tado o por leyes dictadas conforme a ella, o si tal Cons-
titución o leyes eran compatibles con las ideas de razo-
nabilidad, previsibilidad y proporcionalidad que
deben caracterizar a toda detención o retención legal a
fin de que no se les considere arbitrarias.

De lo anterior, se razona que, toda persona tiene derecho a
la libertad y a la seguridad personal, y las excepciones a di-
cho derecho deberán de estar contempladas previamente
por la Constitución de los estados parte. Distinguiéndose
dos aspectos para la detención ilegal o arbitraria. En primer
lugar, el aspecto material, en el que se prevé que nadie pue-
de verse privado de la libertad personal sino por causas, ca-
sos o circunstancias expresamente tipificadas por la ley y
el aspecto formal que establece que las causas y los méto-
dos por los cuales una persona se a puesta bajo la custodia
del Estado, aun estas sean calificadas de legales no deben
de ser incompatibles con el respeto a los derechos funda-
mentales del individuo.

Me es menester señalar las razones por las cuales se debe
de aplicar un control de convencionalidad y, por lo tanto,
acatar obligatoriamente las sentencias de la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos, no sin antes explicar a
grosso modo éste control de los tratados internacionales.

Se entiende por control de convencionalidad, al mecanis-
mo por el cual el Estado mexicano (o cualquier otro Esta-
do que hubiese firmado un tratado internacional), hará va-
ler o aplicará los tratados internacionales en materia de
derechos humanos o cualquier tratado internacional que
contenga algún derecho humano. Ahora bien existen dos
vertientes por las cuales se aplicará el control de conven-
cionalidad, de los cuales solamente abordaré uno, el cual es
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conocido como control de convencionalidad difuso, el cual
consiste en que el Estado mexicano (o cualquier Estado
parte), aplicará los tratados internacionales en materia de
derechos humanos o cualquier tratado internacional que
contenga algún derecho humano, por medio de sus distin-
tos poderes (ejecutivo, legislativo y judicial). Es decir,
cualquier autoridad conforme a su respectiva competencia,
deberá de garantizar el disfrute de los derechos fundamen-
tales consagrados en los tratados internacionales de los que
el Estado mexicano sea parte.

Por último me permito citar la siguiente jurisprudencia
emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la
cual es resultado de la contradicción de tesis 293/2011:

Por otro lado, conforme al artículo 1o. constitucional, to-
dos los derechos humanos reconocidos en la Constitución
y en los tratados internacionales ratificados por el Estado
mexicano forman parte de un mismo catálogo que confor-
ma el parámetro de control de regularidad del ordenamien-
to jurídico mexicano. En consecuencia, los criterios que
emita la Corte Interamericana en sus resoluciones, co-
mo intérprete último de la Convención Americana en el
ámbito internacional, son vinculantes para todos los órga-
nos jurisdiccionales del país.8

Época: Décima Época
Registro: 2006225
Instancia: Pleno 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción Libro 5, Abril de 2014, Tomo I 
Materia (s): Común 
Tesis: P./J. 21/2014 (10a.)
Página: 204

Jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana
de Derechos Humanos. Es vinculante para los jueces
mexicanos siempre que sea más favorable a la persona.

Los criterios jurisprudenciales de la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos, con independencia de que el
Estado mexicano haya sido parte en el litigio ante dicho
tribunal, resultan vinculantes para los Jueces nacionales
al constituir una extensión de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos, toda vez que en dichos crite-
rios se determina el contenido de los derechos humanos
establecidos en ese tratado. La fuerza vinculante de la
jurisprudencia interamericana se desprende del pro-
pio mandato establecido en el artículo 1o. constitu-

cional, pues el principio pro persona obliga a los jue-
ces nacionales a resolver cada caso atendiendo a la
interpretación más favorable a la persona. En cum-
plimiento de este mandato constitucional, los operado-
res jurídicos deben atender a lo siguiente: (i) cuando el
criterio se haya emitido en un caso en el que el Estado
Mexicano no haya sido parte, la aplicabilidad del prece-
dente al caso específico debe determinarse con base en
la verificación de la existencia de las mismas razones
que motivaron el pronunciamiento; (ii) en todos los ca-
sos en que sea posible, debe armonizarse la jurispruden-
cia interamericana con la nacional; y (iii) de ser imposi-
ble la armonización, debe aplicarse el criterio que
resulte más favorecedor para la protección de los dere-
chos humanos.

Por los argumentos vertidos es que me permito solicitar a
ustedes compañeros que se unan a esta iniciativa para dar
voz a los nuestros representados sociales, en cumplimiento
de nuestro deber constitucional y al compromiso que ad-
quirimos al momento tomamos protesta de nuestro cargo
público, para poner ante todo el beneficio y reconocimien-
to de los derechos humanos de nuestro pueblo mexicano,
para que no haya ninguna ley secundaria que este sobre
nuestra Constitución, por la que se ha venido luchado a lo
largo de estos 161 años desde que fue expedida.

Por lo expuesto someto a su consideración de está honora-
ble asamblea el siguiente proyecto de: 

Decreto por el que se deroga el inciso b) de la fracción
II y el párrafo subsecuente del artículo 146 del Código
Nacional de Procedimientos Penales

Único. Se deroga el inciso b) de la fracción 11 y el párra-
fo subsecuente del artículo 146 del Código Nacional de
Procedimientos Penales, para quedar como sigue:

Artículo 146. Supuestos de flagrancia

Se podrá detener a una persona sin orden judicial en caso
de flagrancia. Se entiende que hay flagrancia cuando: 

I. …

II. Inmediatamente después de cometerlo es detenida,
en virtud de que:

a) Es sorprendida cometiendo el delito y es perse-
guida material e ininterrumpidamente, o 



b) Se deroga.

Se deroga.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Notas

1 Guastini, Ricardo, Teoría Constitucional, página 69, México, Centro
de Estudios Jurídicos Carbonell, AC, 2016.

2 El doctor Díaz Aranda, interpreta al “hecho que la ley señala como
delito” de la siguiente forma: “se debe interpretar como el suceso o
acontecimiento prohibido que es independiente de la conducta delicti-
va que da lugar a la responsabilidad penal del acusado. Véase: Díaz
Aranda, Enrique, Quintino Zepeda, Rubén, y, Constantino Rivera, Ca-
milo, Hecho que la ley señala como delito, página 29, México, Edito-
rial MaGister, 2016.

3 …

4 Véase en: (resolución 1991/42, aclarada en la resolución 1997/50). 

5 El concepto de flagrancia equiparada se constriñe a la actualización
de alguna de las hipótesis de la cuasi flagrancia, es decir, que el incul-
pado ser señalado como responsable por la víctima, algún testigo pre-
sencial de los hechos o quien hubiere participado con él en la comisión
de un delito; que se encuentre en su poder el objeto, instrumento o pro-
ducto del delito; que aparezca huellas o indicios que hagan presumir
fundadamente su participación en el delito.

6 Véase en: Artículo 7. Derecho a la libertad personal

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad, 
personales.

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las cau-
sas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones
Políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme a
ellas.

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento 
arbitrarios.

4. a 7. …

7 Véase en: Artículo 9

1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad, persona-
les. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie
podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y
con arreglo al procedimiento establecido en ésta.

2. a 5. …

8 Contradicción de Tesis: 293/2012, página 57, pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de febrero de 2019.— Dipu-
tada Susana Beatriz Cuaxiola Serrano (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia, a cargo de la diputada Susana Beatriz
Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan diversas dispo-
siciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El feminismo ha sido fundamental para la incorporación de
las exigencias y las necesidades históricas de las mujeres,
al mismo tiempo que ha contribuido en la redefinición de
los derechos humanos de las mujeres. Resultado de este
movimiento a nivel mundial y de los trabajos propios del
Programa de Acción (ONU, 1993), establece que los dere-
chos humanos de las mujeres sean considerados como tales
y se hace un llamado específico para eliminar la violencia
de género contra las mujeres. Así también la cuarta Confe-
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rencia Mundial de la Mujer (Beijing, 1995) en su platafor-
ma de acción (ONU, 1995) incluyó como uno de sus obje-
tivos estratégicos la erradicación de la violencia contra las
mujeres por motivos de género, la plataforma considera a
la violencia como una violación de los derechos humanos
de las niñas y las mujeres, y define la violencia de género
como “todo acto que tiene como resultado posible o real un
daño físico, sexual o psicológico, incluidas las amenazas,
la coerción o la privación arbitraria de la libertad, ya sea
que ocurra en la vida pública o en la privada”.

Es importante señalar que desde 1992 el Comité de Exper-
tas de la Convención sobre la Eliminación de Todas las
Formas de Discriminación contra la Mujer1 (CEDAW) ha
emitido un amplio conjunto de recomendaciones en las que
ha definido a la violencia de género como una forma de
discriminación, lo cual ha permitido posicionarla en el
campo de los derechos humanos y de las libertades funda-
mentales dejando claro que los estados están obligados a
eliminar esta violencia contra las mujeres, perpetrada tanto
por autoridades como por particulares.

Por lo que abordar la violencia contra las mujeres a partir
del enfoque de derechos humanos contribuye al empodera-
miento de las mujeres, pues las posiciona “no como recep-
toras pasivas de beneficios discrecionales, sino como acti-
vas titulares de derechos”, este enfoque permite incluir las
experiencias de las mujeres tanto en el discurso como en
las prácticas y políticas relativas al tema, y permite la vi-
sualización de las experiencias particulares de las mujeres,
lo cual redunda en una mejor comprensión de las violacio-
nes a sus derechos y las formas de erradicarlas.

En ese contexto, la violencia contra las mujeres constituye
una violación reiterativa a sus derechos humanos. Una de
las principales obligaciones del Estado es la de actuar con
la debida diligencia para hacer frente a las violaciones a los
derechos humanos, es decir, actuar de inmediato y con to-
dos los medios disponibles a su alcance para evitar la con-
sumación de la violación de dichos derechos.

Tratándose de violencia contra las mujeres, la Convención
Belém do Pará, establece que la obligación del Estado de
actuar con la debida diligencia adquiere una connotación
especial por el contexto de violencia estructural en la que
viven.

Por ello, atendiendo al concepto de la CEDAW, analizado
en líneas anteriores, y de lo contenido en la Convención
Belém do Pará, la violencia contra las mujeres es una vio-

lación sistemática a sus derechos humanos, pues como bien
lo señala el Comité CEDAW, en su recomendación general
número 19, “menoscaba o anula el goce de sus derechos
humanos y sus libertades fundamentales” entre los que se
encuentran:

• El derecho a la libertad y a la seguridad personal;

• El derecho a la igualdad ante la ley;

• El derecho a la igualdad en la familia;

• El derecho al más alto nivel posible de salud física y
mental;

• El derecho a la justicia, a la verdad, y a las reparaciones.

Es decir, el instrumento de referencia alude a que la vio-
lencia de género contra las mujeres transgrede una serie de
derechos, por lo que dicha violencia es derivada de una
cultura tradicionalista androcéntrica que cosifica a la mu-
jer, de tal manera que se presenta una violación flagrante a
su seguridad personal y estabilidad emocional al anularle
de facto la categoría de persona.

Aunado a lo anterior, la violencia que sufren estas mujeres,
en excepcionales ocasiones conlleva a una sanción para el
agresor, lo que genera una percepción social de impunidad
y normaliza las agresiones que se perpetran a diario en con-
tra de las mujeres, llevando desde un comentario por parte
de algún desconocido hasta casos en que las mujeres pue-
den ser perseguidas por sujetos durante cuadras sin que ello
genere algún tipo de sanción para quienes cometen estas
acciones de intimidación, acoso u hostigamiento. Por ello
es necesario abordar el tema desde una mirada jurídica y
social que permita establecer enunciados normativos fun-
cionales no sólo para las autoridades sino para las mujeres,
aquellas que en su día a día son violentadas por una socie-
dad que las considera algo menos que un objeto de deseo
sexual.

A pesar del esfuerzo del Estado mexicano para erradicar
cualquier forma de violencia en contra de las mujeres,
aún persevera una cultura androcéntrica y machista que
promueve de forma natural, los actos de violencia y dis-
criminación hacia las mujeres, ello tiene como resultado
una limitación de facto a los derechos humanos de las
mujeres, que además coarta las oportunidades para un li-
bre desarrollo psicosocial de la mujer en todos los ámbi-
tos de su vida.



En este sentido, es claro que sólo a través de la interven-
ción de la federación, estados y municipios, se puede ga-
rantizar el acceso de las mujeres a contextos libres de vio-
lencia, por lo que dichos entes están obligados a garantizar
que sus agentes actúen con la debida diligencia buscando,
ante todo, proteger a las víctimas.

La responsabilidad de la atención a las mujeres en situa-
ción de violencia, así como de sus hijas e hijos es obliga-
ción del Estado mexicano, en su conformación por los Po-
deres de la Unión y los distintos niveles de gobierno. Al
signar y ratificar la Convenciones sobre la Eliminación de
todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CE-
DAW) y la Convención para Prevenir, Sancionar y Erradi-
car la Violencia contra la Mujer, conocida comúnmente co-
mo Belém do Pará se consideran conforme a la reforma
constitucional del año 2011, ley suprema de toda la Unión,
el Estado se comprometió a sancionar y eliminar la discri-
minación y violencia en contra de las mujeres, además de
promover reformas legales y políticas públicas para ese fin.

De estos instrumentos se destacan diversas acciones para
avanzar en temas de eliminación de la violencia y discri-
minación en contra de la mujer, así como los medios para
proveer seguridad a las mujeres víctimas, que es el fondo
de la iniciativa, por ejemplo, se pueden mencionar los artí-
culos 7o. y 8o. de la Convención de Belém do Pará como
responsabilidades del Estado mexicano:

“Artículo 7.

…

a. Abstenerse de cualquier acción o práctica de violen-
cia contra la mujer y velar porque las autoridades, sus
funcionarios, personal y agentes e instituciones se com-
porten de conformidad con esta obligación; 

b. Actuar con la debida diligencia para prevenir, inves-
tigar y sancionar la violencia contra la mujer;

c. Incluir en su legislación interna normas penales, civi-
les y administrativas, así como las de otra naturaleza
que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar
la violencia contra la mujer y adoptar las medidas ad-
ministrativas apropiadas que sean del caso;

d. a h. …2

Artículo 8. 

a. a c. …

d. suministrar los servicios especializados apropiados
para la atención necesaria a la mujer objeto de violencia,
por medio de entidades de los sectores público y priva-
do, inclusive refugios, servicios de orientación para to-
da la familia, cuando sea el caso, y cuidado y custodia
de los menores afectados; 

e. …

f. ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a pro-
gramas eficaces de rehabilitación y capacitación que le
permitan participar plenamente en la vida pública, pri-
vada y social;

g. a i. …”3

Asimismo, y en seguimiento a los compromisos de Mé-
xico en materia de derechos humanos de las mujeres, a
través de los mecanismos de seguimiento de la CEDAW
y de las Recomendaciones del Comité de la CEDAW en
el numeral 16, incisos b) y d) mencionan:

“b) Revisar el mecanismo nacional en vigor para ha-
cer frente a la violencia contra las mujeres con miras
a simplificar los procesos y mejorar la coordinación
entre sus miembros y fortalecer su capacidad en los
planos federal, estatal y municipal, proporcionándo-
le suficientes recursos humanos, técnicos y financie-
ros para aumentar su eficacia en la ejecución de su
mandato general de prevenir, atender, sancionar y
erradicar la violencia contra la mujer;

…

d) Abordar urgentemente los obstáculos que limitan
la activación del Mecanismo de Alerta de Género”.4

En la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones
en los Hogares, (Endireh) 20165, dada a conocer por el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), se aprecia la
situación de violencia que viven las mujeres en nuestro país,
a través de la publicación de los siguientes datos:

1. De las mujeres de 15 años y más, 66.1 por ciento han
enfrentado al menos un incidente de violencia por parte
de cualquier agresor, alguna vez en su vida.
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2. 43.9 por ciento de las mujeres han sufrido violencia
por parte de su actual o última pareja, esposo o novio, a
lo largo de su relación.

3. En los espacios públicos o comunitarios, 34.3 por
ciento de las mujeres han experimentado algún tipo de
violencia sexual.

4. De los actos de violencia más frecuentes destaca la
violencia sexual, que han sufrido 34.3 por ciento de las
mujeres de 15 años y más, ya sea por intimidación, aco-
so, abuso o violación sexual.

5. De las mujeres que han trabajado, 27 de cada 100 ha
experimentado algún acto violento, principalmente de
tipo sexual y de discriminación por razones de género o
por embarazo.

6. El tipo de violencia más frecuente en el trabajo es la
discriminación, las agresiones sexuales y las de tipo
emocional como las humillaciones, degradación e 
intimidación.

7. La prevalencia nacional de violencia comunitaria
contra las mujeres es de 38.7 por ciento.

8. La violencia contra las mujeres en los espacios públi-
cos o comunitarios es sobre todo de índole sexual, que
va desde frases ofensivas de tipo sexual, acecho (la han
seguido en la calle) y abuso sexual (manoseo, exhibi-
cionismo obsceno).

9. Las agresiones ocurridas en la calle son principal-
mente de tipo sexual: 66.8 por ciento.

La violencia en la comunidad se reproduce como una for-
ma de convivencia social que se auto justifica en las tradi-
ciones culturales, confundiendo y tergiversando hechos
violentos con acciones de cortejo, galantería, etcétera. Es-
tas estadísticas de violencia contra las mujeres revelan una
tendencia que condiciona la violencia masculina como par-
te de la naturaleza humana y que cree, entre muchas otras
cosas, que los hombres golpean agreden físicamente a las
mujeres por instinto, de esto se deduce que las conductas
constitutivas de delitos por razones de género se presentan
como resultado de fenómenos sociales de una estructura
social generadora de violencia y discriminación, basada en
función del género, que permea el tejido social en su tota-
lidad, y que no diferencia estatus económico, religioso, et-
cétera, por lo que es necesario fortalecer las políticas pú-

blicas que busquen concientizar a la sociedad para acotar
las actitudes tradicionalistas que inciden en un trato discri-
minatorio y violento en contra de la mujer.

La violencia en la comunidad tiene que abordarse como un
problema de violación de derechos, de reconocer y propor-
cionar mayores espacios de protección, pero también de
mayores herramientas que garanticen la seguridad de las
mujeres para desarrollarse plenamente en sociedad.

Por ello, una de las obligaciones fundamentales que esta-
blece la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia para el Estado mexicano, es la preven-
ción, sanción y erradicación de la violencia en contra las
mujeres, en todas sus formas y modalidades de tal manera
que garantice su acceso a una vida libre de violencia, favo-
rezcan su desarrollo y bienestar conforme a los principios
de igualdad y de no discriminación. Como consecuencia de
esto el Estado está obligado a atender todas las manifesta-
ciones que tengan por objeto violentar a las mexicanas, in-
cluyendo la más extrema y grave, la violencia feminicida.

De tal manera, todas las acciones que establece la ley se en-
cuentran encaminadas a garantizar, prevenir, sancionar y
erradicar todos los actos de violencia en contra de las mu-
jeres. Resultado de estas obligaciones, la ley contempla
uno de los principales mecanismos para atender a las mu-
jeres en situación de violencia, la alerta de violencia de gé-
nero contra las mujeres.

La Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres
(AVGM) es un mecanismo de protección de los derechos
humanos de las mujeres único en el mundo, establecido en
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia y su trámite para emitirla o concederla lo des-
cribe el reglamento de dicha ley.6

Consiste en un conjunto de acciones gubernamentales de
emergencia para enfrentar y erradicar la violencia femini-
cida y/o la existencia de un agravio comparado que impida
el ejercicio pleno de los derechos humanos de las mujeres,
en un territorio determinado (municipio o entidad federati-
va); la violencia contra las mujeres la pueden ejercer los in-
dividuos o la propia comunidad.7

Actualmente en el país se han declarado 13 alertas de
violencia de género:

1. Estado de México: se declaró el 31 de julio de 2015
en 11 municipios: Ecatepec de Morelos, Nezahualcó-



yotl, Tlalnepantla de Baz, Toluca de Lerdo, Chalco,
Chimalhuacán, Naucalpan de Juárez, Tultitlán, Ixtapa-
luca, Valle de Chalco y Cuautitlán Izcalli.

2. Morelos: se declaró el 10 de agosto de 2015 para
ocho municipios: Cuautla, Cuernavaca, Emiliano Zapa-
ta, Jiutepec, Puente de Ixtla, Temixco, Xochitepec y
Yautepec.

3. Michoacán: se declaró el 27 de junio de 2016 para 14
municipios: Morelia, Uruapan, Lázaro Cárdenas, Zamo-
ra, Apatzingán, Zitácuaro, Los Reyes, Pátzcuaro, Ta-
cámbaro, Hidalgo, Huétamo, La Piedad, Sahuayo y 
Maravatío.

4. Chiapas: se declaró el 18 de noviembre en 7 munici-
pios del estado: Comitán de Domínguez, Chiapa de Cor-
zo, San Cristóbal de las Casas, Tapachula, Tonalá, Tux-
tla Gutiérrez y Villaflores. Asimismo, requiere acciones
específicas para la región de los Altos de Chiapas, la
cual incluye los municipios de Aldama, Amatenango del
Valle, Chalchihuitán, Chamula, Shanal, Chenalhó,
Huiztán, Larráinzar, Mitontic, Oxchuc, Pantelhó, San
Cristóbal de las Casas, San Juan Cancuc, Santiago El
Pinar, Tenejapa, Teopisca y Zinacantán.

5. Nuevo León: se declaró el 18 de noviembre en 5 mu-
nicipios del estado: Apodaca, Cadereyta Jiménez, Gua-
dalupe, Juárez y Monterrey.

6. Veracruz: se declaró el 23 de noviembre de 2016 en
11 municipios: Boca del Río, Coatzacoalcos, Córdoba,
Las Choapas, Martínez de la Torre, Minatitlán, Orizaba,
Poza Rica de Hidalgo, Tuxpan, Veracruz y Xalapa.

7. Sinaloa: se declaró el 31 de marzo de 2017 en 5 mu-
nicipios: Ahome, Culiacán, Guasave, Mazatlán y 
Navolato.

8. Colima: se declaró el 20 de junio de 2017 en 5 mu-
nicipios: Colima, Coquimatlán, Cuauhtémoc, Tecomán
y Villa de Álvarez.

9. San Luis Potosí: se declaró el 21 de junio de 2017 en
6 municipios: Ciudad Valles, Matehuala, San Luis Poto-
sí, Soledad de Graciano Sánchez, Tamazunchale y 
Tamuín.

10. Guerrero: se declaró el 22 de junio de 2017 en 8
municipios: Acapulco de Juárez, Ayutla de los Libres,

Chilpancingo de los Bravo, Coyuca de Catalán, Iguala
de la Independencia, José Azueta, Ometepec y Tlapa de
Comonfort.

11. Quintana Roo: se declaró el 7 de julio de 2017 en tres
municipios: Benito Juárez, Cozumel y Solidaridad. Asi-
mismo, requiere acciones específicas para el municipio de
Lázaro Cárdenas, municipio de población indígena.

12. Nayarit: se declaró el 4 de agosto de 2017 en sie-
te municipios: Acaponeta, Bahía de Banderas, Del
Nayar, Ixtlán del Río, Santiago Ixcuintla, Tecuala y
Tepic. Asimismo, establece acciones específicas para
los municipios con predominante población indígena:
Del Nayar, La Yesca y Huajicori.

13. Veracruz: se declaró el 13 de diciembre de 2017 por
agravio comparado a los Poderes Legislativo, Ejecutivo
y Judicial.

Como se puede apreciar, el contexto general de violencia
contra las mujeres tiene una alta incidencia a nivel nacio-
nal, mismo que no se encuentra limitado a las entidades fe-
derativas que cuentan con la declaratoria de Alerta de Vio-
lencia de Género, ya que, como lo señala el portal del
Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres), en siete oca-
siones se ha determinado no declarar la Alerta de Violencia
de Género, debido a que se ha concluido que se actualizan
elementos objetivos suficientes para declarar improceden-
te la alerta de violencia de género contra las mujeres:

1) Guanajuato: el 30 de junio de 2015 se notificó la no
procedencia de la AVGM.

2) Baja California: el 19 de mayo de 2016, se notificó
la no procedencia de la AVGM.

3) Querétaro: el 9 de febrero de 2017 se notificó la no
procedencia de la AVGM.

4) Puebla: el 7 de julio de 2017, se notificó la no pro-
cedencia de la AVGM.

5) Cajeme, Sonora: el 4 de agosto de 2017 se notificó
la no procedencia de la AVGM.

6) Tabasco: el 4 de agosto de 2017 se notificó la no pro-
cedencia de la AVGM.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 2 de abril de 2019 / Apéndice 51



Año I, Segundo Periodo, 2 de abril de 2019 / Apéndice  Diario de los Debates de la Cámara de Diputados52

7) Tlaxcala: el 4 de agosto de 2017 se notificó la no
procedencia de la AVGM.

En este mismo sentido, hoy en día existen varios procedi-
mientos de solicitud de Alerta de Violencia de Género en
distintas entidades federativas: Campeche, Ciudad de Mé-
xico, Coahuila, Durango, Jalisco, Oaxaca, Puebla, Yucatán
y Zacatecas. Que, en el caso de haberse decretado en todas
las entidades federativas donde se solicitó o que cuentan
con el trámite, prácticamente el país se encontraría en una
declaratoria a nivel nacional. Esto es muestra de que el me-
canismo de alerta de violencia de género cumple un papel
preponderante en la lucha en contra la violencia contra la
mujer, por lo que es necesario analizar esta figura para do-
tarla de herramientas legales suficientes que fortalezcan su
activación y señalen de forma clara los entes obligados a
dar cumplimiento a lo que mandate la alerta.

El Reglamento de la Ley General de Acceso de las Muje-
res a una Vida Libre de Violencia contempla las directrices
y procesos que se deben seguir para solicitar, emitir y dar
atención a la alerta de violencia de género, sin embargo, es
menester que la generalidad de estos procesos se encuentra
dentro de la ley, como una forma de asegurar su cumpli-
miento y de evitar, por cualquier medio, la dilación en el
proceso de estudio de la solicitud, así como de la emisión
y aplicación de la alerta.

En virtud de lo expuesto, propongo a consideración de es-
ta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Acceso de las Muje-
res a una Vida Libre de Violencia, en materia de alerta
de violencia de género

Artículo Único. Se modifica el título del capítulo V, se re-
forman los artículos 21, 22, 23, 24, 25 y 26; se adiciona un
artículo 26 Bis, todos de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia para quedar como
sigue:

Capítulo V
De la Violencia Feminicida y de la Alerta 

de Violencia de Género

Artículo 21. Violencia Feminicida: es la forma extrema de
violencia contra las mujeres en los ámbitos público y pri-
vado, que conlleva la violación de sus derechos humanos,

conformada por conductas misóginas que pueden culminar
en el homicidio, feminicidio u otras formas de muerte vio-
lenta de mujeres y pueden implicar impunidad social y del
Estado.

…

Artículo 22. Alerta de violencia de género: es el conjunto
de acciones gubernamentales de emergencia para enfrentar
y erradicar la violencia feminicida en un territorio determi-
nado, ya sea ejercida por individuos o por la comunidad.

Artículo 23. La alerta de violencia de género tendrá como
objetivo fundamental, garantizar la seguridad de las muje-
res, el cese de la violencia en su contra y eliminar las des-
igualdades producidas por una legislación que viola sus de-
rechos humanos, por lo que se implementaran las
siguientes acciones:

I. Establecer un grupo interinstitucional y multidiscipli-
nario con perspectiva de género que dé el seguimiento
respectivo;

II. Elaborar un plan de acción estratégico, que deberá
hacerse del conocimiento público y que contendrá:

a) El motivo de la alerta de violencia de género;

b) Las entidades federativas, municipios y/o al-
caldías a las que se les decreta la alerta;

c) Las medidas y acciones, preventivas, correcti-
vas, de seguridad, de procuración e impartición
de justicia y legislativas, para enfrentar y abatir
la violencia feminicida, desglosadas por nivel de
gobierno y poder correspondiente, conforme a las
atribuciones de cada uno;

d) Un cronograma, con fechas definidas para la
implementación de las medidas y acciones;

e) Reportes especiales, en la materia motivo de la
alerta, de la zona para la cual se declare la alerta
de violencia de género;

f) Indicadores de seguimiento y evaluación de la
violencia contra las mujeres en las entidades fe-
derativas, municipios o alcaldías en las que se
emita la declaratoria, y



g) Un análisis prospectivo de la atención de la vio-
lencia feminicida en la zona.

III. Las autoridades federales, de las entidades fede-
rativas, municipales o de las alcaldías, según corres-
ponda, asignarán los recursos presupuestales necesa-
rios para hacer frente a la contingencia y emisión de la
declaratoria de alerta de violencia de género.

Artículo 24. La declaratoria de alerta de violencia de gé-
nero, se emitirá cuando:

I. Los delitos del orden común contra la vida, la liber-
tad, la integridad y la seguridad de las mujeres, pertur-
ben la paz social en un territorio determinado;

II. …

III. Los organismos de derechos humanos nacionales o
de las entidades federativas, las organizaciones de la
sociedad civil y/o los organismos internacionales, así lo
soliciten.

Artículo 25. Corresponderá al gobierno federal, a través de
la Secretaría de Gobernación, declarar la alerta de violen-
cia de género y notificará la declaratoria al Poder Ejecuti-
vo, Legislativo y Judicial de la entidad federativa, así co-
mo a los ayuntamientos o alcaldías de que se trate.

El procedimiento para la emisión de la declaratoria de
alerta de violencia de género debe ser sustanciado en un
plazo máximo de sesenta días hábiles, contados a partir
de la admisión de la solicitud de la declaratoria de aler-
ta de violencia de género.

La notificación del plan de acción estratégico a las ins-
tancias correspondientes se hará conforme a lo que dis-
ponga el Reglamento de esta Ley.

Artículo 26. Ante la violencia feminicida, el Estado mexica-
no deberá resarcir el daño conforme a los tratados interna-
cionales en materia de derechos humanos, de los que el
Estado mexicano sea parte, y considerar como reparación:

I. y II. …

III. …

a) …

b) La investigación de los servidores públicos omisos
o negligentes, que violenten los derechos humanos
de las víctimas, propiciando la impunidad, para
sancionarlos conforme a la normatividad corres-
pondiente, sin perjuicio de las responsabilidades ci-
viles o penales en las cuales puedan incurrir;

c) El diseño e instrumentación de políticas públicas
que prevengan, persigan y sancionen la comisión
de delitos cometidos contra las mujeres, y

d) …

Artículo 26 Bis. Las entidades federativas, municipios
o alcaldías, en cuya demarcación sea emitida la decla-
ratoria de alerta de violencia de género deberán, con-
forme a las competencias y atribuciones de cada orden
de gobierno y poder correspondiente:

1. Implementar el plan de acción estratégico;

2. Adecuar las políticas públicas de procuración de
justicia, seguridad y transporte público, incluyendo
la perspectiva de género, para prevenir cualquier ti-
po de violencia contra las mujeres;

3. Destinar y ejercer de manera eficiente y eficaz, el
presupuesto para atender la declaratoria de alerta
de género y el plan de acción correspondiente, y

4. Elaborar un informe trimestral que contenga los
avances y resultados de las medidas y acciones esta-
blecidas en el plan de acción estratégico, para su di-
fusión entre la población.

Las entidades federativas, municipios y/o alcaldías que
sean omisas en implementar las medidas y acciones es-
tablecidas en el plan de acción estratégico, dentro de los
plazos establecidos, serán sancionadas conforme a lo
que establezca el Reglamento.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Las medidas y acciones que realicen
las entidades federativas, municipios y/o alcaldías para dar
cumplimiento al presente decreto, se cubrirán con los re-
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cursos otorgados para la atención de la Declaratoria de
Alerta de Género, aprobados por la Cámara de Diputados
en el Presupuesto de Egresos de la Federación del ejercicio
fiscal de que se trate.

Artículo Tercero. El Poder Ejecutivo federal contará con
un plazo de 180 días naturales a partir de la entrada en vi-
gor del presente decreto para realizar las modificaciones
necesarias al reglamento de la ley.

Notas

1 http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/sconvention.htm

2 http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html

3 http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html

4 http://cedoc.inmujeres.gob.mx/documentos_download/CEDAW_
C_MEX_CO_7_8_esp.pdf

5http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2017/endireh/endi-
reh2017_08.pdf

6 https://www.gob.mx/inmujeres/es/acciones-y-programas/alerta-de-
violencia-de-genero-contra-las-mujeres-80739

7 Artículo 22, Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia, 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVLV_2206
17.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de febrero de 2019.— Dipu-
tada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que adiciona el artículo 213 Ter y reforma el
400 Bis del Código Penal Federal, a cargo de la diputada
Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Parlamentario
de Morena

La suscrita, diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-

mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona un artículo 213-Ter y un pá-
rrafo al artículo 400 Bis 1, ambos del Código Penal Fede-
ral, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La corrupción es un acto vil, que debilita la democracia y
constituye una afrenta a la sociedad mexicana, por lo que
es urgente combatirla y eliminarla por todos los medios de
que dispongamos, esta cuenta con manifestaciones graves
que lesionan los bienes públicos y a las y los mexicanos.

En México, se estima que el costo anual de la corrupción
puede llegar hasta 10 por ciento del producto interno bruto
(PIB), por lo que es indispensable establecer medidas que
tiendan a disminuir y erradicar esta práctica dentro de la
administración pública. Además, la corrupción, se percibe
como uno de los mayores obstáculos para el desarrollo de
negocios en México, por encima de la regulación tributaria
y la burocracia.

Algunas de las consecuencias de la corrupción son: es de-
vastadora con el presupuesto del Estado y especialmente
grave para regiones en donde impera la pobreza de cualquier
tipo, ya que impide que el Estado distribuya de manera efi-
ciente los recursos necesarios para combatir estos proble-
mas, lo que perpetúa a las personas en situaciones socioeco-
nómicas de miseria e ignorancia; esto a su vez implica que
habrá una nueva generación de ciudadanos poco preparados,
con poco potencial económico, que pueden padecer episo-
dios que les hagan proclives a la criminalidad. Pero lo males
no acaban allí, la corrupción genera que sean personas poco
preparadas las que terminen en puestos clave de servicio al
país. Llegan primos, cuñados y tíos a dirigir áreas en las ins-
tituciones económicas, sociales y políticas clave; llenan los
puestos que deberían ser ocupados por personas con trayec-
torias académicas y profesionales necesarias. Asimismo, las
obras de infraestructura no son ejecutadas conforme a los es-
tándares requeridos por la ley, las constructoras elegidas pa-
ra realizar las obras públicas no son las mejores, los servicios
prestados por el Estado no son los esenciales, entre muchas
otras.

De acuerdo con el Índice de Percepción de la Corrupción
que elabora Transparencia Internacional,1 México ocupa el



lugar 135 de 180 países, lo cual nos sitúa como el país con
mayor índice de corrupción de América Latina y el Caribe.
De acuerdo con el informe, 51 por ciento de los mexicanos
encuestados respondió haber pagado un soborno para soli-
citar o facilitar su acceso a servicios públicos básicos en los
últimos 12 meses.

De igual manera la Encuesta Nacional de Victimización y
Percepción sobre Seguridad Pública (Envipe 2018)2, seña-
la que 77.3 por ciento de la población de 18 años y más
considera que la Policía de Tránsito es corrupta, seguida de
la Policía Preventiva Municipal con 69.1 por ciento. Esta
percepción, aunada a la debilidad del sistema de procura-
ción e impartición de justicia, las penas interpuestas para
los autores del delito, la evasión de implicados y las demo-
ras en los procesos judiciales, evidencian un clima de im-
punidad que beneficia la proliferación de estos actos, cuan-
do se cometen por servidores públicos, ya que dan la
impresión de que al incurrir en estos actos no recibirán cas-
tigo alguno aun y cuando los cometan de manera reiterati-
va. Por lo que, en opinión de la suscrita, las causas de la
persistencia de la corrupción en nuestras instituciones son
múltiples, siendo una de sus principales explicaciones esta
ausencia de castigo a aquellos que incurren en comporta-
mientos delictivos o, al menos, poco éticos. Si a esto le adi-
cionamos la existencia de mecanismos en las normas pena-
les que inhiben un adecuado ejercicio de la acción penal
para luchar con actos de corrupción, se obtiene la fórmula
idónea para que un servidor público de dudosa moral robe
de manera indiscriminada y quede impune.

Es así como, en muchos casos, las investigaciones y proce-
sos judiciales, son concluidas a través del mecanismo de la
prescripción lo cual refuerza la percepción de impunidad y
fomenta la reproducción de estas prácticas, en todos los ni-
veles de la administración pública. Por lo que no debe exis-
tir ninguna barrera de índole temporal que permita llevar a
cabo el ejercicio de la acción penal hasta la sentencia co-
rrespondiente.

La prescripción es una causa legal de extinción de la res-
ponsabilidad del autor de un delito y se funda en el simple
paso del tiempo, sobre los acontecimientos humanos que
originaron dicha responsabilidad, es decir, se instaura una
forma de impedir el ejercicio del poder punitivo una vez
han transcurrido determinados plazos a partir de la comi-
sión del hecho o del pronunciamiento de la condena, sin
que se cumpla la sanción en contra de quien o quienes re-
sulten responsables.

De tal manera, la imprescriptibilidad de estos delitos se
constituye como una fuente permanente de justicia para
aquellos a quienes se les ha afectado de manera negativa
por la comisión de estos, este hecho cobra mayor relevan-
cia cuando la afectación se da hacia el Estado mexicano, es
decir, se violenta el patrimonio de las y los mexicanos.

Para el caso de la presente iniciativa me referiré particular-
mente a los delitos de peculado, enriquecimiento ilícito y
operaciones con recursos de procedencia ilícita, estos, con-
forme a lo señalado en el Código Penal Federal, son come-
tidos tanto por particulares como por servidores públicos,
pero son estos últimos quienes en el sexenio pasado exhi-
bieron un sinfín de actuaciones que lesionaron el patrimo-
nio de todas y todos los mexicanos, y que, además, siguen
lastimando a la sociedad mexicana por la inacción de la
justicia para castigar a quienes cometieron estos actos, cer-
niendo una percepción de impunidad que sólo alienta a
aquellos que los cometen.

En este sentido, se propone adicionar un artículo 213-
Ter que señale explícitamente la imprescriptibilidad de
los delitos de enriquecimiento ilícito y peculado, con la
aclaración de que ésta aplicará, cuando sea cometido úni-
camente por un servidor público, en el caso de peculado.
Lo anterior busca eliminar la posibilidad de que el servidor
público evada la acción de la justicia al escudarse en su en-
cargo para el caso de aquellos que cuenta con fuero. Asi-
mismo, elimina las restricciones temporales que se impone
a los órganos de procuración de justicia para investigar los
hechos delictivos y solicitar el ejercicio de la acción penal
a los órganos impartidores de justicia, lo que, para el caso
de estos últimos representa una posibilidad de allegarse de
todos los medios de prueba disponibles que les permitan
dictar una sentencia conforme a derecho y en apego a la
verdad histórica.

Adicionalmente, se propone adicionar un párrafo al ar-
tículo 400 Bis, que igualmente establecerá la impres-
criptibilidad de este delito para los servidores públicos
que lo cometan.

Con esta adición, se logrará que los servidores públicos
que han cometido ilícitos en el ejercicio de su encargo y en
perjuicio de la sociedad mexicana, no evadan su responsa-
bilidad y se le someta a la acción de la justicia por los car-
gos que se les imputen.

Lo anterior en el entendido de que, quien se enriquece me-
diante la comisión de un delito doloso contra el Estado,
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atenta contra el sistema democrático y la propia sociedad.
Por lo que, la no prescripción de los delitos cometidos por
funcionarios públicos incidirá en el fortalecimiento de la
cultura democrática y en la consolidación de un Estado ga-
rante que utilice de manera eficaz los recursos públicos en
beneficio de la sociedad.

En virtud de lo expuesto, propongo a consideración de es-
ta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que adiciona un artículo 213-Ter y un
párrafo tercero al artículo 400 Bis, ambos del Código
Penal Federal

Artículo Único. Se adiciona un artículo 213-Ter, y un pá-
rrafo tercero recorriéndose los subsecuentes al artículo 400
Bis, del Código Penal Federal para quedar como sigue:

Artículo 213-Ter. Cuando los delitos señalados en los
artículos 223 y 224, sean cometidos por servidores pú-
blicos, estos serán imprescriptibles y se considerarán
como delitos graves si afectan el patrimonio de la Ha-
cienda Pública.

Artículo 400 Bis. …

I. y II. …

…

Para el caso de que las conductas sean cometidas por
servidores públicos en el desempeño de su encargo,
las sanciones contempladas en este artículo serán im-
prescriptibles y se considerarán como delito grave.

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Notas

1 Índice de Percepción de la Corrupción, Transparencia Internacional 

https://transparencia.org.es/wp-content/uploads/2018/02/tabla_sin-
tetica_ipc-2017.pdf

2 Encuesta Nacional de Victimización y Percepción Sobre Seguridad
Pública (ENVIPE 2018) 

http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-
nes/2018/EstSegPub/envipe2018_09.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de febrero de 2019.— Dipu-
tada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, del Grupo Par-
lamentario de Morena

La suscrita, diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman los párrafos noveno y déci-
mo primero del artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y
de la Niña,1 ratificada por el Estado Mexicano en 1990,2

constituyó un instrumento fundamental para la construcción
de una nueva visión sobre la infancia y para el estableci-
miento de compromisos claros a nivel internacional para
adoptar lineamientos que permitieran garantizar los dere-
chos contenidos en la misma, en concordancia con los idea-
les del derecho a la vida, la supervivencia y desarrollo, co-
mo lo señala su artículo 6o.3

Desde su adopción, los Estados parte se comprometieron a
adoptar e implementar las medidas administrativas, legis-



lativas, judiciales y de cualquier otra índole para reconocer
y respetar los derechos establecidos en la Convención.

En el entendido de que las leyes constituyen una herra-
mienta indispensable para delinear las prioridades en el de-
sarrollo de un país y, por ende, son el origen de las políti-
cas públicas adoptadas por el Estado, el compromiso
establecido en la Convención sirvió para que diversos or-
ganismos nacionales e internacionales, como el Comité de
los Derechos del Niño de la ONU, que es el organismo en-
cargado de supervisar el cumplimiento de la Convención
en los Estados parte, urgieran a los Estados parte en la ne-
cesidad de armonizar sus leyes para garantizar la protec-
ción de estos derechos en el corto y largo plazo.

En México durante los años en que ha estado vigente la
Convención se sucedieron varias reformas en el ámbito le-
gislativo, relacionadas principalmente con el reconoci-
miento de los derechos humanos de la niñez, sobre todo en
la segunda mitad de los 90. Dichas reformas abordaron una
multiplicidad de temas, entre los cuales se pueden mencio-
nar: la violencia intrafamiliar, adopciones, la tipificación
especial de delitos cometidos contra niñas y niños, entre
otras, sin embargo, también ocurrieron reformas que se
dieron en sentido contrario a lo establecido en la Conven-
ción, sobre todo en el ámbito penal.

De tal manera organizaciones de la sociedad civil, legisla-
dores, personalidades involucradas en la promoción y de-
fensa de los derechos de la niñez en México, así como el
Comité de los Derechos del Niño de la ONU, enfatizaron
la necesidad primordial de crear leyes especializadas en el
ámbito federal y estatal, que atendieran de manera integral
la situación que en ese entonces atravesaban los derechos
humanos de la infancia, creando medidas apropiadas para
garantizar su respeto y cumplimiento. Las reformas especí-
ficas, si bien útiles y enfocadas en el reconocimiento de
una protección integral difícilmente podían ser aplicadas
de manera eficaz, ya que la desarticulación y contradiccio-
nes de otros marcos normativos relativos a los derechos de
la niñez, creaban esferas de aplicación jurídicas contradic-
torias y que se contraponían, lo que impedía a las autorida-
des encargadas de ejecutarlas brindar una atención óptima
a las niñas y niños que así lo requerían.

Estas contradicciones sumadas a las precarias condiciones
de vida de millones de niñas y niños4 en México justifica-
ron propuestas en torno a reformar la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos a fin de incluir en nues-

tra Carta Magna, los compromisos del Estado mexicano
frente al reconocimiento, protección y defensa de los dere-
chos de la niñez, orientando así a las leyes federales y es-
tatales, dando origen a instrumentos especializados para tal
efecto y que servirían de base para que se armonizara el
marco normativo del país.

El 13 diciembre de 1999 el Poder Legislativo aprobó una
reforma al artículo 4o. de la Constitución, que introducía la
noción de los derechos de niñas y niños, señalaba algunos
y establecía obligaciones básicas para la familia, la socie-
dad y el Estado con el objeto de protegerlos.

Los niños y las niñas tienen el derecho a la satisfacción de
sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano
esparcimiento para su desarrollo integral.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de
preservar estos derechos. El Estado proveerá lo necesario
para propiciar el respeto a la dignidad de la niñez y el ejer-
cicio pleno de sus derechos.

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que
coadyuven al cumplimiento de los derechos de la niñez…5

En abril de 2000, el legislativo aprobó la Ley para la Pro-
tección de los Derechos de niñas, niños y adolescentes, re-
glamentaria del artículo 4o. constitucional.6

Estas medidas deben ser consideradas como un paso fun-
damental en materia de protección de los derechos de la
niñez, principalmente porque introducen, por primera
vez en el marco jurídico nacional, los conceptos de niña,
niño y sus derechos específicos, aspectos que resultan
fundamentales para un trato diferente hacia este sector de
la población.

La citada modificación constitucional ha llevado a refle-
xionar en torno a la necesidad, de contar con un marco le-
gal amplio que garantice los derechos de la niñez y las con-
diciones que son básicas para hacerlos valer.

Por ello, un análisis detallado muestra limitaciones, omi-
siones y contradicciones que ponen en riesgo tanto los de-
rechos que se establecen en el marco normativo actual co-
mo aquellos que garantiza la Convención y, sobre todo
vulnera la posibilidad real de establecer un marco legal,
que atienda de forma integral y efectiva las necesidades de
niñas y niños en nuestro país.
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Aunado a lo anterior, otro riesgo, es la creación de leyes lo-
cales que reproduzcan los errores y limitaciones de la ley
general. Estas y otras situaciones hacen pensar que en po-
co ayudarán las leyes para revertir el deterioro de los dere-
chos de la niñez si no comprometen recursos y políticas pú-
blicas en mayor medida y calidad, que sumando estas
condiciones al clima de violencia generalizada que experi-
menta el país desde hace 12 años se prevé un continuum en
la afectación a la esfera de derechos de niñas y niños, sin
importar el medio donde se desarrollen.

Como respuesta a esta situación diversas organizaciones
sociales de la sociedad civil participan activamente en la
generación de propuestas en materia de legislación infantil
y en la realización de campañas para sensibilizar e infor-
mar a distintos sectores de la sociedad, sobre la necesidad
de que desde la ley y mediante la instrumentación de los
mecanismos que esta contempla se garanticen los derechos
de la niñez.

Es a partir de estas experiencias y propuestas, que ahora se
presenta un proyecto de iniciativa de ley, de rango Consti-
tucional, que establece las líneas básicas con que debe con-
tar nuestra Carta Magna para generar una legislación en
pro de los derechos de niñas, niños y adolescentes.

Es necesario considerar que dichas líneas pueden ofrecer
los elementos mínimos indispensables que permitan imple-
mentar una estrategia integral cuyo objeto sea garantizar
desde las diversas leyes federal y estatales, los derechos de
niñas, niños y adolescentes. 

En virtud de lo expuesto, propongo a consideración de es-
ta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los párrafos noveno y
décimo primero del artículo 4o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforman los párrafos noveno y décimo
del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos para quedar como sigue:

Artículo 4o. …

…

…

…

…

…

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará
y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez,
garantizando de manera plena sus derechos. Sera niño o
niña, toda persona menor de dieciocho años. Los niños
y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesi-
dades de alimentación, salud, educación y sano esparci-
miento para lograr un desarrollo integral. Este principio
guiará el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de
las políticas públicas dirigidas a la niñez.

…

El Estado otorgará a los particulares las facilidades que
coadyuven al respeto, protección y cumplimiento de los
derechos de la niñez.

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a partir del día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Notas

1 Convención sobre los Derechos del Niño 

https://www.unicef.org/mexico/spanish/mx_Convencion_Dere-
chos_es_final.pdf

2 Tratados internacionales de los que el Estado mexicano es parte en
los que se reconocen derechos humanos 

http://www2.scjn.gob.mx/red/constitucion/TI.html

3 Convención sobre los Derechos del Niño Artículo 6 

https://www.unicef.org/mexico/spanish/mx_Convencion_Dere-
chos_es_final.pdf



4 La Infancia, UNICEF México “En 1990, de cada mil niños nacidos
vivos, 41 morían antes de cumplir los 5 años de edad.” 

https://www.unicef.org/mexico/spanish/ninos.html

5 Las contradicciones de la reforma al artículo 4o. constitucional, fren-
te a la Convención de los Derechos de la Niñez. 

http://www.derechosinfancia.org.mx/Legislacion/legislacion6.
htm

6 https://www.unicef.org/mexico/spanish/mx_resources_ley_nacio-
nal.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de febrero de 2019.— Dipu-
tada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 50 y 57 de
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, a cargo de la diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Se-
rrano, del Grupo Parlamentario de Morena

La diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, suscrita, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
lo establecido en los artículos 71,fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
los artículos 6, fracciones I y IV, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados y demás relativos y aplicables,
somete a consideración esta asamblea la presente iniciativa
con proyecto de decreto, por el que se adiciona una frac-
ción XIX al artículo 50 y una fracción XXIII al artículo 57,
todos de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Una de las mayores problemáticas de nuestra sociedad me-
xicana es la urgente necesidad de educar a nuestros niños,
niñas y adolescentes, respecto a los pros y contras de llevar
una vida saludable, debido que, de acuerdo al último estu-

dio realizado por la UNICEF, “México ocupa el primer
lugar mundial en obesidad infantil” y, “en el grupo de
edad de cinco a catorce años la desnutrición crónica es
de 7.25% en las poblaciones urbanas, y la cifra se du-
plica en las rurales. El riesgo de que un niño o niña in-
dígena se muera por diarrea, desnutrición o anemia es
tres veces mayor que entre la población no indígena.”

Es por lo anterior que se dilucida la urgente necesidad de im-
plementar éste tipo de iniciativas para promover la educación
nutricional en todas las Instituciones Educativas del país, y
así poder eliminar la desigualdad respecto a los niños, niñas
y adolescentes que concurran a las Instituciones Educativas
de todo el país. Me permito concentrarme en el tema de la
desigualdad respecto a los estudiantes de todos el país, por-
que no tienen las mismas necesidades nutricionales en Norte,
Sur, y Centro del país, ya que tal y como lo informa la UNI-
CEF mientras que preponderantemente en el Norte del país
se sufre de obesidad infantil, en el Sur del país se sufre por la
desnutrición de los niños, niñas y adolescentes, sobretodo,
tratándose de los niños, niñas y adolescentes que pertenecen
a una comunidad indígena, conllevando esto a una doble vic-
timización por violación a los derechos humanos que el Es-
tado Mexicano debería de proteger, ya que ningún niño, niña
y adolescente debe de sufrir los estragos y perjuicios de una
mala alimentación. Asimismo, se enfatiza en la obligatorie-
dad de que promover, proteger, respetar y garantizar todos los
derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a todos los niños, ni-
ñas y adolescentes.

Es menester señalar que ésta iniciativa es acorde a los cri-
terios jurisprudenciales de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación:

Época: Décima Época 
Registro: 2013137 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 36, noviembre de 2016, Tomo II 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: 1a. CCLXVII/2016 (10a.) 
Página: 895 

Derecho a la protección de la salud. Dimensiones in-
dividual y social.

La protección de la salud es un objetivo que legítima-
mente puede perseguir el Estado, toda vez que se trata
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de un derecho fundamental reconocido en el artículo 4o.
constitucional, en el cual se establece expresamente que
toda persona tiene derecho a la protección de la salud.
Al respecto, no hay que perder de vista que este derecho
tiene una proyección tanto individual o personal, como
una pública o social. Respecto a la protección a la salud
de las personas en lo individual, el derecho a la salud se
traduce en la obtención de un determinado bienestar ge-
neral integrado por el estado físico, mental, emocional y
social de la persona, del que deriva otro derecho funda-
mental, consistente en el derecho a la integridad físico-
psicológica. De ahí que resulta evidente que el Estado
tiene un interés constitucional en procurarles a las per-
sonas en lo individual un adecuado estado de salud y
bienestar. Por otro lado, la faceta social o pública del de-
recho a la salud consiste en el deber del Estado de aten-
der los problemas de salud que afectan a la sociedad en
general, así como en establecer los mecanismos necesa-
rios para que todas las personas tengan acceso a los ser-
vicios de salud. Lo anterior comprende el deber de em-
prender las acciones necesarias para alcanzar ese fin,
tales como el desarrollo de políticas públicas, controles
de calidad de los servicios de salud, identificación de los
principales problemas que afecten la salud pública del
conglomerado social, entre otras.

Es por lo anterior, que ésta iniciativa resulta congruente tan-
to al texto Constitucional, como a los tratados internacionales
en materia de derechos humanos, a la interpretación jurisdic-
cional de la Suprema Corte de Justicia de la Unión, y a la Ad-
ministración Pública Federal, motivo por el cual ésta iniciati-
va resulta idónea para la realidad social vivida día a día en las
Instituciones Educativas del país y sufrida por todos nuestros
niños, niñas y adolescentes a nivel nacional. 

En virtud de lo aquí expuesto someto a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto, por el que se adiciona una fracción XIX al
artículo 50 y una fracción XXIII al artículo 57, todos
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes

Único. Se adiciona una fracción XIX al artículo 50 y una
fracción XXIII al artículo 57, todos de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho
a disfrutar del más alto nivel posible de salud, así como
a recibir la prestación de servicios de atención médica

gratuita y de calidad de conformidad con la legislación
aplicable, con el fin de prevenir, proteger y restaurar su
salud. Las autoridades federales, de las entidades federa-
tivas, municipales y de las demarcaciones territoriales de
la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias, en relación con los derechos de niñas, ni-
ños y adolescentes, se coordinarán a fin de:

I. a XVIII. …

XIX. Impulsar y signar convenios de colaboración
con el objetivo de fomentar una adecuada educación
alimenticia en niños, niñas que se encuentren en cen-
tros educativos, mediante el apoyo de profesionales
en nutrición.

…

…

…

…

Artículo 57. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
una educación de calidad que contribuya al conocimiento
de sus propios derechos y, basada en un enfoque de dere-
chos humanos y de igualdad sustantiva, que garantice el
respeto a su dignidad humana; el desarrollo armónico de
sus potencialidades y personalidad, y fortalezca el respeto
a los derechos humanos y a las libertades fundamentales,
en los términos del artículo 3o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Edu-
cación y demás disposiciones aplicables.

…

…

I. a XXII. …

XXIII. Implementar mecanismos para fomentar la
educación en materia nutricional dentro de los cen-
tros educativos.

…

…

…



Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 21 días de febrero de 2019.—
Diputada Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.

LEY DEL SISTEMA DE HORARIO EN LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y DECRETO 

POR EL QUE SE ESTABLECE EL HORARIO 
ESTACIONAL QUE SE APLICARÁ EN LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUBLICADO 
EN EL DOF EL 1 DE MARZO DE 2002

«Iniciativa que deroga diversas disposiciones de la Ley del
Sistema de Horario en los Estados Unidos Mexicanos y
abroga el decreto por el que se establece el horario estacio-
nal que se aplicará en los Estados Unidos Mexicanos, pu-
blicado en el DOF el 1 de marzo de 2002, a cargo de la
diputada Claudia Reyes Montiel, del Grupo Parlamentario
del PRD

La suscrita, diputada federal Claudia Reyes Montiel, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática en la LXIV Legislatura del Congre-
so de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y los artículos 6, numeral 1, fracción
I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración del pleno de la Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por la que se derogan diversas disposiciones de la Ley
del Sistema de Horario en los Estados Unidos Mexicanos
y se abroga el decreto por el que se establece el horario
estacional que se aplicará en los Estados Unidos Mexi-
canos, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

El horario de verano consiste en adelantar durante los me-
ses de abril a octubre, los meses más soleados, el reloj una
o dos horas. Esta acción responde a la idea de que al ade-
lantar el reloj se aprovecha más la luz del día para la reali-
zación de actividades y, en consecuencia, se tiene un me-

nor uso de energía eléctrica, así como de los combustibles
necesarios para su producción. 

De acuerdo a David Prerau, autor del libro Seize the Day-
light: The Curious and Contentious Story of Daylight Sa-
ving Time (Aprovechar la luz del día: la curiosa y conten-
ciosa historia del horario de verano), fue Benjamín
Franklin el primero que consideró aprovechar que amane-
cía antes en verano para así ahorrar aceite de las lámparas
en la noche. En la Primera Guerra Mundial Alemania apli-
có esta medida para reducir el consumo de carbón y en Es-
tados Unidos, durante la Segunda Guerra Mundial se pro-
puso para ahorrar recursos y se usó nuevamente de
1973-1974. 

En México durante la década de los ochenta del siglo pa-
sado se decidió aplicar horarios diferenciados en algunos
estados del sur y noreste del país, como Campeche, Yuca-
tán, Quintana Roo, Nuevo León, Tamaulipas y Coahuila
pero estas disposiciones duraron muy poco tiempo, princi-
palmente porque se generó un desfase de las actividades
sociales y económicas con respecto a la capital del país. No
fue sino hasta 1996 que se adoptó el horario de verano en
todo el país mediante decreto promulgado por el Presiden-
te Ernesto Zedillo. 

¿El horario de verano es una medida que funciona 
realmente? 

El establecimiento del horario de verano en nuestro país ha
sido principalmente promovido por la Secretaria de Ener-
gía (Sener), la Comisión Nacional para el Uso Eficiente de
la Energía, la Comisión Federal de Electricidad (CFE) y el
Fideicomiso para el Ahorro de Energía Eléctrica bajo el ar-
gumento de que permite un importante ahorro de energía.
En este sentido, de acuerdo a la Sener este programa ha
propiciado hasta 2015 un ahorro de aproximadamente
22,853 GWh.1

Estos datos podrían hablar de que estamos ante una medi-
da adecuada en términos del bien común, empero, desde un
enfoque individual estos beneficios se ven severamente
cuestionados porque en los hechos no existe entre los con-
sumidores de energía una certeza de que estén ahorrando
energía, al contrario, se piensa que no existe tal ahorro y
consumen la misma o más energía al tener que usar la luz
para realizar sus actividades en la oscuridad. De igual for-
ma tampoco se tiene una certeza real de que el tiempo ga-
nado de luz se aproveche más el día para realizar activida-
des o en beneficio de la integración familiar.  
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Además, de acuerdo a la misma Sener el supuesto ahorro
de energía con el tiempo ha ido disminuyendo, sobre todo
a partir de 2013. En el periodo entre 2013 y 2016, el aho-
rro en el consumo se redujo en un 20.3% y en demanda evi-
tada se disminuyó hasta en un 44.3%.2 Es importante con-
siderar que el horario de verano no es la única estrategia
que existe para ahorrar energía, ya que se cuenta con otras
estrategias y programas que tienen este mismo fin, tales
como el Programa Nacional para el Aprovechamiento Sus-
tentable de la Energía y el establecimiento de Normas Ofi-
ciales Mexicanas de Eficiencia Energética. 

La normalización en eficiencia energética se considera la
política pública costo-beneficio más exitosa en México,
y consiste en el establecimiento de especificaciones téc-
nicas dirigidas a limitar el consumo de energía en equi-
pos, aparatos y sistemas comercializados en el país. Las
primeras normas oficiales en materia de energía en nues-
tro país se emitieron en 1995 y para el 2016 se contaba
con 30 NOM-ENER dirigidas a regular el consumo de
energía eléctrica y térmica de equipos y sistemas del sec-
tor residencial, comercial y servicios, industrial, trans-
porte y agropecuario.3

Otro argumento que nos permite cuestionar la validez del
horario de verano, así como su continuidad en nuestro
país, es que es una medida promovida por la necesidad
de los países de igualar su horario con otros países, con
el fin de facilitar las transacciones comerciales y las co-
municaciones. La razón de que se haya eliminado en Yu-
catán y otras partes del país es una clara muestra de ello.
Sobre esto menciona el doctor Felipe Torres Torres, in-
vestigador del Instituto de Investigaciones Económicas
de la UNAM lo siguiente:

La globalización de los mercados supedita al gobierno lo-
cal a concebir formas nuevas e inmediatas de racionalidad
económica. Se trata de que las economías internas se sin-
cronicen con los tiempos y movimientos de las actividades
económicas, los flujos de capital y el uso de los recursos
productivos del entorno mundial. Es en este esquema que
se debe justificar y entender la aplicación en México del
horario de verano.4

Por otra parte, otra razón importante que pone en duda efi-
cacia del horario de verano es que se ha observado que ge-
nera importantes problemas en la salud de las personas. De
acuerdo a un estudio publicado en la revista de la Facultad
de Medicina de la UNAM, el cual fue realizado por solici-
tud de la Sener y CFE, el cambio de horario puede afectar

aspectos biológicos de las personas como su rendimiento
fisiológico, emocional e intelectual. 

Por ejemplo, en los niños pequeños el cambio de horario pue-
de alterar sus horas de vigilia y sueño, así como la necesidad
de ingerir alimentos. Esta situación se manifiesta en variacio-
nes en la temperatura corporal, en la concentración de corti-
sol en la sangre y en la producción de orina. En las personas
mayores el cambio de horario puede modificar igualmente la
alternancia sueño-vigilia, lo que puede generar periodos de
insomnio que llega a confundir -y generar angustia a veces–
a las personas. “También pueden aparecer modificaciones en
el ritmo regulador de la alimentación y paulatinamente en
otros “relojes” conforme la vejez avanza”.5

Por último, existe otro aspecto que no podemos soslayar en
la discusión en torno al horario de verano y que tiene que
ver con su legitimidad. Más allá de su cuestionada eficien-
cia, lo cierto es que desde que se estableció por medio de
un decreto presidencial fue severamente cuestionado por
diversos sectores de la población. 

Estos cuestionamientos llevaron a la realización de diver-
sas acciones políticas y sociales en su contra, siendo las
más importantes las ocurridas en Chiapas, en donde los
diputados rechazaron el cambio de horario con el respal-
dado de más de 150 mil firmas y en el entonces Distrito
Federal, en donde se realizó una consulta en la que más
de un millón de personas votó en contra de esta medida.
Este rechazo escaló a tal nivel que incluso la Suprema
Corte de Justicia de la Nación tuvo que intervenir en 2001
para resolver una controversia constitucional en torno al
horario de verano. 

Conforme pasaba el tiempo las críticas y el rechazo al ho-
rario de verano aumentaron, principalmente porque no se
observaban los beneficios esperados y sobre todo porque
pese a este evidente clima de aversión al horario de verano
los distintos gobiernos no habían mostrado un interés en
escuchar la opinión del pueblo con respecto a este tema, lo
que llevó a ver al horario de verano como una verdadera
imposición. En una verdadera democracia, que tenga como
principio fundamental mandar obedeciendo, es necesario
conocer y obedecer la voz del pueblo en decisiones que lo
afectan de manera directa. 

En Europa, el año pasado en los países miembros de la
Unión Europea se realizó una consulta para determinar la
continuidad o no del horario de verano. Alrededor de cinco
millones de personas participaron y el 80 por ciento dijo



estar en contra del cambio de hora dos veces al año. Esto
condujo a que para abril de este año los países miembros
de la Unión Europea determinen si continúan o no imple-
mentando el horario de verano.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
del pleno de la Cámara de Diputados, la siguiente iniciati-
va con proyecto de 

Decreto que deroga diversas disposiciones de la Ley del
Sistema de Horario en los Estados Unidos Mexicanos y
abroga el decreto por el que se establece el horario esta-
cional que se aplicará en los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Primero. Se derogan los artículos 4, 5, 6 y 7 de
la Ley del Sistema de Horario en los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar como sigue:

Artículo 1 a 3. ...

Artículo 4. Derogado

Artículo 5. Derogado

Artículo 6. Derogado

Artículo 7. Derogado

Transitorios

...

Artículo Segundo. Se abroga el decreto por el que se esta-
blece el horario estacional que se aplicará en los Estados
Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 1 de marzo de 2002.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Acuerdo por el que la Secretaría de Energía aprueba y publica la re-
visión y actualización del Programa Nacional para el Aprovechamien-
to Sustentable de la Energía 2014-2018. Disponible en: 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5469371&fe-
cha=19/01/2017

2 El Universal, “El horario de verano genera cada vez menos ahorros”,
1 de abril de 2017. Disponible en: 

https://www.eluniversal.com.mx/articulo/cartera/econo-
mia/2017/04/1/el-horario-de-verano-genera-cada-vez-menos-aho-
rros 

3 Acuerdo, Op. Cit. 

4 Torres, Torres Felipe, El cambio de horario de verano: su impacto en

la economía de los hogares urbanos de México. Disponible en: 

https://docs.google.com/viewerng/viewer?url=http://revistas.unam
.mx/index.php/rme/article/viewFile/4254/3787

5 Collado-Ardón, Rolando, Aguilar, Raúl, Álvarez-Gayou, Juan Luis,
et al, El cambio de horario y la salud. Disponible en: 

http://www.medigraphic.com/pdfs/facmed/un-2001/un015g.pdf

Palacio Legislativo, a 26 de febrero de 2019.— Diputada Claudia Re-
yes Montiel (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Gobernación y Po-
blación, y de Energía, para dictamen.

LEY PARA EL DESARROLLO DE LA
COMPETITIVIDAD DE LA MICRO, PEQUEÑA

Y MEDIANA EMPRESA

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 3, 4 y 18 de
la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa, a cargo de la diputada Laura
Érika de Jesús Garza Gutiérrez, del Grupo Parlamentario
del PES

Quien suscribe, Laura Érika de Jesús Garza Gutiérrez, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro
Social en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto
de decreto, al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

El objeto de la ley es promover el desarrollo económico na-
cional a través del fomento de la creación de micro, pe-
queñas y medianas empresas y el apoyo para su viabilidad,
productividad, competitividad y sustentabilidad con la fi-
nalidad de fomentar el empleo y el bienestar social y eco-
nómico de todos los participantes en la micro, pequeña y
mediana empresa.

El 21 de enero de 2015 se publicó en el Diario Oficial de
la Federación una reforma de la presente ley en materia de
perspectiva de género. Dicha iniciativa comprendió los ar-
tículos 9, 11 y 14.

Fracción V del artículo 9 de esta ley, que refiere:

Artículo 9. Los programas sectoriales referidos en el Ar-
tículo 5 de esta Ley, deberán contener, entre otros:

V. Perspectiva de género.

Artículo 11, párrafo segundo:

Adicionalmente, la Secretaría promoverá esquemas
para facilitar el acceso al financiamiento público y
privado a las Mipyme, en igualdad de oportunidades
para las mujeres y los hombres. Poniendo especial én-
fasis en garantizar el acceso a dicho financiamiento pa-
ra la mujeres…

Artículo 14, fracción I:

I. La formación de una cultura empresarial con pers-
pectiva de género enfocada al desarrollo de la compe-
titividad en las Mipyme a través de la detección de ne-
cesidades en capacitación, asesoría y consultoría…

Sin embargo, esta reforma no precisa qué se entiende por
“perspectiva de género” que permita una puntual aplicación.

De acuerdo con el Glosario de Igualdad de Género de
ONU Mujeres,1 la perspectiva de género es “una forma
de ver o analizar que consiste en observar el impacto del
género en las oportunidades, roles e interacciones socia-
les de las personas. Esta forma de ver es lo que nos per-
mite realizar un análisis de género y luego transversalizar
una perspectiva de género en un programa o política pro-
puesta, o en una organización”.

El Glosario de Género del Instituto Nacional de la Mujeres
(Inmujeres),2 en relación con la perspectiva de género afirma
que la perspectiva plantea la necesidad de solucionar el des-
equilibrio que existe entre hombres y mujeres, mediante

a) Redistribución equitativa de las actividades entre los
sexos en todas las esferas.

b) Justa valoración de los trabajos que realizan los hom-
bres y las mujeres, en lo referente a la crianza de los hi-
jos, el cuidado de enfermos y las tareas domésticas.

c) Modificaciones en las estructuras sociales, mecanis-
mos, reglas, prácticas y valores que produce la des-
igualdad.

d) El fortalecimiento del poder de gestión y decisión de
las mujeres.

El Inmujeres afirma que la perspectiva cuestiona los aportes
y los beneficios diferenciados de las políticas públicas en la
calidad de vida de mujeres y hombres; asimismo, visibiliza a
las mujeres como sujetos potenciales del desarrollo.

De acuerdo con el portal de la revista electrónica empresa-
rial Vive Tu Empresa,3 las estadísticas Mujeres Empresa-
rias en 2018 refieren:

• Las mujeres en los países pertenecientes a la OCDE
perciben 16 por ciento menos en su salario que los 
hombres.

• México ocupa el lugar 83 de 135 países en el último
reporte de Brecha de Género del World Economic Fo-
rum (World Economic Forum).

• Las mujeres destinan más del 70 por ciento de sus ga-
nancias a la comunidad y a su familia, en tanto que los
hombres sólo inyectan entre 30 y 40 por ciento de sus
recursos para dichos fines. (Asociación Mexicana de
Mujeres Empresarias Ammje).

• En México de cada cinco pequeñas y medianas empre-
sas que se abren, tres están lideradas por mujeres (Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público, SHCP).

• 37 por ciento aportan las mujeres empresarias de Mé-
xico al producto interno bruto, destacan los reportes del
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi).



• De acuerdo con la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, de cada 100 mujeres que solicitan un préstamo
para invertir en su empresa, 99 por ciento salda sus deu-
das de manera íntegra (SHCP).

• Las mujeres en México sólo representan el 16 por
ciento del sector empresarial de acuerdo con el Inegi
(Inegi).

• Pese a importantes avances en educación, las brechas
de género en términos de trabajo remunerado y no re-
munerado en México están entre las mayores de la OC-
DE (OCDE).

• Las mujeres tienen mayores tasas de graduación de
educación terciaria (universitaria) que los hombres (21
por ciento comparado con 18 por ciento; OCDE).

• Muchas mujeres mexicanas se enfrentan a importantes
obstáculos que les impiden participar plenamente en el
mercado laboral. Estos incluyen: la carga del trabajo no
remunerado (las mexicanas dedican 4 horas diarias más
al trabajo no remunerado que los hombres); los tradi-
cionales roles de género; y la carencia de políticas de
conciliación entre trabajo y vida familiar, especialmen-
te la insuficiente oferta de servicios de cuidado infantil
y de prácticas laborales flexibles (OCDE).

Datos tomados del artículo “Estadísticas sobre mujeres y
empresarias en México” del Centro de Investigación de
Mujer en la Alta Dirección, señalan:4

• Las mujeres ocupan el 31 por ciento de los puestos de
alta dirección en México (32 por ciento en la OCDE), 7
por ciento de los miembros de la junta directiva de las
empresas mexicanas son mujeres (10 por ciento en la
OCDE), y sólo el 2 por ciento de las mujeres mexicanas
son empresarias (en comparación con el 6 por ciento de
los hombres; OCDE, 2011).

• El 51 por ciento de los trabajadores por cuenta propia
en el sector informal son mujeres (OCDE, 2011).

• El 24.5 por ciento de las mujeres trabajan medio tiem-
po, sólo 8.2 por ciento de los hombres trabajan en esta
modalidad (OCDE, 2011).

• El 78 por ciento de las mujeres trabajan en el sector sa-
lud y en educación (Inegi, 2012).

• Las mujeres ocupan menos de un tercio de los puestos
gerenciales y tienen una participación de 1 mujer por ca-
da 10 hombres en los puestos directivos (OIT, 2012).

• Actualmente, las mujeres terminar la universidad con
mejores calificaciones que los hombres, pero antes de
que cumplan 30 años ya van a estar ganando 10 por
ciento menos que ellos (GEM, 2012).

• De acuerdo con el Instituto de Estadística de la
UNESCO, se calcula que en la actualidad dos terceras
partes de los 875 millones de adultos analfabetos en el
mundo son mujeres (UNESCO, 2013).

• De acuerdo con datos del segundo trimestre de 2012
de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo
(ENOE), 43.5 por ciento de las mujeres de 14 años y
más forman parte de la población económicamente acti-
va (PEA) en el país. De ellas, 91.9 por ciento combina
sus actividades extradomésticas19 (trabajo y estudio)
con quehaceres domésticos, situación que resulta con-
trastante con la de los varones, entre los cuales 54.5 por
ciento cumple con esta condición. La población ocupa-
da femenina alcanzó 95.1 por ciento del total de la PEA,
mientras que 4.9 por ciento buscaron incorporarse a al-
guna actividad económica (tasa de desocupación;
ENOE, 2012).

• De las mujeres ocupadas, 23.5 por ciento trabaja por
cuenta propia, 2.5 por ciento son empleadoras y 9.2 por
ciento no recibe remuneración por su trabajo. Dos de ca-
da tres mujeres ocupadas (64.8 por ciento) son subordi-
nadas y remuneradas. El 44.7 por ciento de estas mis-
mas trabajadoras no cuenta con acceso a servicios de
salud, más de la tercera parte (35.2 por ciento) no cuen-
ta con prestaciones y 44.1 por ciento labora sin tener un
contrato escrito (Inegi, 2013).

• La mayoría de las mujeres ocupadas desempeña acti-
vidades en el sector terciario (8 de cada 10). De ellas so-
bresale que 3 de cada 10 (31.9 por ciento) son comer-
ciantes, 27.6 por ciento son trabajadoras en servicios
personales20 y 14.3 por ciento oficinistas (Inegi, 2013).

• 46 por ciento de las noticias alimentan los estereotipos
de género (UNESCO, 2013).

• La participación de mujeres empresarias está cada vez
más cerca de ser igual que los hombres, incluso en paí-
ses de América Latina como Ecuador y Panamá hay
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mayor participación de mujeres que de hombres (GEM,
2012).

• La mayoría de las mujeres en América Latina trabaja
por necesidad (GEM, 2012).

• Las mujeres de todo el mundo no están suficientemen-
te apoyadas como para que les sea fácil empezar una
empresa (GEM, 2012).

• Finlandia es el único país en el mundo donde ya no
existe brecha entre la participación de las mujeres y de
los hombres en la empresa (GEM, 2012).

• 4 de cada 10 personas en Finlandia considera que tie-
ne las habilidades y conocimientos para empezar un ne-
gocio (GEM, 2012).

• El Informe sobre el Desarrollo Mundial 2011 del Ban-
co Mundial sugiere que la productividad podría aumen-
tar hasta 25 por ciento en algunos países si las barreras
discriminatorias contra las mujeres desaparecieran
(Banco Mundial, 2011).

• En México, 43.5 por ciento de la población adulta per-
cibe oportunidades de negocio y 60.6 por ciento siente
que tiene las habilidades requeridas para iniciar una em-
presa, pero sólo 26.6 por ciento reconoce que el miedo
al fracaso le impide hacerlo; en general, 24.2 por ciento
tiene intenciones reales de emprender. Los datos de la
actividad emprendedora muestran que 5.7 por ciento de
la población adulta en México tiene una empresa na-
ciente y 4 por ciento una empresa nueva, por lo que la
TEA temprana se ubica en 9.6 por ciento; una tasa que
coloca a México por debajo de la media de su grupo de
desarrollo (GEM, 2011).

• En México, 43.5 por ciento de la población adulta per-
cibe oportunidades de negocio y 60.6 por ciento siente
que tiene las habilidades requeridas para iniciar una em-
presa, pero solo 26.6 por ciento reconoce que el miedo
al fracaso le impide hacerlo; en general, 24.2 por ciento
tiene intenciones reales de emprender. Los datos de la
actividad emprendedora muestran que 5.7 por ciento de
la población adulta en México tiene una empresa na-
ciente y 4 por ciento una empresa nueva, por lo que la
TEA temprana se ubica en 9.6 por ciento; una tasa que
coloca a México por debajo de la media de su grupo de
desarrollo (GEM, 2011).

• En los últimos años ha cambiado la presencia de la
mujer en las industrias llamadas “no tradicionales”2 y
esto se refleja desde el número de mujeres inscritas en
carreras como derecho, medicina e ingenierías (Zablu-
dovsky, 2012).

• En las áreas donde hay más mujeres son las áreas don-
de están más castigados los salarios, en la medida en la
que hay más presencia de hombres en un sector suben
los salarios (ONU Mujeres 2012).

• La participación de las mujeres en el sector laboral fo-
menta generalmente la honestidad, esto es por cuestio-
nes históricas ya que culturalmente al hombre le cuesta
más trabaja intentar sobornar o corromper a una mujer”
(Scherer, 2012).

El presente proyecto legislativo armoniza el principio
constitucional de no discriminación, la perspectiva de gé-
nero y la figura empresarial de la Mipyme.

Al respecto, en el artículo 12 de la Ley del Inmujeres se es-
tablece la participación de las mujeres empresarias en el
Consejo Consultivo y el Consejo Social del instituto.

Además, la fracción VII del artículo 7 de la Ley del Insti-
tuto Nacional de las Mujeres prevé:

VII. Establecer y concertar acuerdos y convenios con
las autoridades en los tres niveles de gobierno para pro-
mover, con la participación, en su caso, de los secto-
res social y privado, las políticas, acciones y programas
que se establezcan en el Programa Nacional para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres;

Complementar la reforma, como se afirmó en el inicio del
proyecto, es la finalidad de esta iniciativa.

A fin de precisar el contenido de la iniciativa, se adjunta el
siguiente cuadro comparativo:
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Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Mi-
cro, Pequeña y Mediana Empresa
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Por lo expuesto, fundado y motivado, y con base en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 3, numeral 1,
fracción VIII, 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-

mento de la Cámara de Diputados, quien suscribe somete a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se adiciona al artículo 3 la fracción
XVI Bis, al 4 el inciso j) a la fracción II y al 18 la frac-
ción XIII Bis de la Ley para el Desarrollo de la Compe-
titividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa

Único. Se adicionan al artículo 3 la fracción XVI Bis, al 4
el inciso j) a la fracción II y al 18 la fracción XIII Bis de la
Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa, para quedar como sigue:

Artículo 3. …

I. a XVI. …

XVI Bis. Perspectiva de género. Metodología y me-
canismos que permiten identificar, cuestionar y valo-
rar la discriminación, desigualdad y exclusión de las
mujeres, que se pretende justificar con base en las di-
ferencias biológicas entre mujeres y hombres, así co-
mo las acciones que deben emprenderse para actuar
sobre los factores de género y crear las condiciones
de cambio que permitan avanzar en la construcción
de la igualdad de género.

XVII. a XVIII. …

Artículo 4. …

I. …

II. Promover

a) a i) …

j) El diseño, ejecución y evaluación de políticas
públicas, planes y programas con perspectiva de
género que consoliden proyectos emprendidos
por mujeres.

Artículo 18. El Consejo estará conformado por 32
integrantes:

I. a XIII. …

XIII Bis. Un representante del Instituto Nacional de
las Mujeres;
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XIV. a XXII. …

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Notas

1
https://trainingcentre.unwomen.org/mod/glossary/view.php?id=150&
mode=letter&hook=P&sortkey=&sortorder=asc

2 http://cedoc.inmujeres.gob.mx/documentos_download/100904.pdf

3 http://www.vivetuempresa.com/estadisticas-las-mujeres-empresa-
rias-mexico/

4 https://www.ipade.mx/wp-content/uploads/2017/04/Estadisticas_so-
bre_mujeres_y_empresarias_en_Mexico.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de febrero de
2019.— Diputada Laura Érika de Jesús Garza Gutiérrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

EXPIDE LA LEY PARA EL USO DE PERROS 
GUÍA Y ANIMALES DE SERVICIO

«Iniciativa que expide la Ley para el Uso de Perros Guía y
Animales de Servicio, suscrita por las diputadas Julieta
Macías Rábago y Dulce María Méndez de la luz Dauzón,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Quienes suscribimos, Julieta Macías Rábago y Dulce Ma-
ría Méndez de la Luz Dauzón, integrantes del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano en la LXIV Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, nu-

meral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someten a consideración de esta soberanía
iniciativa con proyecto de decreto mediante el cual se ex-
pide la Ley para el Uso de Perros Guía y Animales de Ser-
vicio, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización Mundial de la Salud1 establece que la dis-
capacidad se refiere a

Un término general que abarca las deficiencias, las limita-
ciones de la actividad y las restricciones de la participa-
ción. Las deficiencias son problemas que afectan a una es-
tructura o función corporal; las limitaciones de la actividad
son dificultades para ejecutar acciones o tareas, y las res-
tricciones de la participación son problemas para participar
en situaciones vitales.

En el mundo, las personas con discapacidad conforman
uno de los grupos más marginados de la sociedad, y debi-
do su condición, son doblemente vulnerables a problemáti-
cas como la pobreza o la inseguridad. El Banco Mundial2

señala que mil millones de habitantes, es decir, 15 por cien-
to de la población mundial, vive con algún tipo de disca-
pacidad, y este número aumenta en países en desarrollo.

En México, la tendencia es la misma. La Organización
Mundial de la Salud, ha calculado que en nuestro país, 16.5
millones de mexicanos padecen alguna discapacidad física
o mental.3 Aunado a esto, el Centro de Cirugía Especial de
México, IAP,4 estima que anualmente en México nacen
269 mil 400 personas con algún tipo de discapacidad.

El Módulo de Condiciones Socioeconómicas de la Encues-
ta de Ingresos y Gastos de los Hogares del Inegi 2014,5 se-
ñala que el principal tipo de discapacidad reportado por los
encuestados fue la motriz (con 37.32 por ciento; es decir,
2.6 millones), y que 1.5 millones de mexicanos presenta
algún tipo de discapacidad visual.1 Además es importante
señalar que de acuerdo a la Encuesta Nacional de la Diná-
mica Demográfica 2014,7 2.4 millones de mexicanos pre-
sentan discapacidad auditiva.

Estas cifras son importantes porque nos ayudan a com-
prender la dimensión que representa este sector de la po-
blación, porque son las personas con discapacidad visual,
motriz y auditiva las que más requieren el auxilio de perros
guía o animales de servicio para llevar a cabo sus activida-
des diarias.
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Es preciso puntualizar que no sólo las personas con disca-
pacidad visual requieren del auxilio de un perro guía o ani-
mal de servicio, las personas con discapacidad auditiva o
motriz, e inclusive aquellas con enfermedades específicas
como el autismo, la epilepsia o la diabetes, requieren del
auxilio de animales de servicio para ayudarlas en el cum-
plimiento de sus tareas diarias o en situaciones que com-
prometan su integridad física.

Los animales destinados para esta labor8 son útiles para
brindar apoyo en actividades cotidianas tales como abrir y
cerrar puertas, cruzar calles o avenidas, evitar y rodear obs-
táculos o posibles peligros en el camino, ayudar a vestirse,
y en el caso de las personas con discapacidad auditiva, son
útiles para alertar a sus dueños de los sonidos e indican la
procedencia de éstos.

Además, podemos encontrar a los perros de alerta médi-
ca, quienes detectan a través del olfato los compuestos
orgánicos volátiles que se liberan en una hipoglucemia
(cuando bajan los niveles de azúcar) del sudor de una
persona diabética.9

Pese a la evidente importancia de estos animales, los usuarios
de perros guía o animales de servicio enfrentan todo tipo de
obstáculos para el pleno ejercicio de sus derechos en equidad
de condiciones con el resto de la población. La Convención
de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad,10 un instrumento internacional suscrito
por nuestro país en 2007, señala en el artículo 9:

Los Estados deben adoptar las medidas pertinentes para
asegurar el acceso de estas personas, en igualdad de condi-
ciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la in-
formación y las comunicaciones, y a otros servicios e ins-
talaciones abiertos al público o de uso público. Entre otras
finalidades, deben ofrecer formas de asistencia humana o
animal e intermediarios, incluidos guías, lectores e intér-
pretes profesionales de la lengua de señas, para facilitar el
acceso a edificios y otras instalaciones abiertas al público.

En los hechos, el país aún no ha alcanzado esta meta, pues
las personas que requieren del auxilio de perros guía o ani-
males de servicio, no tienen garantizada una plena accesi-
bilidad en los espacios públicos pese a que está demostra-
do que estos animales saben comportarse en diversos
contextos y situaciones.

La Escuela para Entrenamiento de Perros Guía para Cie-
gos, IAP, indica que las principales razas destinadas a la

ayuda de personas con discapacidad, son el labrador retrie-
ver y el golden retriever, las cuales demostraron poseer ca-
rácter dócil, fácilmente adiestrables, sin timidez ni cobar-
día, demuestran seguridad ante circunstancias extrañas y
poseen una gran agilidad mental que les permiten tomar
decisiones. Valoran muy especialmente todas las demostra-
ciones de afecto de los humanos. Estos animales saben su-
bir a transportes públicos, encontrar puertas, escaleras,
banquetas, sillas, y tener un comportamiento ejemplar en
lugares públicos.11

Pese a ello, en muchos sitios públicos (hoteles, restauran-
tes, transporte público, tiendas de autoservicio), los dueños
de perros guía enfrentan negativas para el libre acceso lo
cual cancela el ejercicio de sus derechos e inutiliza las ven-
tajas que les reporta la compañía de su perro guía.

Entre algunos ejemplos de estas dificultades se puede citar
el caso de Lucero Márquez, una joven que requiere del au-
xilio de un perro guía debido a su discapacidad visual, de-
nunció ante el Consejo para Prevenir y Eliminar la Discri-
minación de la Ciudad de México, que un chofer de Uber
le negó el servicio por ir acompañada de su perro.12

De la misma forma, otro joven con discapacidad visual,
denunció que le fue impedido el acceso a un restaurante
de la Ciudad de México porque iba en compañía de su
perro guía con la excusa de que no se admiten mascotas
en el establecimiento.13

Las limitaciones para los usuarios de perros guía o anima-
les de servicio son variadas e injustificadas, por ejemplo, el
abordar un simple vuelo comercial es un desafío cotidiano,
pues se enfrentan a una serie de trámites para acreditar a su
animal como un ejemplar que cumple con las normativas
sanitarias vigentes y que no representa un peligro para los
demás pasajeros.

Es innegable que hace falta construir una cultura donde los
mexicanos entiendan que los animales de servicio no son
mascotas, sino que cuentan con una disciplinada debido a
su adiestramiento. Transformar la conciencia colectiva es
un proceso largo y complejo, por lo cual requerimos de ac-
ciones complementarias e inmediatas que ayuden a ir ter-
minando con esta problemática.

México requiere una ley que garantice el ejercicio de los
derechos de los usuarios de perros guía o animales de ser-
vicio en todo el país, que garantice su libre tránsito y acce-
so a cualquier espacio para llevar a cabo sus actividades
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diarias. Como se ha señalado, la población con alguna dis-
capacidad visual, motriz y auditiva aumenta anualmente,
por lo que se vuelve urgente la necesidad de esta ley.

A escala internacional, en países como Argentina esto ya es
una realidad, la accesibilidad de los usuarios de perros guía
está estipulada en la Ley 2510,14 donde tienen plenamente
garantizado el acceso a espacios y transportes públicos.

También en Perú ya es una realidad la Ley 29830,15 que
promueve y regula el uso de perros guía por personas con
discapacidad visual y en Francia, la Ley 30/07/198716 re-
gula el acceso a transportes, a lugares abiertos al público,
así como a aquellos donde se desarrollen actividades de ca-
rácter profesional, de formación o de educación.

En el país, sólo algunos estados han comenzado a legislar
sobre el tema. El 25 de mayo de 2015, se presentó una ini-
ciativa17 en la Ciudad de México que reformó la Ley de
Protección a los Animales y la Ley de Establecimientos
Mercantiles para regular la accesibilidad de los usuarios
de perros guía o animales de asistencia. Sin embargo,
aún no existe una ley a nivel federal que reconozca los
derechos de los usuarios de perros guía, que homologue
los criterios y que les garantice el acceso a espacios pú-
blicos y privados y que también, garantice los derechos
de personas extranjeras que visitan nuestro país y que
poseen algún animal de asistencia.

Esta situación violenta el artículo 1o. de la Constitución, el
cual establece que:

Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y li-
bertades de las personas.18

Por estas razones es urgente que se reconozcan los derechos
humanos de las personas usuarias de perros guía o de asis-
tencia, garantizando su libre acceso a los espacios públicos y
privados, que termine por fin con la discriminación a la que
se enfrentan día a día y puedan contar con un marco jurídico
que les otorgue certeza en el ejercicio de sus derechos.

Por lo expuesto, en nombre del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano sometemos a consideración de es-
ta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley para el Uso de Pe-
rros Guía y Animales de Servicio

Único. Se expide la Ley para el Uso de Perros Guía y Ani-
males de Servicio, para quedar como sigue:

Ley para el Uso de Perros Guía o Animales de Servicio

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo I
Del objeto de la ley

Artículo 1. Las disposiciones de esta ley son de orden pú-
blico, de interés social y de observancia general en los Es-
tados Unidos Mexicanos. Tiene por objeto garantizar a las
personas usuarias de perros guía o animales de asistencia,
el ejercicio de su derecho al libre acceso y permanencia a
todos los lugares públicos o de uso público, ya sean de ca-
rácter público o privado.

Capítulo II
De las definiciones

Artículo 2. Para los efectos de esta ley se entenderá por:

I. Accesibilidad: Las medidas pertinentes para asegurar
el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad
de condiciones con las demás, al entorno físico, el trans-
porte, la información y las comunicaciones, incluidos
los sistemas y las tecnologías de la información y las
comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones
abiertos al público o de uso público, tanto en zonas ur-
banas como rurales.

II. Centros de adiestramiento: Sociedades, asociaciones
o establecimientos, que tienen dentro de su objeto la
prestación de servicios para el entrenamiento o la co-
mercialización de perros guía o animales de servicio y
que cumplan con los requisitos correspondientes en tér-
minos de la presente ley.

III. Certificado de vacunación: Documento en el que
constan los datos de identificación del perro guía o ani-
mal de servicio y su usuario, así como las vacunas y
desparasitaciones que se le han suministrado. 

IV. Conadis: El Consejo Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión de las Personas con Discapacidad.
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V. Conapred: El Consejo Nacional para Prevenir la 
Discriminación.

VI. Discriminación por motivos de discapacidad: Se en-
tenderá cualquier distinción, exclusión o restricción por
motivos de discapacidad que tenga el propósito o el
efecto de obstaculizar, menoscabar o dejar sin efecto el
reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condi-
ciones, de todos los derechos humanos y libertades fun-
damentales en los ámbitos político, económico, social,
cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de
discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes 
razonables.

VII. Entrenador: Persona certificada para la cría y adies-
tramiento de perros guía o animales de servicio.

VIII. Espacio de uso público: Área, inmueble o vehícu-
lo al que puede acceder el público, en forma libre o me-
diante el pago de contraprestación.

IX. Ley: La Ley para el Uso de Perros Guía o Animales
de Servicio.

X. Ley Federal: La Ley Federal para Prevenir y Elimi-
nar la Discriminación.

XI. Perro guía o animal de servicio: Son aquellos que
han sido certificados para el acompañamiento, conduc-
ción y auxilio de personas con discapacidad. 

XII. Perro guía o animal de servicio jubilado: Aquel que,
por cualquier causa, ya no es apto para el desempeño de
las funciones para las que fue adiestrado.

XIII. Persona con discapacidad: Toda persona que por
razón congénita o adquirida presenta una o más defi-
ciencias de carácter físico, mental, intelectual o senso-
rial, ya sea permanente o temporal y que al interactuar
con las barreras que le impone el entorno social, pueda
impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad de
condiciones con los demás.

XIV. Usuario: Persona con discapacidad que necesita y
utiliza a un animal como guía o animal de servicio para
su vida cotidiana.

Artículo 3. Los perros guía o animales de servicio, se cla-
sifican en los siguientes tipos:

I. Perro guía: Perro adiestrado para guiar a una persona
con discapacidad visual.

II. Perro señal: Perro adiestrado para avisar sobre la
emisión de sonidos y su procedencia a personas con dis-
capacidad auditiva.

III. Perro de aviso o alerta médica: Perro adiestrado pa-
ra avisar de una alerta médica a personas que padecen
discapacidad y crisis recurrentes con desconexión sen-
sorial derivadas de una enfermedad específica, diabetes,
epilepsia u otra enfermedad orgánica.

IV. Perro para trastornos del espectro autista: Perro adies-
trado para preservar la integridad física de estos usuarios,
controlar situaciones de emergencia y guiarlos.

V. Perro para asistencia de movilidad: Perro adiestrado
para auxiliar a personas con discapacidad física.

VI. Otros animales de servicio: Los que cuenten con el
adiestramiento necesario para realizar alguna de las fun-
ciones de las fracciones anteriores.

Artículo 4. El Conadis elaborará el Registro de Perros de
Asistencia, en el que se integran los datos de los ejempla-
res, sus usuarios y usuarias.

Título Segundo
De los usuarios y los perros 
guía o animales de servicio

Capítulo I
Requisitos para poseer

un perro guía o animal de servicio

Artículo 5. Los usuarios de perros guía o animales de ser-
vicio deberán cumplir con los siguientes requisitos:

I. Acreditar que el perro guía o animal de servicio cuen-
ta con certificado expedido por un centro de adiestra-
miento para prestar el servicio requerido por el usuario.

II. Acreditar que el perro guía o animal de servicio cum-
ple con las condiciones de salud e higiene que establece
la presente ley.

III. Contar con identificación de usuario, expedida por
el Conadis, que contenga sus datos personales y tipo de
perro guía o animal de servicio que utiliza.
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IV. Identificar al perro guía o animal de servicio con un
peto, arnés o similar que claramente señale su función.

La documentación que acredite a un perro guía o de asis-
tencia, sólo podrá ser solicitada al usuario, a requerimiento
de una autoridad competente o del responsable del servicio
que esté utilizando en cada situación.

Los perros guía o de asistencia se mantendrán a lo largo de
su vida en compañía de su usuario a menos que un médico
veterinario o entrenador certificado considere necesario re-
tirarlo o jubilarlo.

Capítulo II
Condiciones de salud e higiene 

de los perros guía o animales de servicio

Artículo 6. Los usuarios de perros guía o animales de ser-
vicio, deben cumplir con las siguientes medidas para ga-
rantizar el bienestar del animal:

I. Brindar al animal un espacio que le permita moverse
libremente, donde pueda alimentarse y obtener descan-
so en condiciones higiénicas y sanitarias. Este espacio
deberá protegerlo contra condiciones climáticas adver-
sas, así como también, brindarle una zona de sombra pa-
ra su resguardo.

II. Proporcionar alimento suficiente y adecuado para su
especie, además de facilitarle en todo momento agua
limpia y fresca.

III. Acreditar mediante certificado veterinario que el
animal no padece ninguna enfermedad infecto-conta-
giosa o parasitaria.

IV. Contar con el certificado de vacunación del perro
que garantice la salud plena del animal.

V. Mantener al animal desparasitado interna y 
externamente.

VI. Las revisiones veterinarias a que hace referencia el
presente artículo, así como los tratamientos y el historial
sanitario del perro, deben constar debidamente en el do-
cumento sanitario oficial, expedido, firmado y sellado
por un veterinario o veterinaria con cédula profesional,
para poder mantener la acreditación de la condición de
perro guía o de asistencia.

Capítulo III
De los centros de adiestramiento 

de perros guía o animales de servicio

Artículo 7. Los centros de adiestramiento de perros guía o
animales de servicio deberán ser constituidos legalmente
ante las autoridades competentes y contar con instalacio-
nes, servicios y profesionales adecuados para la crianza,
adiestramiento, seguimiento y control de los perros guía o
animales de servicio.

Artículo 8. Durante el periodo de adiestramiento, los en-
trenadores y sus perros guía o animales de servicio tendrán
libre acceso a los espacios públicos y de uso público.

Artículo 9. Los centros de adiestramiento deberán realizar
visitas periódicas al usuario, por lo menos una vez al año,
para verificar la condición del perro guía o animal de ser-
vicio y del vínculo afectivo entre el usuario y el animal.

Artículo 10. Los centros de adiestramiento determinarán el
momento adecuado para la jubilación del perro, y recomen-
darán a la familia la sustitución por otro ejemplar para el
usuario, quien podrá conservar al animal como mascota o en-
tregarlo a los centros de adopción legalmente constituidos.

Artículo 11. El Conadis creará y administrará un padrón de
los centros o instituciones nacionales que se dediquen al
adiestramiento de perros guía o animales de servicio.

Capítulo IV
De los derechos de los usuarios de 
perros guía o animales de servicio

Artículo 12. El usuario tiene el derecho al acceso libre y
sin restricciones a cualquier lugar público o de uso público
en compañía de su perro guía o animal de servicio, en con-
diciones de igualdad con el resto de personas, en los térmi-
nos establecidos en la presente ley.

Artículo 13. El ejercicio del derecho al acceso libre sólo
podrá ser limitado conforme a lo establecido en la presen-
te ley.

Artículo 14. El acceso, deambulación y permanencia del
perro guía o animal de servicio en los lugares, espacios y
transportes en la forma que se establece en la presente ley,
no puede implicar gasto adicional para el usuario, salvo
que dicho gasto sea en concepto de contraprestación de un
servicio específico.
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Artículo 15. Los usuarios pueden acceder libremente
con sus perros guía o animales de servicio a los siguien-
tes espacios, independientemente de su carácter público
o privado:

I. Los definidos por la legislación urbanística vial, tales
como pasos peatonales o de disfrute peatonal exclusivo.

II. Lugares, locales y establecimientos de uso público.

III. Los señalados en la normativa vigente en materia de
espectáculos, actividades recreativas y establecimientos
públicos.

IV. Las instalaciones de ocio y tiempo libre.

V. Las instalaciones deportivas, incluidas las piscinas
hasta el margen de la zona de agua.

VI. Los edificios que alberguen instituciones públicas
de cualquier dependencia de gobierno, incluidos los tres
Poderes Federales y en los niveles, Federal, estatal y
municipal.

VII. Las instituciones de educación de todos los niveles,
tanto públicas como privadas.

VIII. Los museos y locales de uso público o de atención
al público.

IX. Las instalaciones y vehículos de cualquier tipo de
transporte público o de uso público.

X. Alojamientos y otros establecimientos turísticos: ho-
teles, albergues, campamentos, búngalos, apartamentos,
campings, balnearios, parques acuáticos, de atracciones,
temáticos y zoológicos, y establecimientos turísticos en
general.

XI. Playas, ríos, lagos y otras superficies o masas de
agua.

XII. En los espacios naturales de protección especial
donde se prohíba expresamente el acceso con perros, es-
ta medida no aplicará a los usuarios de perros guía o ani-
males de servicio.

XIII. Cualquier otro lugar, local o establecimiento de
uso público o de atención al público.

Artículo 16. En el ejercicio del derecho al acceso libre de
los usuarios de perros guía o animales de servicio a los lu-
gares, inmuebles y transportes enumerados en el artículo 15
de la presente ley, se observará lo siguiente:

I. El usuario de un perro guía o animal de servicio tiene
preferencia en el uso de los espacios reservados para
personas con discapacidad en los transportes públicos o
de uso público, que son asientos adyacentes al pasillo o
con más espacio libre alrededor. Siempre que sea posi-
ble, el perro debe ir tendido a los pies, al lado del usua-
rio o en el sitio más cercano a él.

II. En los vehículos de transporte público o de uso pú-
blico, con capacidad máxima de 5 personas, se permiti-
rá el acceso de dos usuarios de perros guía o animales
de servicio, viajando estos tendidos a los pies de los
usuarios.

III. En los aviones o cualquier tipo de transporte aéreo,
el perro deberá mantenerse al lado de su dueño durante
todo el vuelo.

IV. En los medios de transporte restantes, la empresa ti-
tular, en función de la capacidad del vehículo, puede li-
mitar el número de perros guía o animales de servicio
que pueden acceder a este al mismo tiempo.

V. Los usuarios de perros guía o animales de servicio,
pagarán la tarifa correspondiente a su pasaje, estableci-
do por la empresa u operador del medio de transporte.

VI. El usuario de un perro guía o animal de servicio tie-
ne preferencia en el uso de la litera inferior cuando uti-
lice el servicio de literas en los transportes que dispon-
gan de dicho servicio.

VII. Las autoridades de seguridad y personal de trabajo
deben de apoyar a los usuarios de perros guía o anima-
les de servicio para ubicarlos en un espacio seguro para
abordar el transporte.

Artículo 17. El usuario no puede ejercer el derecho al ac-
ceso libre reconocido en la presente ley, si se da alguna de
las siguientes circunstancias:

I. El perro guía o animal de servicio muestra signos evi-
dentes de enfermedad, como deposiciones diarreicas,
secreciones anormales o heridas abiertas.
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II. El perro guía o animal de servicio muestra signos
evidentes de falta de higiene.

III. La existencia de una situación de riesgo inminente y
grave para la integridad física del usuario del perro guía o
animal de servicio o de terceras personas.

En cualquier caso, la persona responsable del local, esta-
blecimiento o espacio, debe indicar al usuario la causa que
justifica la denegación y, si este lo requiere, hacerla cons-
tar por escrito.

Artículo 18. El derecho al acceso libre de los usuarios de
perros guía o animales de servicio queda prohibido en los
siguientes espacios:

I. Las zonas de manipulación de alimentos y de acceso
exclusivo del personal de restaurantes, bares, cafeterías
y otros lugares destinados al procesamiento de alimen-
tos o bebidas.

II. Los quirófanos, las zonas de cuidados intensivos o
cualquier otra zona que por su función deba estar en
condiciones higiénicas especiales.

III. El agua de las piscinas.

IV. Otros que afecten grave y evidentemente a terceros.

Capítulo V
Del derecho al acceso libre 

de los usuarios de perros guía o animales 
de servicio en el entorno laboral 

Artículo 19. El usuario de un perro guía o animal de ser-
vicio no puede ser discriminado en los procesos de selec-
ción laboral ni en el cumplimiento de su tarea profesional.

I. En el área laboral, el usuario de un perro guía o ani-
mal de servicio tiene derecho a mantener al perro a su
lado en todo momento, considerando lo establecido en
la presente ley.

II. El usuario de un perro guía o animal de servicio tie-
ne derecho a acceder acompañado del perro a todos los
espacios de la empresa, institución pública o privada, u
organización en que lleve a cabo su actividad profesio-
nal, en las mismas condiciones que los demás trabaja-
dores y con las únicas restricciones de zonas que afec-
ten grave y evidentemente a terceros.

Capítulo VI
De las obligaciones de los usuarios 

de perros guía o animales de servicio

Artículo 20. Son obligaciones de los usuarios

I. Cuidar con diligencia la higiene y sanidad del perro
guía o animal de servicio y someterlo a los controles sa-
nitarios descritos en esta ley.

II. Mantener colocado en un lugar visible del perro su
distintivo de identificación, con los datos esenciales del
animal y del usuario.

III. Portar y exhibir, a requerimiento de las autoridades
o responsables de espacios, la documentación que acre-
dita las condiciones de salud y adiestramiento del perro
guía o animal de servicio.

IV. Mantener el perro guía o animal de servicio a su la-
do, con la sujeción que en cada caso proceda, en los lu-
gares, establecimientos, áreas, alojamientos y transpor-
tes que especifica la presente ley.

V. Procurar el bienestar del animal y cumplir con las dis-
posiciones de trato digno y respetuoso establecidas en la
presente ley y demás ordenamientos en la materia.

VI. Otorgar al animal periodos de descanso suficientes
para mantener su salud y su capacidad de desempeñar
sus funciones de servicio.

VII. Utilizar al animal exclusivamente para el cumpli-
miento de las funciones propias de su adiestramiento y
para las que está autorizado legalmente.

VIII. Cumplir y respetar las normas de higiene y segu-
ridad en las vías y lugares de uso público, en la medida
en que su discapacidad se lo permita.

IX. Hacerse responsable de los daños, perjuicios y mo-
lestias que ocasione a personas, otros animales, bienes,
vías y espacios públicos y al medio natural en general,
de acuerdo con lo establecido por la legislación civil
aplicable y contar con una póliza de responsabilidad ci-
vil que cubra los eventuales daños a terceros.

Artículo 21. Las autoridades autorizadas para requerir la
documentación que acredita la condición de perro guía o
animal de servicio, son aquellas responsables de la vigilan-
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cia u operación de los lugares, espacios, medios de trans-
porte públicos o de uso público en los que se encuentre el
usuario con su perro guía o animal de servicio.

Título Tercero
Del Incumplimiento a la Ley

Capítulo I
Procedimiento de Queja

Artículo 22. El incumplimiento de lo dispuesto en la pre-
sente ley, podrá ser denunciado a través del procedimiento
de queja ante el Conapred.

Artículo 23. Podrán ser sujetos al procedimiento de queja
personas físicas y morales, así como servidores públicos.

Artículo 24. Son motivos de queja ante el Conapred los 
siguientes:

I. Acciones u omisiones que obstaculicen el ejercicio de
los derechos de las personas usuarias de perros guía o
animales de servicio.

II. Exigir de forma injustificada la documentación que
acredita al usuario y su perro guía o animal de servicio.

III. Imposición a los usuarios de condiciones adiciona-
les a las establecidas en la presente ley.

IV. El incumplimiento de los usuarios de las obligacio-
nes que les confiere la ley.

V. El cobro de gastos adicionales por el acceso del perro
guía o animal de servicio.

Artículo 25. Los responsables de incumplimiento a esta
ley serán sancionados conforme a lo establecido en la ley
federal.

Artículo 26. En contra de las resoluciones del Conapred se
podrá interponer el recurso de revisión establecido en la Ley
Federal del Procedimiento Administrativo.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Conadis emitirá las normas necesarias para la
aplicación de la presente ley dentro de los 180 días si-
guientes a su entrada en vigor.

Tercero. Queda derogada cualquier disposición que resul-
te contraria al presente decreto.

Notas

1 Consultado el 21 de enero de 2019 en el sitio web 

https://www.who.int/topics/disabilities/es/

2 Consultado el 21 de enero de 2019 en el sitio web 

https://www.bancomundial.org/es/topic/disability

3 Consultado el 21 de enero de 2019 en el sitio web 

https://www.who.int/topics/disabilities/es/

4 Consultado el 21 de enero de 2019 en el sitio web 

http://www.ccem.org.mx/qs/

5 Consultado el 21 de enero de 2019 en el sitio web 

https://bpo.sep.gob.mx/#/recurso/1858

6 Consultado el 21 de enero de 2019 en el sitio web 

https://www.eldictamen.mx/2018/10/nacional/en-mexico-millo-
nes-de-personas-con-discapacidad-visual/

7 Consultado el 21 de enero de 2019 en el sitio web 

https://www.inegi.org.mx/programas/enadid/2014/default.html

8 Véase más en 

https://lopezdoriga.com/vida-y-estilo/la-importancia-de-los-pe-
rros-guia/

9 Véase más en 

https://diabetes-salud.org/perros-detectores-de-diabetes-e-hipoglu-
cemia/

10 Consultado el 21 de enero de 2019 en el sitio web 
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http://www.un.org/spanish/disabilities/default.asp?id=497

11 Consultado el 21 de enero de 2019 en el sitio web 

http://www.perrosguia.org.mx/comoseentrenan

12 Ver más en https://noticieros.televisa.com/ultimas-noticias/mujer-
denuncia-discriminacion-chofer-uber-perro/

13 Véase más en https://cnnespanol.cnn.com/2018/01/04/discrimina-
cion-mexico-joven-ciego-restaurante-facebook/

14 Consultado el 21 de enero de 2019 en el sitio web 

http://www2.cedom.gob.ar/es/legislacion/normas/leyes/ley2510.
html

15 Consultado el 21 de enero de 2019: 

https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/ley-que-modifica-
la-ley-29830-ley-que-promueve-y-regula-el-ley-n-30433-
1380354-2/

16 Consultado el 21 de enero de 2019

https://perrosguia.once.es/es/legislacion/viajar-al-extranjero/estu-
dio-derecho-comparado-2010/

17 Consultado el 21 de enero de 2019 en el sitio web 

http:/ /www.aldf.gob.mx/archivo-1ab9f8a53e4add9904b
bfcefdb0a0db9.pdf

18 Consultado el 21 de enero de 2019 en el sitio web 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_270818.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de marzo de 2019.—
Diputada Julieta Macías Rábago (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública, para opinión.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES, LEY ORGÁNICA DEL
PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, CÓDIGO

PENAL FEDERAL Y LEY PARA REGULAR LAS 
SOCIEDADES DE INFORMACIÓN CREDITICIA

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las Leyes
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
y Orgánica del Poder Judicial de la Federación; del Código
Penal Federal; y de la Ley para Regular las Sociedades de
Información Crediticia, suscrita por la diputada María
Marcela Torres Peimbert e integrantes del Grupo Parla-
mentario del PAN

La iniciante diputada María Marcela Torres Peimbert, así co-
mo quienes suscribimos, las y los diputados federales a la
LXIV Legislatura e integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, y 73, fracciones XXIX-P y XXX, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 77, numeral
1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete-
mos a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el cual se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial de la Federación, el Código Penal Federal y la Ley pa-
ra Regular las Sociedades de Información Crediticia, en ma-
teria de pensiones alimenticias, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El perfeccionamiento de la legislación encargada de garan-
tizar los derechos en México es sin duda un tópico que re-
sulta de gran importancia para el Poder Legislativo, toda
vez que al ser un derecho prioritario plasmado en nuestra
norma jurídica fundamental, constituye una obligación pa-
ra el Estado no sólo el protegerlo de manera enunciativa a
través de un marco normativo idóneo, sino también de ase-
gurar que su cumplimento se dé en tiempo y forma para be-
neficio de los acreedores.

El 4 de diciembre de 2014 fue publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, la cual representa un gran logro
en materia normativa, ya que contiene avances trascenden-
tes, dentro de los cuales se destacan los siguientes:

-Enfoque garantista, cambiando el paradigma 
asistencialista.
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-La Federación y las entidades federativas programarán
en sus proyectos de presupuesto los recursos para el
cumplimiento a la Ley.

-Se reitera que es deber de la familia, el Estado y la co-
munidad a la que pertenecen y, en general, de todos los in-
tegrantes de la sociedad, el respeto y el auxilio para la pro-
tección de los derechos de niñas, niños y adolescentes.

-Las autoridades federales, de las entidades federati-
vas, municipales y de las demarcaciones de la Ciu-
dad de México que sustancien procedimiento de ca-
rácter jurisdiccional, administrativo o que realicen
cualquier acto de autoridad en los que esté relacio-
nada la niñez, estarán obligadas a garantizar los prin-
cipios generales y específicos que son reconocidos
para la niñez y adolescencia.

-El interés superior de la niñez deberá ser considerado
de manera primordial en la toma de decisiones sobre
una cuestión debatida. 

-Derecho a la igual sustantiva, por medio del cual las
autoridades van a diseñar, implementar y evaluar pro-
gramas, políticas públicas, a través de acciones afirma-
tivas tendientes a eliminar los obstáculos que impiden la
igualdad de acceso y de oportunidades a la alimenta-
ción, a la educación y a la atención médica entre niñas,
niños y adolescentes.

-Se crea un Sistema Nacional de Protección Integral, el
cual será presidido por el presidente de la República.

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes estipula, en su artículo 103, que:

“Artículo 103. Son obligaciones de quienes ejercen la
patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como de
las demás personas que por razón de sus funciones o ac-
tividades tengan bajo su cuidado niñas, niños o adoles-
centes, en proporción a su responsabilidad y, cuando se-
an instituciones públicas, conforme a su ámbito de
competencia, las siguientes:

I. Garantizar sus derechos alimentarios, el libre desarro-
llo de su personalidad y el ejercicio de sus derechos, de
conformidad con lo dispuesto en la presente Ley y de-
más disposiciones aplicables.

II. a XI. […]”.

En el mismo orden de ideas, la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, máximo ordenamiento
jurídico de nuestro país, señala dentro de su artículo 4o.
(reformado el pasado 12 de octubre de 2011), que:

“(…) en todas las decisiones y actuaciones del Estado se
velará y cumplirá con el principio del interés superior de
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos.
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de
sus necesidades de alimentación, salud, educación y sa-
no esparcimiento para su desarrollo integral. Este prin-
cipio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y
evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.”

Debemos resaltar que el artículo citado en el párrafo que
antecede constituye un principio constitucional, el cual de-
be guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de
las políticas públicas dirigidas a la protección y garantía de
los derechos de la niñez en todo nuestro país. En el artícu-
lo 73, fracción XXIX-P (mismo que se reformó el pasado
12 de octubre de 2011), se dispone lo siguiente:

“Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Fede-
ración, los estados, el Distrito Federal y los municipios, en
el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de
derechos de niñas, niños y adolescentes, velando en todo
momento por el interés superior de los mismos y cum-
pliendo con los tratados internacionales de la materia, de
los que México sea parte.”

Es con base en los preceptos constitucionales invoca-
dos, que consideramos que la pensión alimenticia es un
tema que debe ser abordado desde el ámbito legislativo
a nivel federal, con el objeto de fortalecer su ejecución
y garantizar su oportuno cumplimiento de manera ho-
mologada en México, ya que si bien es cierto, en la ac-
tualidad existen diversas normas que buscan alcanzar
dichos objetivos, en la realidad no se ha logrado de ma-
nera integral, dejando así desprotegido a uno de los sec-
tores poblacionales más vulnerable de nuestro país, es
decir, a la niñez.

Dentro del marco de derecho internacional, es de vital im-
portancia señalar la adhesión del Estado mexicano a la
“Convención sobre los Derechos del Niño”, tratado inter-
nacional que ratificó el Senado de la República en el año
1990, el cual representó un paso más hacia el reconoci-
miento pleno de los derechos de los mexicanos menores de
edad.
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La Convención es el primer instrumento internacional, ju-
rídicamente vinculante, que incorpora toda la gama de de-
rechos humanos de la infancia: civiles, culturales, econó-
micos, políticos y sociales. Al aceptar nuestro país las
obligaciones que se estipulan en dicho documento, se com-
promete a proteger y asegurar los derechos de la infancia;
asimismo, acepta se le considere responsable de este com-
promiso ante la comunidad internacional, por lo que tendrá
que llevar a cabo todas las medidas y políticas necesarias
para proteger el interés superior del niño.

En materia de derecho comparado, encontramos diversas
experiencias respecto al tema de pensión alimenticia, dife-
rentes países latinoamericanos han tenido un avance signi-
ficativo en este rubro con el objetivo de proporcionar he-
rramientas que ayuden al cumplimiento de las obligaciones
de los deudores alimentarios con las niñas, niños y adoles-
centes. A continuación, se hace mención de los países que
cuentan con normas referentes al tema en cuestión:

Como se desprende del análisis del cuadro anterior, son va-
rios los países que garantizan el cumplimiento del pago de
la pensión alimenticia para los menores, mediante un Re-
gistro de Deudores, el cual no solamente sirve para tener
una base de datos nacional; sino que además, con la ayuda
y colaboración de diversas instancias gubernamentales, lo-
gra que los deudores alimentarios cumplan con dicha obli-
gación en beneficio de la niñez.

Resulta también relevante y enriquecedor analizar lo que
sucede en nuestro país de forma local en diversas entida-
des federativas, las cuales han emitido ya normas res-
pecto al tema de pensión alimentaria. Algunas de estas
entidades son:

No obstante lo anterior, la falta de homogeneidad en la le-
gislación local constituye un grave problema, como lo po-
demos observar en el cuadro anterior, si bien es cierto,
existen entidades federativas en las cuales operan estos re-
gistros para facilitar el cumplimiento de las obligaciones en
materia de alimentos, en la mayoría de las entidades del pa-
ís no existen medios para hacerlos efectivos. Por ello de-
bemos considerar, con fundamento en las facultades que
nuestra Constitución establece, que resulta necesario plas-
mar en ley los mecanismos y las acciones que harán que
los deudores alimentarios cumplan con su obligación en to-
da la República Mexicana.

La Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes, publicada el 29 de mayo de 2000, repre-
sentó, en su momento, un avance en nuestra sociedad refe-
rente a la protección de nuestra niñez. 

Si bien es cierto, el propósito de dicha ley fue de gran tras-
cendencia, puesto que integró un cuerpo normativo de apli-
cación general en todo el territorio y agrupó de manera sis-
temática el conjunto de derechos que la sociedad mexicana
confiere a toda la población menor de 18 años, en concor-
dancia con las mejores prácticas internacionales, la reali-
dad social y las últimas reformas constitucionales, tanto al
artículo 4o., como al 73, ambos de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, impusieron al legislador
la obligación de adecuar o abrogar la Ley para la Protec-
ción de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, con
el objeto de establecer los mecanismos necesarios de inge-
niería normativa que garantizarán un mayor y mejor cum-
plimiento de las obligaciones alimentarias de los padres
respecto a sus hijos.

El proyecto que se presenta más adelante, parte del reco-
nocimiento de la importancia y validez del ejercicio legis-
lativo que representó la promulgación de la Ley para la
Protección de los Derechos de los Niños, en el año 2000,
así como, de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescente recién aprobada, asimismo, de la impos-
tergable necesidad de fortalecer la declaración de derechos
y enriquecerla con una serie de mecanismos que le impri-
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man el vigor, fortaleza y sentido necesarios, que aseguren
su estricta observancia, y que a su vez confiera a los dere-
chos de los niños, niñas y adolescentes el carácter de uni-
versales e inalienables.

Con el fin de alcanzar ese objetivo, la iniciativa propone
crear un Registro Nacional de Obligados Alimentarios Mo-
rosos cuyo funcionamiento será el siguiente:

Estará a cargo del Poder Judicial de la Federación, a través
del Consejo de la Judicatura, quien lo integrará como ór-
gano auxiliar y proporcionará la información de las senten-
cias emitidas por los juzgados familiares. Recabará, orde-
nará y difundirá la información sobre obligados
alimentarios morosos a través de una plataforma electróni-
ca que contendrá datos de las entidades federativas.

Teniendo como referencia normas de diferentes entidades,
se propone que el juez de lo familiar ordene la inscripción
de quienes incumplan con sus obligaciones, a fin de lograr
la comparecencia del deudor incumplido, y adoptará las
medidas de apremio que correspondan a fin de garantizar
el pleno cumplimiento de las obligaciones desatendidas.

La sociedad, por su parte, deberá contribuir alertando al re-
gistro sobre las operaciones financieras, crediticias, comer-
ciales, corporativas, bursátiles y laborales en las que pre-
tenda participar un deudor moroso, a fin de identificarles y
exigirles el cumplimiento de sus obligaciones. Se pretende
que el deudor alimentario cumpla de manera oportuna, efi-
caz y suficiente con su obligación, es decir, que sea en los
tiempos que se determina, logrando que nuestra niñez se
vea beneficiada de forma directa e idónea respecto al tema
que nos ocupa.

Consideramos necesario hacer énfasis en la importancia
del derecho alimentario, por lo cual se pretende establecer
en Ley, que la niñez tiene el derecho inalienable e irrenun-
ciable a recibir alimentos de sus padres o tutores, además
se mandata a quien tenga su guardia y custodia, a realizar
todos los actos necesarios para hacer efectivo este derecho.
Lo anterior, debido a que nuestras niñas, niños y adoles-
centes, muchas de las veces, se encuentran en condiciones
de vulnerabilidad e indefensión para ejercer sus derechos y
de esta forma les brindaremos una mayor protección.

No deberá quedar en duda que el primer crédito preferen-
te, por encima de cualquier otro y sin importar su naturale-
za u origen, es el alimentario. Cualquier omisión respecto

de esto último será sancionada en los términos de la nor-
matividad aplicable.

En el contexto mexicano se ha contribuido positivamente a
la definición de los alcances de los principios plasmados en
nuestra Carta Magna, de los criterios de órganos jurisdic-
cionales nacionales e internacionales, así como del desa-
rrollo legislativo a partir de la ratificación de la Conven-
ción, sin embargo, es necesario continuar trabajando para
que, efectivamente, el interés superior de las niñas, niños y
adolescentes constituya una herramienta para la vigencia
de un verdadero estado de derecho para nuestra niñez.

Es cierto que México cuenta con instrumentos jurídicos
acordes con los compromisos internacionales signados en
materia de protección a los derechos de la infancia, tam-
bién lo es, que el camino para asegurar el cumplimiento to-
tal de los mismos aún no ha llegado a su fin, y que de nin-
guna forma puede permanecer al arbitrio de la voluntad de
un ser humano, el acceso a los derechos básicos de ali-
mentación, en este caso contar con un instrumento jurídico
que determine de manera específica estas obligaciones.

Este proyecto constituye un esfuerzo del Poder Legislativo
para introducir en ley el reconocimiento y garantía del de-
recho alimentario, la iniciativa que reforma la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes tiene co-
mo fin primordial la armonización de los diferentes orde-
namientos jurídicos para facilitar el cumplimiento de la
obligación jurídica referente a los alimentos.

Con la elaboración y presentación de esta iniciativa, reafir-
mo nuestro compromiso por aportar un instrumento para
armonizar y fortalecer el marco jurídico nacional, que per-
mita garantizar la exigencia y justicia de los derechos hu-
manos de la infancia de este país.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
del pleno de la Cámara de Diputados, el siguiente pro-
yecto de 

Decreto

Artículo Primero. Se reforma y adiciona la fracción I del
artículo 103, y se adiciona una Sección Cuarta, “Del Re-
gistro Nacional de Obligaciones Alimentarias”, dentro del
Capítulo Tercero de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue:
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Artículo 103. […]

I. […]

Para los efectos de esta fracción, los derechos alimentarios
comprenden esencialmente la satisfacción de las necesi-
dades de sustento y supervivencia y, en la especie:

a) La alimentación y nutrición, vestido, habita-
ción, recreación, atención médica y psicológica
preventiva integrada a la salud, asistencia médi-
co-hospitalaria y, en su caso, los gastos de emba-
razo y parto;

b) Los gastos derivados de la educación y la for-
mación para proporcionar a los menores un ofi-
cio, arte o profesión, adecuados a sus circunstan-
cias personales, y

c) Con relación a los menores con algún tipo de
discapacidad o declarados en estado de interdic-
ción, lo necesario para lograr, en lo posible, su ha-
bilitación o rehabilitación y su desarrollo.

Para la vigilancia del cumplimiento de las obliga-
ciones alimentarias, el Consejo de la Judicatura
Federal contará con el auxilio del Registro Nacio-
nal de Obligaciones Alimentarias, en los términos
establecidos por esta ley. 

II. a XI. […]

[…]

[…]

Capítulo Tercero

Sección Cuarta
Del Registro Nacional 

de Obligaciones Alimentarias

Artículo 135 Bis. Se crea el Registro Nacional de Obliga-
ciones Alimentarias, como órgano auxiliar del Consejo de
la Judicatura Federal, con el objeto de identificar a deudo-
res y acreedores de obligaciones alimentarias establecidas
en resolución judicial firme; a los terceros relacionados con
el cumplimiento de la obligación alimentaria, así como
brindar servicios de información al público conforme a lo

dispuesto por la Ley General de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de Sujetos Obligados.

La Federación y las entidades federativas, en el ámbito de
sus competencias, utilizarán el Registro con el fin de con-
sultar la información disponible sobre el estado del cum-
plimiento de la obligación de dar alimentos.

Artículo 135 Ter. El Registro estará conformado por una
base de datos integrada por la información que proporcio-
ne el Poder Judicial de la Federación, mismo que estará fa-
cultado para requerir de los deudores y acreedores los da-
tos necesarios para su actualización. 

Toda persona a quien, por su cargo, corresponda propor-
cionar informes sobre la capacidad económica de los
deudores alimentarios, está obligada a suministrar los
datos exactos que le solicite el juez de lo familiar; de no
hacerlo, será sancionada en los términos establecidos por
el artículo 336 Bis del Código Penal Federal y responde-
rá solidariamente con los obligados directos de los daños
y perjuicios que cause al acreedor alimentario por sus
omisiones o informes falsos.

Las personas que se resistan a acatar las órdenes judiciales
de descuento, o auxilien al deudor a ocultar o simular sus
bienes, o a eludir el cumplimiento de las obligaciones ali-
mentarias, son responsables en los términos del párrafo an-
terior, sin perjuicio de lo dispuesto por otros ordenamien-
tos legales.

El deudor alimentario deberá informar de inmediato al
acreedor alimentario, al juez de lo familiar y éste al Regis-
tro, cualquier cambio de empleo, la denominación o razón
social de su nueva fuente de trabajo, la ubicación de ésta y
el puesto o cargo que desempeñará, a efecto de que conti-
núe cumpliendo con la pensión alimenticia decretada y no
incurrir en alguna responsabilidad.

Artículo 135 Quater. La inscripción a la base de datos
se realizará una vez que exista resolución judicial firme
sobre el juicio de alimentos, a efecto de lo cual el juez
dará vista al Registro de la sentencia definitiva en la cual
se especifique:

I. Nombre o nombres y apellidos de deudor, acreedor y,
en caso de ser persona física, empleador del deudor,

II. Clave Única de Registro de Población del acreedor,
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III. Homoclave del Registro Federal de Contribuyentes
del deudor y el empleador del deudor,

IV. Cuantía de los alimentos definitivos,

V. Plazo de pago de los alimentos definitivos,

VI. Órgano jurisdiccional que ordenó la inscripción,

VII. Datos del expediente o causa jurisdiccional de la
cual deriva la inscripción, y

VIII. Fotografía de deudor y acreedor,

Artículo 135 Quinquies. La base de datos del registro
contendrá, como mínimo, las siguientes categorías:

I. Deudores alimentarios,

II. Acreedores alimentarios, y

III. Empleador o empleadores de deudores.

Tratándose de los deudores alimentarios, se calificará el
cumplimiento de la obligación alimentaria de acuerdo
con las siguientes categorías:

a) Puntual: el deudor que haya cumplido con el pa-
go de su obligación dentro del plazo establecido en
la sentencia.

b) Moroso: el deudor que haya incumplido con el
pago de su obligación alimentaria.

Artículo 135 Sexies. El deudor alimentario deberá hacer
llegar al Registro pruebas de la fecha y cuantía del pago de
la pensión alimenticia, mismas que serán consideradas pa-
ra registrar el cumplimiento de la obligación.

Se creará un listado nacional que contenga los nombres de
los deudores alimentarios con categoría de morosos y el
Registro dará vista de la misma, con actualización men-
sual, al Ministerio Público, la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores, el Instituto Nacional Electoral y el Instituto Na-
cional de Estadística, Geografía e Informática.

Artículo 135 Septies. El Registro emitirá certificados de
no inscripción o, en su defecto, del estado del cumplimien-
to de las obligaciones, a petición de la parte interesada.

Para efecto de lo anterior, se dispondrá de un sitio web en
el cual se genere automáticamente el certificado de forma
gratuita, mismo que contendrá como mínimo la siguiente
información:

I. Nombre o nombres, apellidos y Clave Única de Re-
gistro de Población del deudor alimentario;

II. Número de acreedores alimentarios;

III. Cuantía de la pensión y estado de cumplimiento;

IV. Órgano jurisdiccional que ordenó el registro;

V. Datos del expediente o causa jurisdiccional de la que
deriva su inscripción; y

VI. Fotografía de la persona solicitante.

Artículo 135 Octies. Las Autoridades del Gobierno Fede-
ral, de las entidades federativas y de los municipios en el
ámbito de sus competencias, dispondrán lo necesario a fin
de establecer como requisito la presentación del certificado
de no inscripción en el Registro o el certificado de cumpli-
miento puntual de las obligaciones alimentarias, en los trá-
mites y procedimientos siguientes:

I. Obtención de licencias y permisos para conducir;

II. Obtención de pasaporte o documento de identidad y
viaje;

III. Para participar como candidato a cargos concejiles
y de elección popular;

IV. Para participar como aspirante a cargos de jueces,
magistrados y ministros del Poder Judicial;

V. Para participar como proveedor de los tres órdenes de
gobierno;

VI. Los que se realicen ante notario público relativos a
la compraventa de bienes inmuebles y la constitución o
transmisión de derechos reales; y 

VII. En las solicitudes de matrimonio, el juez del Re-
gistro Civil hará del conocimiento si alguno de los con-
trayentes se encuentra inscrito en el Registro, mencio-
nando la situación que guardan respecto de las
obligaciones que tiene.
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Artículo 135 Nonies. Las autoridades federales en coordi-
nación con las locales, instrumentarán las medidas de res-
tricción migratoria, las cuales establezcan que ninguna per-
sona inscrita en el Registro, pueda salir del país, cuando:

a) Sea deudor alimentario moroso.

b) Exista prueba aportada por la o el acreedor que per-
mita al juez determinar la existencia de un riesgo im-
portante de que la salida del país sea utilizada como un
medio de evasión de pago.

El impedimento para salir del país deberá ser solicitado por
el acreedor o por quienes tengan su guardia y custodia an-
te el juez correspondiente, quien luego de resolver sobre el
particular, deberá notificar a las autoridades migratorias
respectivas para los efectos conducentes, en términos de la
normatividad aplicable.

En este caso se condicionará la salida del país, sólo si se rea-
liza un depósito que corresponda al pago adelantado desde 90
hasta 365 días de la pensión, según las circunstancias, o bien
proporcione cualquier otra garantía, que a criterio del Juez
garantice el cumplimiento de la obligación.

En el caso de los obligados alimentarios cuyo trabajo im-
plique salir y entrar frecuentemente al país y estén obliga-
dos, como consecuencia de lo dispuesto en este artículo, a
realizar un depósito judicial u ofrecer otra garantía para
asegurar el cumplimiento de su obligación, deberán hacer-
lo una vez al año.

Artículo 135 Decies. El Registro celebrará convenios con
las sociedades de información crediticia a que se refiere la
Ley de la materia, a fin de proporcionar la información del
Registro, misma que deberá actualizarse mensualmente.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 88 de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Federación, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 88. Para su adecuado funcionamiento, el Consejo
de la Judicatura Federal contará con los siguientes órganos:
el Instituto de la Judicatura, la Visitaduría Judicial, la Uni-
dad General de Investigación de Responsabilidades Admi-
nistrativas, la Contraloría del Poder Judicial de la Federa-
ción, el Instituto Federal de Defensoría Pública, el Instituto
Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles en los
términos que establece la Ley de Concursos Mercantiles y

el Registro Nacional de Obligaciones Alimentarias en
los términos que establece la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes.

[…]

Artículo Tercero. Se reforman los artículos 336 Bis y 337
del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 336 Bis. Al que dolosamente se coloque en esta-
do de insolvencia con el objeto de eludir el cumplimiento
de las obligaciones alimentarias que la ley determina, se le
impondrá pena de prisión de seis meses a tres años; la mis-
ma pena se impondrá a quien incurra en falsedad al
proporcionar información relativa a la capacidad eco-
nómica del deudor alimentario. El juez resolverá la apli-
cación del producto de trabajo que realice el agente a la sa-
tisfacción de las obligaciones alimentarias de éste.

Artículo 337. El delito de abandono de cónyuge se perse-
guirá a petición de la parte agraviada. El delito de abando-
no de hijos se perseguirá de oficio y, cuando proceda, el
Ministerio Público promoverá la designación de un tutor
especial que represente a las víctimas del delito, ante el
juez de la causa, quien tendrá facultades para designarlo.
Tratándose del delito de abandono de hijos, hará prueba
plena la inscripción del procesado como “deudor moro-
so” en el Registro Nacional de Obligaciones Alimenta-
rias, y se declarará extinguida la acción penal, oyendo pre-
viamente la autoridad judicial al representante de los
menores, cuando el procesado cubra los alimentos venci-
dos, y otorgue garantía suficiente a juicio del juez para la
subsistencia de los hijos.

Artículo Cuarto. Se reforma la fracción XV del artículo
2o. y se adiciona el artículo 20 de la Ley para Regular las
Sociedades de Información Crediticia, para quedar como
sigue:

Artículo 2o. […]

I. a XIV. […]

XV. Usuario, las entidades financieras, las empresas co-
merciales, las Sofomes E.N.R. y demás autoridades a
las que las leyes otorguen la facultad de proporcio-
nar información o realizar consultas a la sociedad.
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Artículo 20. […]

[…]

[…]

[…]

[…]

[…]

Dentro de las operaciones de naturaleza análoga a las que
se refiere el presente artículo se considerará la informa-
ción proveniente del Registro Nacional de Obligaciones
Alimentarias a que se refiere la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. El Registro Nacional de Obligados Alimentarios
contará con los recursos presupuestales que le sean asigna-
dos en el Presupuesto de Egresos de la Federación subse-
cuente a la entrada en vigor del presente decreto.

Tercero. Los Congresos locales contarán con un plazo no ma-
yor a 180 días para armonizar sus respectivas legislaciones
conforme a lo establecido por el presente decreto y establecer:
la creación de Registros locales de deudores alimentarios; pe-
nas efectivas para sancionar la falsedad de la información o la
negativa de los patrones a dar información sobre los ingresos
reales del demandado o demandante; establecer la obligación
de los patronos o representantes legales de brindar a la autori-
dad judicial correspondiente, información sobre el salario del
deudor de la pensión alimentaria, dentro del plazo de cinco dí-
as hábiles contados a partir de que se les notifique.

Cuarto. Al entrar en vigor la legislación única en materia
procesal civil y familiar, se propone la siguiente adición:

De los juicios en materia de alimentos

Artículo (…). No se requieren formalidades especiales pa-
ra acudir ante el juez de lo familiar cuando se solicite la de-
claración, preservación, restitución o constitución de un
derecho o se alegue la violación del mismo o el desconoci-

miento de una obligación, tratándose de alimentos, de cali-
ficación de impedimentos de matrimonio o de las diferen-
cias que surjan entre cónyuges sobre administración de bie-
nes comunes, educación de hijos, oposición de padres y
tutores y en general de todas las cuestiones familiares si-
milares que reclamen la intervención judicial.

Artículo (…). Podrá acudirse al Juez de lo Familiar por es-
crito o por comparecencia personal en los casos urgentes a
que se refiere el artículo anterior, exponiendo de manera
breve y concisa los hechos de que se trate. Las copias res-
pectivas de la comparecencia y demás documentos, serán
tomados como pruebas, debiendo relacionarse en forma
pormenorizada con todos y cada uno de los hechos narra-
dos por el compareciente, así como los medios de prueba
que presente.

El juez hará saber al interesado que puede contar con el
patrocinio de un defensor de oficio para conocer de su
procedimiento y como consecuencia, éste ordenará dar
parte a la institución de defensoría de oficio para que, en
su caso, le asesore o patrocine. Una vez hecho lo anterior
se correrá traslado a la parte demandada, la cual deberá
comparecer en la misma forma dentro del término de
nueve días. En tales comparecencias las partes deberán
ofrecer las pruebas respectivas. Al ordenarse ese trasla-
do, el juez deberá señalar el día y hora para la celebra-
ción de la audiencia respectiva. 

Artículo (…). Tratándose de alimentos, ya sean provisio-
nales o los que se deban por contrato, por testamento, o por
disposición de la ley, el Juez fijará a petición del acreedor,
sin audiencia del deudor y mediante la información que es-
time necesaria, una pensión alimenticia provisional, mien-
tras se resuelve el juicio.

Será optativo para las partes acudir asesoradas, y en este
supuesto, los asesores necesariamente deberán ser licencia-
dos en derecho con cédula profesional. En caso de que una
de las partes se encuentre asesorada y la otra no, se solici-
tarán de inmediato los servicios de un defensor de oficio, el
que deberá acudir, desde luego, a enterarse del asunto, dis-
frutando de un término que no podrá exceder de tres días
para hacerlo, por cuya razón se diferirá la audiencia en un
término igual.

Artículo (…). En la audiencia las partes aportarán las
pruebas que consideren pertinentes y que hayan ofrecido,
sin más limitación que no sean contrarias a la moral o es-
tén prohibidas por la ley.
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El juez y las partes podrán interrogar a los testigos con re-
lación a los hechos controvertidos, pudiéndoles hacer todas
las preguntas que juzguen procedentes con la sola limita-
ción a que se refiere el párrafo anterior.

Artículo (…). La audiencia se practicará con o sin asisten-
cia de las partes. Para resolver el problema que se le plan-
tee, el juez se cerciorará de la veracidad de los hechos y los
evaluará personalmente o con auxilio de especialistas o de
instituciones especializadas en la materia. Estos presenta-
rán el informe correspondiente en la audiencia y podrán ser
interrogados tanto por el juez como por las partes. La va-
loración priorizará en todo momento el interés superior del
menor y en el fallo se expresarán los medios de prueba en
que haya fundado el juez para dictarlo.

Artículo (…). La audiencia se llevará a cabo dentro de los
treinta días contados a partir del auto que ordene el trasla-
do, en la inteligencia de que, la demanda inicial deberá ser
proveída dentro del término de tres días.

Artículo (…). Si por cualquier circunstancia la audiencia
no puede celebrarse, ésta se verificará dentro de los ocho
días siguientes. Las partes deberán presentar a sus testigos
y peritos. De manifestar bajo protesta de decir verdad no
estar en aptitud de hacerlo, se impondrá al actuario del juz-
gado la obligación de citar a los primeros y de hacer saber
su cargo a los segundos, citándolos así mismo para la au-
diencia respectiva, en la que deberán rendir dictamen. 

Dicha citación se hará con apercibimiento de arresto hasta
por treinta y seis horas, de no comparecer el testigo o el pe-
rito sin causa justificada y al promovente de la prueba, de
imponerle una multa que no podrá ser inferior de diez ve-
ces ni superior de treinta veces la Unidad de Medida y Ac-
tualización diaria vigente, a favor del colitigante, dicho
monto se incrementará a cincuenta veces, en caso de que el
señalamiento de domicilio resultare inexacto o de compro-
barse que se solicitó la prueba con el propósito de retardar
el procedimiento, sin perjuicio de que se denuncie la false-
dad resultante. 

En caso de que se ofrezca la prueba confesional, las partes
deberán ser citadas con apercibimiento de ser declaradas con-
fesas de las posiciones que se les articulen y sean calificadas
de legales, al menos que acrediten justa causa para no asistir.

Artículo (…). La sentencia se pronunciará de manera bre-
ve y concisa, en el mismo momento de la audiencia de ser
así posible o dentro de los ocho días siguientes.

Artículo (…). Las resoluciones sobre alimentos que fueren
apeladas se ejecutarán sin garantía.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro de la Cámara de Dipu-
tados, a los siete días de marzo de 2019.— Diputada María Marcela
Torres Peimbert (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen, y a la comisión de Justicia,
para opinión.

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR

«Iniciativa que reforma los artículos 7 Bis y 32 de la Ley
Federal de Protección al Consumidor, a cargo del diputado
Carlos Torres Piña, del Grupo Parlamentario del PRD

Carlos Torres Piña, diputado federal a la LXIV Legislatura
del Congreso de la Unión, e integrante del Grupo Parla-
mentario del PRD, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; así como en los artículos 6, numeral 1, fracción
1, 77, numerales 1 y 4, y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración del Congreso de la
Unión, iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman los artículos 7 Bis y 32 de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor con la finalidad de evitar confusio-
nes en los precios de exhibición y publicidad de bienes y
servicios. Por lo anterior y a efecto de reunir los elementos
exigidos por el numeral 1 del artículo 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, la iniciativa se presenta en los
siguientes términos:

I. Planteamiento del problema

Según datos de la Procuraduría Federal del Consumidor,
durante 2016 fueron presentadas 644 quejas relacionadas
con la publicidad engañosa, promociones, descuentos y por
no respetar los precios exhibidos. Para 2017, se han pre-
sentado más de 790 quejas, lo cual representa un incre-
mento respecto al año anterior de 23 por ciento, lo que im-
plica un crecimiento significativo.

El problema presentado en esta iniciativa consiste en lo si-
guiente. En diferentes tiendas de autoservicio, clubes de
descuento, de autoservicio o departamentales se han pre-
sentado quejas frente a la Procuraduría Federal del Consu-
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midor debido a confusiones que guarda el precio exhibido
con la cantidad a ahorrar en algún tipo de promoción deri-
vada de un descuento. 

Para ejemplificar presentamos la siguiente imagen:

En la presente imagen promocional, a simple vista parece-
ría que la renovación de la membresía cuesta 200 pesos,
pero, en realidad, la cifra mostrada en la publicidad es el
ahorro que se generará al renovar la membresía en las fe-
chas señaladas, sin embargo, en ningún momento se exhi-
be el precio, lo que genera confusión. En este caso en par-
ticular, el valor exhibido es aquel del ahorro o descuento
que se hará al realizar la compra, pero en ningún momento
se exhibe el precio.

Otros ejemplos:

Si bien en esta imagen, parte de la publicidad de un cono-
cido club de descuento, sin duda presenta un precio de 77
pesos, a simple vista lo que se observa es el valor de 23.10
pesos lo que corresponde a un “cupón” pero, haría pensar
en una primera instancia, que el producto promocionado
cuesta 23.10. Sin embargo, esta cantidad sólo representa el
descuento en términos absolutos que se hará al realizar la
compra presentando dicho cupón, lo que significa que el
producto en términos reales y concretos tiene un precio a
pagar de 53.90 pesos. En resumen, en este tipo de publici-
dad el precio inicial del producto, antes de la aplicación del
Descuento, es muy inferior a la vista en relación al valor
que sobresale del valor del cupón lo que supone confusión

al momento de tomar una decisión de compra.

Esta es otra imagen de la publicidad de otra tienda de au-
toservicio:

En esta imagen también podemos apreciar que las cifras
que se hacen sobresalir son aquellas del descuento o “aho-
rro”, lo que a simple vista hace parecer que la cantidad pre-
sentada corresponde al precio, sin embargo, lo que se hace
sobresalir en la publicidad son los supuestos ahorros que se
obtendrán al hacer la compra.
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En este caso, las cifras que sobresalen son el descuento que
es de 6 mil 397.02 pesos, lo cual parecería confundirse con
el precio sin referirse a un descuento y el término “12 ve-
ces” se podría confundir con alguna promoción de pago en
parcialidades de “12 meses”, por tanto, el incluir diversas
cifras o cantidades tienden a inducir al error.

Por último, tenemos otro caso similar donde las cifras, que
no el texto, inducen al error:

En la imagen anterior podemos ver que señala descuento,
cuando la ley es muy clara, lo que se tiene que mostrar es
el monto de dinero a pagar por el bien, no señalar de qué
tamaño es el ahorro si no se tiene a la vista el precio final
del bien o servicio después de aplicado el impuesto. Si bien
la ley contempla las confusiones en la publicidad y en la
exhibición de precios como una causal debemos ser sensi-
bles a que este tipo de publicidad puede confundir a secto-
res vulnerables de la sociedad como son los adultos mayo-
res, los jóvenes y niños o las personas con discapacidad
sobretodo visual o intelectual.

II. Argumentación

El precio está considerado en la teoría económica como la
expresión del valor de un bien o servicio en términos mo-

netarios. Esta expresión de valor se realiza en términos de
un equivalente general que permite llevar al cabo el inter-
cambio de bienes. En resumen, el precio representa la equi-
valencia entre mercancías, en este caso, es la equivalencia
o relación que guarda el dinero y el valor de un bien.

Asimismo, se considera que dentro del circuito económico,
además de que unos agentes se desenvuelven como oferen-
tes y otros como demandantes de bienes y servicios, todos
los participantes, independientemente de su rol, son toma-
dores de precios, es decir, la teoría económica supone que
ningún agente económico por sí mismo puede influir di-
rectamente en la fijación de un precio, por lo que el precio
que se exhibe en el mercado expresa toda la información
que los agentes económicos, que son tomadores de precios,
deberían conocer para tomar sus decisiones de consumo,
maximizando, de esta manera, su presupuesto.

Cuando los precios no se conocen o es difícil precisarlos se
genera un costo conceptualizado por Ronald H. Coase co-
mo costo de transacción. Sin embargo, Oliver Williamson
va más allá y relaciona a este costo de transacción como
una acción oportunista debido a que los agentes tienen ra-
cionalidad limitada. Williamson señala que son dos los su-
puestos referentes a los “atributos rudimentarios de la na-
turaleza humana”: la racionalidad limitada y el
oportunismo.

Con el supuesto de racionalidad limitada se reconocen los
límites de la competencia cognoscitiva del ser humano y
con ella se supone que los individuos son “intencional-
mente racionales, sólo en forma limitada”, ya que enfren-
tan restricciones neurofisiológicas y de lenguaje. Estas li-
mitaciones se hacen más evidentes cuando avanza la edad
o existe alguna discapacidad intelectual.

Por oportunismo, se entiende “la búsqueda del interés pro-
pio con dolo…” debido a que el comportamiento oportu-
nista se refiere a la revelación incompleta o distorsiona-
da de la información, especialmente a los esfuerzos
premeditados para equivocar, distorsionar, ocultar,
ofuscar o confundir, de tal manera que los agentes eco-
nómicos no cumplirán confiablemente sus promesas y
violarán “letra y espíritu” de un acuerdo, cuando así
convenga a sus intereses (Williamson, 1985).

Por lo anterior, ante el oportunismo de las tiendas departa-
mentales al no usar textos, sino cifras para intentar distor-
sionar la información que ofrecen a sus clientes que, bien
podrían tener una racionalidad limitada por diversas cau-
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sas, es necesario ser preciso en la legislación para cerrar la-
gunas que permitan que este oportunismo represente un
costo adicional al consumidor en su etapa de decisión. Por
ello, esta iniciativa pretende que la publicidad de los pre-
cios y las promociones de los bienes y servicios no se pres-
ten a confusión debido al uso de cifras que opaquen la re-
levancia que posee el precio en la toma de decisiones de los
consumidores.

Si bien el artículo 32 de la Ley Federal de Protección al
Consumidor ya contempla que la información en la publi-
cidad deberá estar exenta de textos, diálogos y “otras des-
cripciones” que puedan inducir al error o confusión, no es
suficiente pues, “otras descripciones”, no están contenidas
de manera específica en la ley, aunque sí en los Linea-
mientos para el análisis y Verificación de la Información y
Publicidad, lo que genera un costo asociado a la informa-
ción, tanto para oferentes como para consumidores, pues
siempre una ley es un poco más fácil de consultar que un
acuerdo. Además, un acuerdo lleva un procedimiento mu-
cho más discrecional a diferencia de los cambios en la ley,
los cuáles son más publicitados y calificados.

Las modificaciones que se pretenden en esta iniciativa
pueden estar consideradas en la parte del texto del artícu-
lo 32 referente a “otras descripciones”, tienden tanto a la
holgura, que permiten el tipo de prácticas descritas y ex-
hibidas en el planteamiento del problema de esta iniciati-
va, las cuales se han generalizado en las tiendas de auto-
servicio. Por otro lado, hay que considerar, que al ser una
ley secundaria debe ser más específica para evitar lagunas
que permitan el incremento de costos para los tomadores
de decisiones, o de manera más concreta “lo que abunda,
no perjudica”.

Aunque también es cierto que la Suprema Corte de Justicia
de la Nación ha interpretado que la responsabilidad de
comprobar la veracidad de la información y publicidad res-
pecto de los bienes o servicios recae en los proveedores1

esto sin duda hace que el costo por tomar decisiones por
parte de los consumidores se incremente y además para
subsanar alguna controversia tendrían que recurrir al arbi-
traje de la Procuraduría, lo cual implica un costo de trans-
acción adicional al ya generado por la confusión generada
por la cosa descrita. Cabe recordar que efectivamente, la
Procuraduría debe analizar y verificar la información o pu-
blicidad de los establecimientos proveedores de bienes y
servicios, sin embargo, su actuar también lleva un costo de
transacción que podría reducirse con la aprobación de esta
propuesta al no tener que actuar por denuncia, sino que

prohíbe explícitamente el actuar en comento sin dejar lugar
a dudas, generando vacíos legales y evidencia el problema
descrito de tal manera que es más fácil de identificar, pres-
tándose menos a la controversia.

III. Fundamento legal

Esta iniciativa se presenta en ejercicio de las facultades
que, al suscrito Carlos Torres Piña, en su calidad de dipu-
tado federal de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión le confieren los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; así como en los artículos 6, numeral 1, fracción
1, 77, numerales 1 y 4, y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados.

IV. Denominación del proyecto de decreto

Iniciativa que reforma los artículos 7 bis y 32 de la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor con la finalidad de evi-
tar confusiones en los precios de exhibición y publicidad
de bienes y servicios.

V. Ordenamientos a modificar y adicionar

A manera de ilustración, a continuación, se muestra un
cuadro comparativo que contiene el texto vigente y la
propuesta de reforma que se pone a consideración de es-
ta soberanía:
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IV. Decreto

Decreto por el que se reforman los artículos 7 Bis y 32
de la Ley Federal de Protección al Consumidor con la
finalidad de evitar confusiones en los precios de exhibi-
ción y publicidad de bienes y servicios.

Artículo Único. Se reforman los artículos 7 Bis y 32 de
la Ley Federal de Protección al Consumidor, para quedar
como sigue:

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 7 Bis. El proveedor está obligado a exhibir de for-
ma notoria y visible el monto total a pagar por los bienes,
productos o servicios que ofrezca al consumidor evitando
incluir textos u otras cifras que muestren relevancia o
rivalicen con el monto total a pagar y se presten a la
confusión.

…

Capítulo III
De la información y publicidad

Artículo 32. La información o publicidad relativa a bienes,
productos o servicios que se difundan por cualquier medio
o forma, deberán ser veraces, comprobables, claros y exen-
tos de textos o cifras que muestren relevancia o rivalicen
en tamaño, color o tonalidad de aquellos que expresan
el monto total a pagar, diálogos, sonidos, imágenes, mar-
cas, denominaciones de origen, y otras descripciones que
induzcan o puedan inducir a error o confusión por engaño-
sas o abusivas.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrara en vigor a partir de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 Época: Décima Época. Registro 2010620. Instancia: Primera Sala.
Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fe-
deración, Libro 25, diciembre de 2015, Tomo I. Materia(s) Adminis-
trativa. Tesis: 1ª. CD/2015 (10a.). Página: 271. Publicidad engañosa.

Carga de la prueba atendiendo a sus enunciados empíricos y/o va-
lorativos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de febrero de 2019.— Diputado
Carlos Torres Piña (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

«Iniciativa que reforma los artículos 20, 169 y 185 de la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, a cargo del diputado Carlos To-
rres Piña, del Grupo Parlamentario del PRD

Carlos Torres Piña, diputado federal a la LXIV Legislatura
del Congreso de la Unión, e integrante del Grupo Parla-
mentario del PRD, con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, fracción
1, 77, numerales 1 y 4, y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración del Congreso de la
Unión iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman los artículos 20, 168 y 185 de la Ley del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado. Por lo anterior y a efecto de reunir los elementos
exigidos por el numeral 1 del artículo 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, la iniciativa se presenta en los
siguientes términos:

I. Planteamiento del problema

Actualmente, los trabajadores contemplados en el apartado
B del artículo 123 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, enfrentan una molestia en el uso de
su crédito de vivienda otorgado por el Fondo de Vivienda
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado (Fovissste). Esta preocupación con-
siste en la incertidumbre que genera el hecho de revisar el
saldo de su crédito hipotecario y darse cuenta que mes a
mes debe mucho más que la cantidad contratada en térmi-
nos de pesos.

Por otro lado, el crédito para vivienda ejercido por el tra-
bajador mediante el Fovissste resulta con un costo indife-
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rente y a veces mucho más alto que un crédito ordinario,
bancario o comercial. Esto contraviene al derecho consti-
tucional del ejercicio de un crédito barato para la vivienda,
lo cual será explicado más adelante.

Adicionalmente, se enfrenta al problema de los descuentos
cuando ejerce su crédito para la vivienda, pues a veces, el
empleador suele hacer mal el cálculo y el descuento res-
pectivo, lo que repercute en un endeudamiento paralelo al
ya de por sí oneroso crédito para la vivienda ofrecido por
Fovissste. Dicho endeudamiento paralelo, en muchas oca-
siones convierte al trabajador en moroso sin darse cuenta,
hasta que le llama un despacho de cobranza, mientras el
trabajador o trabajadora confía en que sus dependencias
hacen los descuentos correctos de su nómina.

En conclusión, el trabajador no puede tomar una decisión
eficiente respecto al ejercicio de su crédito de vivienda de-
bido a que no tiene información completa y simétrica res-
pecto a la tasa de interés que va a pagar pues sólo conoce
una, la que está convenida en el contrato de mutuo, sin em-
bargo, ignora que la actualización de su crédito en términos
de salarios mínimos actúa como una tasa de interés adicio-
nal que no sólo capitaliza el principal, sino también los in-
tereses generados por la primera tasa lo que, en conse-
cuencia, encarece el crédito y le quita a este el término de
“crédito barato o accesible” pues el nivel al que llega el
costo total de crédito es igual o en ocasiones superior al
bancario pero, al no tener una información comparable, el
trabajador no sabe si ejercer su crédito o solicitar preferen-
temente un crédito bancario.

Asimismo, al no tener la información completa que le per-
mita comparar opciones, tiene que ejercer su crédito insti-
tucional creyendo que, efectivamente, es una tasa mucho
más baja la que esta institución le ofrece a diferencia del
crédito hipotecario comercial. Este desconocimiento per-
mite que el Fovissste se convierta en una especie de único
proveedor de crédito, acaparando esta ventaja frente a los
que podrían ser sus competidores. Es decir, el problema se
reduce a la dificultad de comparar la información del con-
trato de mutuo respecto a la información de otros produc-
tos financieros para la adquisición de vivienda. 

El Fovissste justifica este cuasi monopolio asegurando que
la institución otorga crédito a trabajadores que de otra ma-
nera no podrían conseguir un crédito bancario. Si bien es-
to pudiera ser cierto también es cierto que los montos de
los créditos a los que pueden acceder los trabajadores en el
Fovissste ya tienen similares en la banca comercial.

Este problema señalado se resolvería eliminando la actua-
lización vía “veces el salario mínimo (VSM)”, utilizando
una sola tasa y expresando la deuda únicamente en pesos lo
que facilitaría su comparabilidad y haría al crédito Foviss-
ste existente mucho más barato.

II. Argumentación

Una preocupación expresada por los trabajadores que ac-
ceden a un crédito hipotecario del Fovissste es que duran-
te los primeros años su deuda crece aceleradamente y lo
único que tiene cierto es que muy probablemente, ese cré-
dito lo pague a 30 años, que es el máximo plazo que seña-
la la ley para finiquitar la deuda. La preocupación desapa-
recería si le explicáramos al trabajador que el tipo de
amortización de su crédito corresponde al esquema de
amortización francés, que permite al acreditado pagar una
misma cantidad real mensual a lo largo de la vida del cré-
dito, la diferencia es que dicha mensualidad contribuye en
una mayor proporción al pago de intereses que a la amorti-
zación del capital en un principio, invirtiéndose la situa-
ción en el último periodo de la vida del crédito contratado
y por ello se ve abultado el costo del crédito al principio del
mismo.

Además, el trabajador no tiene conciencia que le están co-
brando al mismo tiempo dos tasas de interés, una fija y
otra variable, sólo alcanza a percibir que su deuda se in-
crementa sin que sus pagos se vean reflejados en su estado
de cuenta. Cabe mencionar que hay una tasa de interés pac-
tada desde el principio en el “contrato de mutuo”, donde
llegan a un acuerdo de voluntades el instituto y el trabaja-
dor. Dicha tasa pactada previamente no podrá ser menor
del cuatro por ciento sobre saldos insolutos, según lo seña-
lado por la propia Ley del ISSSTE. 

Asimismo, la ley señala en su artículo 185 que “el saldo de
los créditos otorgados a los trabajadores a que se refiere la
fracción I del artículo 169 de esta ley se revisará cada vez
que se modifiquen los salarios mínimos, incrementándo-
se en la misma proporción en que aumente el salario
mínimo”. Esta última funciona como una segunda tasa de
interés y ésta no es fija, es decir, no ha sido pactada al ini-
cio del contrato de mutuo, no la conoce el trabajador, pues
la primera tasa está señalada en el contrato, mientras que la
actualización derivada del incremento del salario míni-
mo, a pesar de estar contemplada en la ley, no se sabe a
ciencia cierta en qué proporción aumentará, pues está an-
clada al incremento del salario mínimo y este a su vez a la
inflación esperada. Es decir, la cantidad de esta última la
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desconoce por completo el trabajador. Cabe mencionar que
si el incremento del salario mínimo es superior a la unidad
de medida y actualización publicada por el Inegi, se toma-
rá ésta última para actualizar el saldo del crédito Fovissste.

Siendo la tasa de interés un precio, pues el interés es el pre-
cio por el uso del dinero, este tiene que ser claro desde un
principio sin prestarse a la confusión como es el caso, pues
hay un precio que efectivamente está incorporado al con-
trato de mutuo pero, además tenemos un precio oculto, que
es la actualización mediante las veces salarios mínimos, lo
cual no permite de manera efectiva que los trabajadores to-
men una decisión óptima, pues desconocen el futuro, y en
este caso el futuro está expresado en la aplicación de una
tasa de inflación esperada con la que se actualizan los sal-
dos insolutos. La Ley Federal de Protección al Consumidor
señala en su artículo 66, fracción III que se deberá:

“III. Informar al consumidor el monto total a pagar por el
bien, producto o servicio de que se trate, que incluya, en
su caso, número y monto de pagos individuales, los inte-
reses, comisiones y cargos correspondientes, incluidos
los fijados por pagos anticipados o por cancelación; pro-
porcionándole debidamente desglosados los conceptos
correspondientes;”

En la realidad esto no sucede, pues pocos trabajadores se
dan cuenta que los intereses generados por la tasa fija se
capitalizan y mucho menos que esos saldos son actuali-
zados mediante otra tasa, la cual esta expresada como el
incremento del salario mínimo, mismo que tiene un com-
portamiento similar al de la tasa de inflación esperada, o
al menos así lo ha hecho en los últimos años. Cabe re-
cordar, que este tipo de esquema crediticio fue empleado
desde 1994 a partir del error de diciembre, pues los cré-
ditos fueron reestructurados en Udi (Unidades de Inver-
sión) cuya vertiente para los créditos de Fovissste e In-
fonavit es la actualización de los saldos en términos de
veces salarios mínimos. 

Sin llegar más lejos, esto a primera vista parecería un caso
de anatocismo, es decir, cobrar intereses sobre los intere-
ses. Si bien, los funcionarios públicos que han dirigido es-
tos institutos tales como el Infonavit y el Fovissste señalan
que esta práctica es necesaria para poder generar liquidez e
incrementar así el nivel de crédito para los trabajadores, no
por ello deja de ser ilegal según lo referido en el Capítulo
II Del mutuo con interés del Código Civil Federal: 

“Artículo 2397. Las partes no pueden, bajo pena de nu-
lidad, convenir de antemano que los intereses se capita-
licen y que produzcan intereses.”

Asimismo, los créditos del Fovissste al tener estas dos ta-
sas, una fija y otra variable, también caen en el siguiente
supuesto del mismo código:

“Artículo 2395. El interés legal es el nueve por ciento
anual. El interés convencional es el que fijen los contra-
tantes, y puede ser mayor o menor que el interés legal;
pero cuando el interés sea tan desproporcionado que
haga fundadamente creer que se ha abusado del apu-
ro pecuniario, de la inexperiencia o de la ignorancia
del deudor, a petición de éste el juez, teniendo en cuen-
ta las especiales circunstancias del caso, podrá reducir
equitativamente el interés hasta el tipo legal.”

Funcionarios anteriores a la presente administración, han
señalado que tanto la ley del Infonavit y del ISSSTE son
leyes excepcionales y por tanto no puede limitarse por
otra ley, en este caso, el Código Civil Federal o los códi-
gos civiles de las entidades federativas y si bien no sólo
la especialidad soluciona el conflicto que existe entre am-
bos ordenamientos, si se puede aplicar la solución que
maximice la tutela de los intereses protegidos a pesar de
que existan derechos en colisión, el cual, según su pare-
cer, es que predomine el derecho de generar liquidez pa-
ra otorgar crédito suficiente sin atender la protección de
las personas, en este caso, de los trabajadores, y de limi-
tar los excesos de la libertad contractual como lo hemos
visto en los contratos de mutuo que cobran no sólo una,
sino dos tasas de interés, una fija que es pactada de inicio
a fin del crédito y otra flexible establecida anualmente y
que ambas capitalizan la totalidad del saldo.

Es decir, el trabajador está aceptando dos tasas de interés
sin estar enterado de ello, porque a final de cuentas, la ac-
tualización del saldo insoluto mediante salarios mínimos,
es la aplicación de una tasa de interés que protege frente la
inflación esperada, es decir, es un incremento aplicando
una tasa de inflación, como lo señala el artículo 185 de la
Ley del ISSSTE, y peor aún, es una tasa que actualiza los
intereses generados por la tasa fija, pero va más allá de
ello, pues, tan sólo con la aplicación de la primera tasa o ta-
sa fija, se está aplicando una tasa de interés compuesta y no
una simple, como es el caso de otros créditos hipotecarios
como los ofrecidos por la banca comercial.
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De hecho, los créditos hipotecarios consultados en la pági-
na electrónica de la Condusef (Comisión Nacional para la
Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Finan-
cieros) resultaron a simple vista ser indiferentes en compa-
ración con un crédito tradicional adquirido con el Fovissste
y peor aún, en un análisis más profundo, resultaron ser mu-
cho más baratos que este último:

El cuadro anterior muestra tasas expresadas en CAT (costo
anual total), es decir, no son tasas de interés, sino todo el
costo que implica el crédito. Ello nos permite hacer la com-
paración con un crédito de Fovissste de las siguientes 
características:

• Crédito tradicional o por sorteo con una cantidad aso-
ciada de $439,546.83 para la adquisición de vivienda de
interés social que es la mínima que otorga Fovissste.

• Una tasa de interés en el contrato de mutuo del 5 por
ciento

• Una tasa de crecimiento del salario mínimo mensual
del 4 por ciento en promedio, suponiendo que no haya
sobresaltos inflacionarios o shocks externos que obli-
guen a un alza estrepitosa de la inflación esperada y por
ende en la fijación del salario mínimo mensual por par-
te de la Conasami (Comisión Nacional de los Salarios
Mínimos)

• Pago mensual real de $2,808.00, el cuál obviamente va
incrementando años con año términos nominales.

• El plazo para finiquitar la hipoteca queda establecido
por el tiempo que se lleve para pagar la totalidad del
crédito incluyendo intereses y actualizaciones o los 30
años que establece la ley para liquidarlo.

• Suponemos que el trabajador siempre se mantiene en
la misma plaza laboral durante la vida del crédito.

• Suponemos que al trabajador le aumentan el sueldo
por cada vez que la Conasami aumenta el salario míni-

mo y destina el 30 por ciento de su salario base al pago
de la hipoteca. 

• Por lo anterior, si hay un incremento de su salario, ha-
brá un incremento en la cantidad destinada al pago de la
hipoteca en términos nominales.

• El ahorro del SAR destinado a la vivienda es de
$60,000.00

• El valor de la vivienda se mantiene constante a lo lar-
go de la vida del crédito

En el ejercicio expuesto, ambos créditos son una solución
de vivienda similar, pues incluso su enganche o su aporta-
ción inicial es de $60,000.00 lo que equivale al ahorro que
pudiera tener un trabajador en su cuenta del SAR y que por
ley se aplica al crédito.

Para el caso del crédito hipotecario bancario tenemos pa-
gos mensuales de un promedio de $4,260.00 a lo largo del
crédito en términos nominales, lo que significa que la in-
flación generará un efecto de caída en el costo del crédi-
to en términos reales, lo cual no sucede con el crédito Fo-
vissste, pues en éste último recupera el valor perdido por
efectos de la inflación.

En el cuadro siguiente se hace el ejercicio para el crédi-
to Fovissste y se encuentra efectivamente que, la suma-
toria de los desembolsos para el pago del crédito es mu-
cho más alto en Fovissste frente a los créditos
hipotecarios de Banca Mifel y Scotiabank, pues la suma-
toria de los pagos de estos últimos son de $ 1,009,767.25
y $ 1,011, 813.15 respectivamente, mientras que la suma
de los pagos hechos al crédito de Fovissste de$
1,175,301.01, lo que significa que el crédito de Fovissste
es 16.5% más caro que los créditos comerciales o banca-
rios. Adicionalmente, el periodo en el que se liquidan los
créditos bancarios es de 20 años, mientras que el crédito
de Fovissste llega a los 22 años, lo que implica que el
crédito Fovissste es más caro que los créditos comercia-
les por estar expresado en salarios mínimos y actualizar-
se con estos.
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En el gráfico anterior tenemos cómo se comporta el crédi-
to Fovissste frente al valor del inmueble adquirido por el
trabajador suponiendo que éste inmueble no varíe su valor.
A simple vista se observa como durante los primeros años
se da una ganancia extraordinaria, es decir, el crédito ge-
nera ingresos extraordinarios por encima del valor del in-
mueble adquirido. Asimismo, en términos simples signifi-
ca que el valor del inmueble quedaría amortizado en tan
sólo 13 años bajo el supuesto de la inexistencia del interés
y que no se aplicara la actualización de los salarios míni-
mos. Sin embargo, aplicando ambas tasas de interés, tene-
mos que se pagan por un plazo de nueve años adicionales
para poder pagar el crédito hipotecario proporcionado por
el Fovissste. Incluso, si le aplicáramos sólo la tasa de inte-
rés pactada en el contrato de mutuo, tenemos que efectiva-
mente, el plazo se elevaría a 22 años, sin embargo, la su-
matoria de los pagos ascendería tan sólo a $728,581.12, es
decir, $448,719.89 menos que si le agregáramos la tasa de
interés flexible conocida como “actualización mediante sa-
larios mínimos”.

Por el ejemplo arriba desarrollado, el crédito ya no resultó
como obliga el artículo 123 de Constitución Política de lo
Estados Unidos Mexicanos en su apartado B, fracción XI,
inciso f) que a la letra dice: 

“f) Se proporcionarán a los trabajadores habitacio-
nes baratas, en arrendamiento o venta, conforme a los
programas previamente aprobados. Además, el Estado
mediante las aportaciones que haga, establecerá un
fondo nacional de la vivienda a fin de constituir de-
pósitos en favor de dichos trabajadores y establecer
un sistema de financiamiento que permita otorgar a
éstos crédito barato y suficiente para que adquieran
en propiedad habitaciones cómodas e higiénicas, o
bien para construirlas, repararlas, mejorarlas o pagar pa-
sivos adquiridos por estos conceptos.”

Ello significa que el trabajador no puede escoger el crédito
de vivienda que más le convenga pues los elementos que
tiene para hacerlo no son comparables, es decir, tiene in-
formación incompleta, cosa que trata de evitar la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor pero que no logra ate-
rrizar la Ley del ISSSTE.

Por otro lado, aunque los hiciéramos comparables, actual-
mente, un crédito del Fovissste es más caro que un crédito
comercial derivado de que se cobran y capitalizan dos ta-
sas de interés, una fija y otra variable. Adicionalmente, del
análisis se desprende que este cobro es ilegal según el Có-

digo Civil Federal ya que esta práctica sólo puede ser váli-
da para temas mercantiles, no así para contratos de mutuo
como el de vivienda. Esto además es ilegal por partida do-
ble, pues son dos tasas las que están operando el crédito. 

Asimismo, el instituto obtiene una rentabilidad financiera
extraordinaria, con el pretexto de dar una rentabilidad a los
trabajadores y con ello ampliar el nivel de crédito para vi-
vienda lo que va en contra del bienestar de los mismos tra-
bajadores. Cabe recordar que la Constitución señala que el
Estado está a cargo de la conformación de los fondos con
las aportaciones de los trabajadores y no señala una fuente
adicional de recursos como sería el cobro de las dos tasas
de interés señaladas. En resumen, si bien existe un equili-
brio financiero para los Onavi (Organismos Nacionales de
Vivienda), no existe un equilibrio económico para la masa
de trabajadores demandantes de vivienda.

Si bien es cierto y es loable evitar que el valor de los aho-
rros acumulados destinados a la vivienda de los trabajado-
res disminuya con el paso del tiempo, ello no debe impli-
car que al hacer uso del crédito este se vuelva caro y a
veces impagable por parte del acreditado. De hecho, sólo
con la actualización de los saldos vía “salarios mínimos”
quedaría protegido el valor del ahorro de los trabajadores y
los fondos mantendrían su valor a lo largo del tiempo has-
ta su uso. De la misma manera, pudiera evitarse el uso de
los salarios mínimos para la actualización de los saldos y
se podría tan sólo pagar una tasa de interés como en cual-
quier institución bancaria pues esta tasa de interés por si
misma ya protege los ahorros de los trabajadores sin tener
que recurrir a su actualización, sin que con ellos tengan que
caer los fondos destinados a la vivienda. 

El cuadro siguiente explica el comportamiento del incre-
mento de los salarios mínimos expresado como una tasa,
confrontando a la tasa de interés interbancaria (TIIE), y la
inflación registrada en el año, de tal manera que clarifica
que una sola tasa puede proteger el ahorro perfectamente
sin necesidad de aplicar una adicional, cumpliendo de esta
manera el precepto constitucional de crédito barato sin me-
noscabo de que el mismo sea suficiente (Fuente: Banco de
México / BIE-Inegi / Conasami):
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Si observamos el cuadro mencionado, tenemos que en un
periodo de 10 años, que implica la mitad de la vida de un
crédito comercial, tenemos que la inflación ha crecido en
promedio un 3.8 por ciento anual, mientras que el salario
mínimo se ha incrementado en un 4.13 por ciento prome-
dio anual y la TIIE en un 4.91 por ciento al año, lo que nos
permite afirmar que el ahorro de los trabajadores queda
perfectamente resguardado con cualquiera de las dos tasas,
el incremento del salario mínimo o la TIIE, ya que ambas
son mayores al crecimiento de los precios registrado du-
rante el periodo por lo que queda salvado el impuesto 
inflacionario. 

Por otro lado, por razones de comparabilidad y estandariza-
ción, lo ideal sería quitar el salario mínimo con unidad de
actualización pues ya vimos que actúa como una tasa de in-
terés lo que implicaría expresar el crédito y su saldo inso-
luto en pesos. De hecho, lo mejor sería dejar operando, de
manera simple, una sola tasa de interés a lo largo del crédito,
reconociendo con ello la estabilidad macroeconómica que ha
mantenido el país durante los últimos diez años. 

Todo este desarrollo va de la mano con la realidad jurídica
de otro de los institutos de vivienda, en este caso el Info-
navit, pues desde 2015 está obligado a otorgar sus créditos
sólo en pesos. Asimismo se reconoce que el Fovissste tie-
ne un producto similar llamado Fovissste en pesos, pero es
un producto nuevo y lo que pretende la presente reforma es
que los trabajadores que ya tienen un crédito expresado en
salarios mínimos no tengan que pagar un sobrecosto por su
crédito sino que por razones de transparencia y progresivi-
dad hagan pagos justos para amortizar su crédito de vi-
vienda y esto sólo se consigue expresando los créditos en
pesos y aplicando una sola tasa de interés previamente ex-
presada en el contrato de mutuo.

El 27 de enero de 2016, la Secretaría de Gobernación (Se-
gob) publicó en el DOF del el decreto por el que se decla-

ra reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de desindexación del salario mínimo. Este decreto
consiste en desvincular al salario de su función como uni-
dad de cuenta, índice, base, medida o referencia en el pago
de obligaciones o supuestos que se establecen en leyes fe-
derales y estatales, etcétera, entrará en vigor el 28 de ene-
ro del año en curso.

Así, para sustituir al salario en ese tipo de mediciones, se
crea la Unidad de Medida y Actualización (UMA), cuyo
valor será calculado por el Instituto Nacional de Estadísti-
ca y Geografía (Inegi), en los términos que señale la ley re-
glamentaria. De esa manera, al entrar en vigor el referido
Decreto el 28 de enero de 2016, queda prohibido el uso del
salario mínimo como índice, unidad, base, medida o refe-
rencia para fines ajenos a su naturaleza y el Inegi determi-
nará el valor de la UMA que será utilizada como unidad de
cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la
cuantía del pago de las obligaciones y supuestos previstos
en las leyes federales, de las entidades federativas y del
Distrito Federal, así como en las disposiciones jurídicas
que emanen de todas las anteriores quedando de la si-
guiente manera:

Pero, el día 10 de enero de 2017, la Iniciativa privada se-
ñala que hay incertidumbre debido a que la seguridad so-
cial no quedó atada a la Unidad de Medida y Actualización
pues las disposiciones relativas a la seguridad social y pen-
siones no quedaron desindexadas del salario mínimo, a pe-
sar de que la reforma constitucional desvinculó al salario
de todo tipo de conceptos. De hecho, la iniciativa privada
considera inconstitucional que la seguridad haya quedado
exenta de la desindexación como se aprecia en los transito-
rios del Decreto de desindexación. En los transitorios del
“decreto por el que se declara reformadas y adicionadas di-
versas disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del
salario mínimo” se señala lo siguiente:

“Sexto. Los créditos vigentes a la entrada en vigor del pre-
sente decreto cuyos montos se actualicen con base al sala-
rio mínimo y que hayan sido otorgados por el Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, el
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Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado u otras institucio-
nes del Estado dedicadas al otorgamiento de crédito para la
vivienda, continuarán actualizándose bajo los términos y
condiciones que hayan sido estipulados.

Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, en el
evento de que el salario mínimo se incremente por encima
de la inflación, las referidas instituciones no podrán actua-
lizar el saldo en moneda nacional de este tipo de créditos a
una tasa que supere el crecimiento porcentual de la Unidad
de Medida y Actualización durante el mismo año.

Las instituciones a que se refiere el primer párrafo podrán,
a partir de la entrada en vigor de este decreto y hasta 720
días naturales posteriores a la entrada en vigor del mismo,
seguir otorgando créditos a la vivienda que se referencien
o actualicen con base al salario mínimo. En el evento de
que el salario mínimo se incremente por encima de la in-
flación, las citadas instituciones no podrán actualizar el sal-
do en moneda nacional de este tipo de créditos a una tasa
que supere el crecimiento porcentual de la Unidad de Me-
dida y Actualización durante el mismo año.

El órgano de gobierno de cada institución podrá determinar
el mecanismo más adecuado para implementar lo dispues-
to en el presente artículo transitorio.”

Lo anterior implica que los créditos expresados en Salarios
Mínimos seguirán utilizándose de manera ilegal, aunque si
estos rebasan por mucho a la UMA (Unidad de Medida y
Actualización) lo único que pasará es que se tomará la más
baja, lo que implica que se siguen empleando ambas tasas
para capitalizar el crédito hipotecario.

Cabe mencionar que los fondos de vivienda de los trabaja-
dores no sólo se constituyen por las aportaciones del traba-
jador, sino en este caso, también de su patrón, es decir, de
los gobiernos que los contratan. Ello implica la probabili-
dad que haya trabajadores que nunca ejerzan su crédito de
vivienda y por tanto sus aportaciones generan liquidez en
los fondos de vivienda o mejor aún, cuando el trabajador
termina de pagar su crédito, el patrón sigue aportando al
fondo de vivienda, lo que implica que siempre hay liqui-
dez, además de que se pueden buscar otros esquemas de
apalancamiento financiero que permitan cumplir el manda-
to constitucional de crédito barato y suficiente, cosa que
actualmente no se cumple.

Otro elemento a considerar para el cambio de expresión
de veces salarios mínimos a pesos de los créditos otorga-
dos por el Fovissste son los antecedentes creados en la
Suprema Corte de Justicia, en este caso, el amparo direc-
to en revisión 4947/2015 cuyo ponente el ministro José
Ramón Cossío Díaz donde tutela el derecho al crédito ba-
rato, que según el análisis del amparo en revisión no lo
cumple un crédito del Infonavit cuyo funcionamiento es
muy parecido al del Fovissste.

Existe otro amparo cuya expresión a la letra es la siguiente:

“Amparo directo en revisión 1794/2009 Promovido
por **********, contra actos de la Primera Sala Civil
del Supremo Tribunal de Justicia del estado de Michoa-
cán. El proyecto propuso confirmar la sentencia recurri-
da y negar el amparo solicitado. En uso de la palabra el
ministro Cossío Díaz anunció: “Este asunto como todos
ustedes saben, guarda relación con el primero mío que
fue desechado por una votación de cuatro a uno. Yo en
este asunto estoy en contra porque precisamente presen-
ta la posición contraria al proyecto que sometí a su con-
sideración. Yo estoy en contra, creo que el tema que te-
nemos que tratar es el ajuste del saldo de los créditos y
no el cobro de los intereses. Por esta razón y en concor-
dancia con el voto anterior, me voy a manifestar en con-
tra del proyecto señor presidente.” Por lo anterior, el
presidente de la sala solicitó se tomara votación nomi-
nal; sometido a votación, fue aprobado por mayoría de
cuatro votos, en contra del emitido por el ministro cos-
sío díaz, quien indicó que formulará voto particular.”

III. Fundamento legal

Esta iniciativa se presenta en ejercicio de las facultades
que, al suscrito Carlos Torres Piña, en su calidad de Dipu-
tado Federal de la LXIV Legislatura del H. Congreso de la
Unión le confieren los artículos 71, fracción II de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así co-
mo en los artículos 6, numeral 1, fracción 1, 77, numerales
1 y 4, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

IV. Denominación del proyecto de decreto

Iniciativa que reforma los artículos 20,169 y 185 de la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado en materia de créditos de vivienda.
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V. Ordenamientos a modificar y adicionar

VI. Decreto

Decreto por el que se reforma el artículo 20, la fracción
I del artículo 169 y el párrafo primero del artículo 185
de la Ley de Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado, para quedar como sigue:

Artículo Único. Se reforma el artículo 20, la fracción I, del
artículo 169, y el párrafo primero del artículo 185, todos de
la Ley de Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado.

Artículo 20. Cuando no se hubieren hecho a los trabajado-
res o pensionados los descuentos procedentes conforme a
esta ley, a excepción de los descuentos por pago de cré-
dito a la vivienda, el instituto mandará descontar hasta un
treinta por ciento del sueldo o pensión mientras el adeudo
no esté cubierto. En caso de que la omisión sea atribuible
al trabajador o pensionado, se le mandará descontar hasta
un cincuenta por ciento del sueldo.
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Para el caso de los descuentos por pago de crédito a la vi-
vienda vía nómina, estos se aplicarán los días 15 y 30 de
cada mes y para el caso de febrero el día 15 y último del
mismo. A falta de contrato laboral con una dependencia
pública o del descuento respectivo, se aplicarán las mis-
mas fechas hasta con tres días hábiles para liquidar el pa-
go respectivo del crédito de vivienda vía bancaria sin per-
juicio para el trabajador.

La dependencia para la que labora el trabajador está
obligada a hacer el descuento respectivo como obliga la
presente ley respecto al crédito a la vivienda y en caso
de no hacerlo, la misma estará obligada a hacer el pago
al Fondo de la Vivienda del adeudo derivado de los
errores en el cálculo o aplicación del descuento.

Artículo 169. Los recursos afectos al Fondo de la Vivien-
da se destinarán:

I. Al otorgamiento de créditos a los trabajadores que se-
an titulares de las Subcuentas del Fondo de la Vivienda
de las Cuentas Individuales y que tengan depósitos
constituidos a su favor por más de dieciocho meses en
el instituto. El importe de estos créditos será expresado
en pesos y deberá aplicarse a los siguientes fines:

…

Artículo 185. El saldo delos créditos hipotecarios otorga-
dos a los trabajadores a que se refiere la fracción I del ar-
tículo 169 de esta ley deberá ser expresado en términos
de pesos y sólo podrá modificarse por los intereses que
produzca.

Asimismo, los créditos citados devengarán intereses úni-
camente sobre el saldo ajustado de los mismos a la tasa
que determine la Junta Directiva. Dicha tasa será pro-
gresiva respecto al sueldo base y masa del crédito y no
será menor del cuatro por ciento anual sobre saldos inso-
lutos ni mayor a la más baja promedio anual encon-
trada en el mercado hipotecario anterior a la autori-
zación del crédito.

Las cantidades que se descuenten a los trabajadores con
motivo de los créditos a que alude el presente artículo, no
podrán exceder del treinta por ciento de su sueldo básico,
sin perjuicio de lo previsto en el artículo 20 de esta ley.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. El Fondo de Vivienda tendrá 180 días naturales
para que todos los saldos sin excepción sean únicamente
expresados en pesos y dejen de ser actualizados en veces
salarios mínimos.

Tercero. Quedan derogadas todas las disposiciones ante-
riores que se opongan al presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de febrero de 2019.— Diputado
Carlos Torres Piña (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO 
Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a
cargo del diputado Carlos Torres Piña

Carlos Torres Piña, diputado federal a la LXIV Legislatura
del Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción 1, 77, nume-
rales 1 y 4, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del Congreso de la Unión
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 16, 40, 41 y 42 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria.

I. Planteamiento del problema

En los últimos años, el bajo crecimiento económico (2
por ciento promedio anual) y la tendencia monopólica de
la economía mexicana han dado como resultado una alta
concentración del ingreso. De acuerdo con la Encuesta
Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares correspon-
diente a 2016, presentada por el Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía (Inegi), 30 por ciento de los hogares
con mayores ingresos (deciles VIII a X) concentraron
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63.3 de los ingresos corrientes totales, mientras que 30
por ciento de los hogares con menores ingresos (deciles I
a III) participan con 9 por ciento del ingreso. Mientras
tanto, los deciles V y VI tuvieron un ingreso corriente
promedio trimestral de 25 mil 920 y 31 mil 650 pesos,
respectivamente.

Adicionalmente, las políticas públicas han contribuido a
ahondar esta brecha de ingresos debido a la forma en cómo
se cobran los impuestos, los derechos, las tarifas, en cómo
se otorgan las exenciones fiscales, los subsidios y la forma
de establecer los precios de los bienes y servicios que pro-
vee el gobierno.

La concentración del ingreso en México ha dado como re-
sultado un círculo vicioso. Este consiste en que a mayor
concentración del ingreso, hay un menor crecimiento eco-
nómico y, debido al modelo de crecimiento adoptado des-
de los años ochenta, hay una mala distribución del ingreso
que redunda en un pobre crecimiento económico.

Esta concentración del ingreso impide que crezca el pro-
ducto y se distribuya de tal manera que permita el creci-
miento del mercado interno; es decir, el crecimiento eco-
nómico de México sólo está siendo impulsado por el
mercado externo que a su vez tiene un límite, pues si se ex-
cediera, daría como resultado desequilibrios macroeconó-
micos; por ello, los policy makers prefieren un bajo creci-
miento y lo peor, un crecimiento dependiente de los
vaivenes del resto del mundo respetando siempre el freno
impuesto por la propensión marginal a importar, es decir,
por el componente importado de nuestras exportaciones.

El gobierno tiene una profunda relación con esta concen-
tración del ingreso. Durante los últimos treinta años, con la
implantación del modelo neoliberal, se privilegió al gran
capital frente al capital mediano, pequeño y al factor traba-
jo mediante la política fiscal, lo que hasta la fecha implica
que cada decisión del gobierno federal en cuanto a la ge-
neración de sus ingresos y la aplicación de éstos, produz-
can distorsiones en los ingresos personales de cada uno de
los agentes económicos, distorsiones que pueden benefi-
ciarles a algunos, pero perjudiciales para otros.

Por lo anterior se considera necesario que, dentro del pa-
quete fiscal que anualmente entrega el ejecutivo federal al
poder legislativo, se considere al coeficiente de Gini, tanto
en su versión histórica como proyectada para el año a que
se destine el paquete económico, dentro de las variables es-
tablecidas por el gobierno federal en la presentación de los

Criterios Generales de Política Económica y en el Paquete
Económico, formado por la Ley de Ingresos y el Presu-
puesto de Egresos. De esta manera se podrán observar los
impactos que tendrá la política recaudatoria en la concen-
tración del ingreso, y si ésta fuere adversa se tendrá la
oportunidad de corregir, puesto que una política fiscal re-
gresiva contribuye a la concentración del ingreso y al bajo
crecimiento.

La valoración de los impactos de la política fiscal sobre la
concentración del ingreso permitirá establecer una mejor
trayectoria del índice a lo largo del tiempo, la que se verá
reflejada en la expansión paulatina del mercado interno pa-
ra que funcione como un motor más del crecimiento eco-
nómico, pues, actualmente, no se valoran los efectos redis-
tributivos de la política fiscal, dando énfasis únicamente al
crecimiento, sin considerar que el primero tiene efectos so-
bre el segundo.

La necesidad de impactar sobre la distribución del ingreso
de una manera objetiva no sólo se plantea como una nece-
sidad de generar justicia social, sino como una oportunidad
de generar eficiencia económica, es decir, de minimizar la
brecha del producto de la economía mexicana. Hay que
partir de la siguiente premisa: “Todo lo que se mide se pue-
de mejorar”; así que, al medir el impacto de la política eco-
nómica del gobierno en la concentración del ingreso pode-
mos dar seguimiento a un mejor desenvolvimiento de este
en el circuito económico.

II. Argumentos

El artículo 25 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos señala:

Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional
para garantizar que éste sea integral y sustentable, que for-
talezca la Soberanía de la Nación y su régimen democráti-
co y que, mediante la competitividad, el fomento del cre-
cimiento económico y el empleo y una más justa
distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno
ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, gru-
pos y clases sociales, cuya seguridad protege esta Consti-
tución. La competitividad se entenderá como el conjunto
de condiciones necesarias para generar un mayor creci-
miento económico, promoviendo la inversión y la genera-
ción de empleo.

Asimismo, el artículo 26 de la CPEUM a la letra dice:
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A. El Estado organizará un sistema de planeación de-
mocrática del desarrollo nacional que imprima solidez,
dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al
crecimiento de la economía para la independencia y la
democratización política, social y cultural de la nación.

Adicionalmente, el artículo 31 señala en la fracción IV:

Son obligaciones de los mexicanos:

… IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la
federación, como de los estados, de la Ciudad de Méxi-
co y del municipio en que residan, de la manera pro-
porcional y equitativa que dispongan las leyes.

La Constitución hace evidente que el Estado no tiene como
único objetivo el crecimiento económico sino su justa dis-
tribución como mecanismo para alcanzar el pleno ejercicio
de los derechos ciudadanos. Para complementar la idea, el
artículo 31 señala, como parte de la distribución, la contri-
bución que hacen los ciudadanos a la hacienda pública, ya
que está tendrá que ser proporcional y equitativa, es decir,
que le permita al ciudadano no afectar sustancialmente su
renta y por tanto su bienestar de manera importante o fa-
vorezca a un cierto grupo social o nivel económico en de-
trimento del bienestar de otro, es decir, promoviendo un
equilibrio de Pareto.

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desa-
rrollo Social (Coneval), según el Informe de evaluación de
la política de desarrollo social 2016, indica que el porcen-
taje de la población con ingreso inferior a la línea de bien-
estar mínimo pasó de 19.4 en 2010 a 20.5 en 2014. De la
misma manera, el porcentaje de población con ingreso in-
ferior a la línea de bienestar pasó de 52.0 en 2010 a 53.2
para 2014.

Lo anterior describe perfectamente la situación. La pobre-
za aumentó durante este periodo, casi en 1.2 por ciento
mientras que el coeficiente de Gini (el coeficiente de con-
centración del ingreso) en el mismo periodo pasó de 0.509
a 0.503 lo cual implica que la concentración del ingreso se
mantuvo casi sin cambios durante el periodo.

El Coneval define el coeficiente de Gini como el que “mi-
de la desigualdad económica de una sociedad, mediante la
exploración del nivel de concentración que existe en la dis-
tribución de los ingresos entre la población. El coeficiente
de Gini toma valores entre 0 y 1; un valor que tiende a 1 re-
fleja mayor desigualdad en la distribución del ingreso. Por

el contrario, si el valor tiende a cero, existen mayores con-
diciones de equidad en la distribución del ingreso”.

En el mismo sentido, para 2014, el Banco Mundial a través
de su página de internet publica los coeficientes de Gini 
para diferentes países que se presentan a continuación:

Uruguay 41.6
El Salvador 41.8
Argentina 42.7
Perú 44.1
Ecuador 45.4
Camerún 46.5
Nicaragua 47.1
México 48.2
Bolivia 48.4
Costa Rica 48.5
Guatemala 48.7
Honduras 50.6
Panamá 50.7
Brasil 51.5
Paraguay 51.7
Colombia 53.5

Con lo anterior podemos observar que México es un país
con alta concentración del ingreso, casi al nivel de Bolivia,
Costa Rica, Guatemala y Honduras, con economías más
pequeñas y menos dinámicas. Por otro lado, también se ob-
serva que México es un país menos equitativo que otros co-
mo Argentina, Perú, Ecuador y Uruguay. Incluso un país
africano como Camerún es mucho más equitativo que el
nuestro.

En el gráfico anterior podemos observar la evolución del
Coeficiente de Gini desde el año 2000 al 2014, lo que evi-
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dencia que países como Argentina y Brasil, gobernados in-
tegrados, durante ese periodo, por partidos progresistas,
llevaban una tendencia de redistribución del ingreso efecti-
vas, mientras que las economías de Chile y México, con
modelos de corte neoliberal, se estancaban en su capacidad
de reducir la concentración del ingreso.

Durante un periodo de 10 años, 2000-2010, tenemos que
México creció en 2 por ciento promedio anual, Chile creció
en 4 promedio anual, mientras que economías como las de
Brasil y Argentina crecieron 7.5 y 8, respectivamente. A
primera vista parecería que el crecimiento económico de es-
tas dos últimas naciones generó una mejora en la distribu-
ción del ingreso, con lo que la tesis neoliberal se cumpliría,
esa que versa que hay que generar riqueza antes de repartir-
la, sin embargo, si ponemos atención en el tipo de políticas
que fueron implantadas en dichos países, distan mucho de
promover el crecimiento en términos ortodoxos, sino más
bien impulsan su política de bienestar social primero y el
crecimiento viene como consecuencia de la primera (datos
obtenidos mediante las bases de datos Eurostat, OCDE Stat,
PNUD, World Bank).

Por tanto, México se convierte en país con alta concentra-
ción del ingreso comparado con otros similares de la re-
gión. Si esta comparación fuera hecha con la Unión Euro-
pea o los países escandinavos, la diferencia sería brutal,
pues estos países manejan un coeficiente de Gini de entre
0.25 y 0.30 lo que significa que son países más equitativos,
con una menor concentración del ingreso también derivado
de una política fiscal más progresiva.

En el mismo sentido, según la lista de la revista Forbes, pa-
ra 2016 los 20 personajes más ricos de México concentran
una riqueza de poco más de 2.7 billones de pesos, mientras
que el producto interno bruto para el mismo año se fijó en
20.7 billones de pesos, lo que significa que la riqueza de
estos 20 personajes asciende a 13.09 por ciento de la ri-
queza producida en el país en un solo año. Esta enorme
existencia de activos les da la oportunidad de generar in-
gresos importantes, lo que genera enormes disparidades en
el ingreso. Si tan sólo contáramos la riqueza de los prime-
ros 10 personajes de mayores ingresos de esta lista, tendrí-
amos que acaparan 10.87 del PIB. Es decir, hasta entre los
personajes más ricos de México hay una disparidad enor-
me, pues dentro de este selecto grupo, la mitad tiene 83 por
ciento de la riqueza de los 20 más poderosos que se men-
cionan a continuación:

1. Carlos Slim.
2. German Larrea.
3. Alberto Bailleres González.
4. María Asunción Aramburuzabala.
5. Eva Gonda de Rivera.
6. Juan Francisco Beckmann Vidal.
7. Juan A. González Moreno.
8. Daniel Servitje Montull y familia.
9. Jerónimo Arango.
10. Ricardo Salinas Pliego.
11. Francisco Javier Bours Castelo y familia.
12. Antonio del Valle Ruiz.
13. Marcos Achar Levy.
14. Leopoldo Espinosa Abdala.
15. Ricardo Martín Bringas.
16. Emilio Azcárraga Jean.
17. Rufino Vigil González.
18. Manuel Barragán Morales y familia.
19. Carlos Hank Rohn.
20. José y Francisco Calderón Rojas.

Este tema no se reduce exclusivamente a un problema de
inequidad, no es sólo un asunto de justicia social ni mucho
menos de populismo y demagogia, sino va más allá, pues
este fenómeno le resta eficiencia al circuito económico.

Dos factores primordiales inciden en el crecimiento de la
economía en el corto plazo. Por un lado, tenemos la pro-
clividad de nuestro modelo económico hacia el monopo-
lio (grado de monopolio), lo que evita que los precios se
ajusten de manera adecuada a los movimientos de la de-
manda y por otro lado, la propensión marginal a consu-
mir de los agentes económicos, es decir, de los empresa-
rios y los trabajadores.

Según la teoría económica (Kalecki, 1956. Teoría de la di-
námica económica), el incremento del producto de un país
está determinado en el largo plazo por la ampliación de sus
fuerzas productivas, pero en el corto plazo, no está deter-
minado por estas, sino por la demanda efectiva.

La demanda efectiva de un país está determinada por lo
que consumen los agentes económicos. Para el caso, el fac-
tor capital consume bienes de inversión y bienes suntua-
rios, y el factor trabajo consume bienes para el consumo
asalariado. Los empresarios y los trabajadores consumen
en proporciones diferentes. Por lo regular, los trabajadores
consumen casi todo su ingreso, por lo que decimos que tie-
nen una propensión alta a consumir y si subiera su ingreso
es muy probable que aumente su consumo.
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Por otro lado, los empresarios por su mayor nivel de ingre-
sos consumen relativamente menos, y aunque aumente su
ingreso ello no significa que aumentará su consumo, es de-
cir, su gasto está planeado con anterioridad, tiene un calen-
dario establecido de inversiones y de compras de bienes
suntuarios. Lo anterior significa que en el corto plazo, los
empresarios no cambiarán su propensión a consumir debi-
do a un incremento de su ingreso por su supuesta planea-
ción, sin embargo, los asalariados, ante el cambio en su in-
greso es muy posible que cambie su nivel de consumo.

En síntesis, tenemos que los asalariados tienen una alta
propensión a consumir (tendiente a 1), lo que significa
que casi todo su ingreso se gasta y ahorran casi cero,
mientras que los empresarios tienden más a ahorrar, es
decir, son menos proclives a consumir ante un incremen-
to de su ingreso.

Dado que hay una brecha de producto, la cual es definida
como la diferencia entre el crecimiento potencial y el cre-
cimiento real de la economía, podemos decir que la pro-
ducción responde a la demanda efectiva y que las fuerzas
productivas no están siendo utilizadas plenamente. Esto
queda demostrado en los Criterios Generales de Política
Económica 2019, donde se estima el crecimiento del PIB
potencial en 2.5 por ciento; sin embargo, se espera que tan
sólo crezca en 1.8, lo que indica claramente que no se po-
drá cerrar la brecha de producto, es decir, que la demanda
efectiva se ha quedado por debajo del PIB potencial.

Para cerrar esta brecha de producto, sería necesario hacer
que los agentes económicos con mayor propensión a con-
sumir tengan acceso a un mayor ingreso para, de esta ma-
nera, empuje el crecimiento del PIB en el corto plazo y,
dado que los empresarios ya tienen planeados sus gastos
e inversiones, los únicos que pueden empujar a la deman-
da efectiva son los asalariados.

Los asalariados únicamente podrán aumentar su consumo
si su ingreso aumenta y esto sólo puede ser por tres vías,
por mejoras contractuales, acceso al crédito para el consu-
mo o estímulos fiscales. Dado que las mejores contractua-
les dependen de negociaciones en diferentes plazos, es
muy difícil que ello genere un impacto de corto plazo. Por
otro lado, el crédito se contrae cuando las expectativas no
son buenas, así que el elemento que queda es el fiscal.

En México, el elemento fiscal no sólo consiste en el jue-
go de impuestos y subsidios, sino también en precios de
bienes sociales (o provistos por el gobierno), los cuáles

entre más progresivos sean, son capaces de liberar recur-
sos de los asalariados para poder incrementar su consu-
mo, empujando con ello el crecimiento del producto y
del empleo. Este último elemento es mejor conocido co-
mo distribución.

Al contrario, si la política fiscal es regresiva, le dará más
a quienes más tienen, es decir, a los empresarios, los que
no responderán inmediatamente a este incremento en sus
recursos, por lo que no generará crecimiento en el corto
plazo.

Todo lo anterior significa que el gobierno a través de la po-
lítica fiscal, en este caso, el paquete económico anual, tie-
ne el poder de redistribuir la riqueza de tal manera que se
concentre menos o lo contrario. Si la concentración es ma-
yor, esto implica que la brecha de producto se abrirá, pues
los más ricos ya tienen planeado su gasto, sin embargo, si
se redistribuye hacia sectores menos favorecidos, donde la
propensión a consumir es mayor, nos llevará a mejores es-
cenarios donde la brecha de producto se cierre más lo cual
genera eficiencia y mejores expectativas.

En conclusión, esta breve explicación da cuenta que la par-
ticipación del gobierno en la economía mediante la políti-
ca fiscal, contenida en el paquete económico anual que el
ejecutivo presenta a esta Cámara, contribuye claramente a
la concentración o dispersión del ingreso y, esta concentra-
ción interfiere con los niveles de crecimiento del producto
y el empleo deseados.

Para medir la concentración del ingreso tenemos el coefi-
ciente de Gini el cual, siguiendo la lógica del argumento,
se verá afectado por las decisiones de política económica
determinadas anualmente por el gobierno. En este esque-
ma, tenemos que a mayor concentración del ingreso menos
eficiencia económica y viceversa por lo que sería impor-
tante incluir al coeficiente de Gini histórico y uno proyec-
tado en base a las modificaciones fiscales para el paquete
económico presentado.

El siguiente gráfico nos deja un elemento más a considerar.
Si observamos el cuadro detenidamente podemos ver a los
países que publican año con año su coeficiente de Gini, es
decir, que lo miden y por tanto es un elemento fundamental
para guiar sus decisiones de política económica. Se puede ob-
servar que aquellos países que lo miden anualmente y lo pu-
blican, que le dan seguimiento, tienen coeficientes tendientes
al cero, es decir, tienen una mejor distribución del ingreso,
son sociedades económicamente más igualitarias, lo que per-
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mite un mejor nivel de bienestar y de dinámica económica
que redunda en mejoras materiales. Sin embargo, aquellos
países que menos lo miden, analizan y dan seguimiento, son
los que tienen mayor concentración del ingreso, lo que nos
indica que no es de su interés un abatimiento de las condi-
ciones de bienestar, sino más bien parten de la idea que el cre-
cimiento por sí mismo aterriza en mejoras del bienestar. In-
tuitivamente podemos concluir que es más fácil corregir y
mejorar lo que podemos medir:

III. Fundamento legal

Esta iniciativa se presenta en ejercicio de las facultades que
al suscrito, Carlos Torres Piña, en su calidad de diputado
federal de la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión,
confieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción 1, 77, numerales 1 y 4, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados.

IV. Denominación del proyecto o decreto

Iniciativa por el que se reforman los artículos 16, 40, 41 y
42 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria, con la finalidad de establecer el coeficiente de
Gini como variable por considerar en el proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación.

V. Ordenamientos por modificar y adicionar

A manera de ilustración, a continuación se muestra un cua-
dro comparativo que contiene el texto vigente y la pro-
puesta de reforma que se pone a consideración de esta 
soberanía:
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VI. Decreto

Decreto por el que se reforma el artículo 16, se adiciona
una fracción i) al numeral I del artículo 40, se adiciona
una fracción f) al numeral II del artículo 41 y se refor-
ma el artículo 42 de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria

Único. Se reforma el artículo 16, se adiciona una fracción
i) al numeral I del artículo 40, se adiciona una fracción f)
al numeral II del artículo 41 y se reforma el artículo 42 de

la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria, para quedar como sigue:

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo II
Del Equilibrio Presupuestario y de los 

Principios de Responsabilidad Hacendaria

Artículo 16.

I. a VI. …

Los criterios generales de política económica explicarán
las medidas de política fiscal que se utilizarán para el lo-
gro de los objetivos, las estrategias y metas, su impac-
to sobre la concentración del ingreso mediante el co-
eficiente de Gini, así como las acciones que
correspondan a otras políticas que impacten directa-
mente en el desempeño de la economía. Asimismo, se
deberán exponer los costos fiscales futuros de las ini-
ciativas de ley o decreto relacionadas con las líneas ge-
nerales de política a que se refiere este artículo, acom-
pañados de propuestas para enfrentarlos.

Título Segundo
De la Programación, Presupuestación y Aprobación

Capítulo II
De la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos

Artículo 40. El proyecto de Ley de Ingresos contendrá

I. La exposición de motivos en la que se señale:

a) a h) …

i) La estimación del impacto de la recaudación en
la concentración del ingreso mediante el Coefi-
ciente de Gini.

II. …

Artículo 41. El proyecto de Presupuesto de Egresos 
contendrá

I. La exposición de motivos, en la que se señale

a) a e) …
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f) La estimación del impacto de las transferencias
sobre la concentración del ingreso mediante el
Coeficiente de Gini.

II. …

Capítulo III
De la Aprobación y los Mecanismos 

de Comunicación y Coordinación entre Poderes

Artículo 42. La aprobación de la Ley de Ingresos y del Pre-
supuesto de Egresos se sujetará al siguiente procedimiento:

I. El Ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría,
deberá enviar al Congreso de la Unión a más tardar el 1
de abril, un documento que presente los siguientes 
elementos:

a) …

b) Escenarios sobre las principales variables macroe-
conómicas para el siguiente año: crecimiento, infla-
ción, tasa de interés, concentración del ingreso me-
diante el coeficiente de Gini y precio del petróleo;

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de marzo de 2019.— Diputado
Carlos Torres Piña (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, a cargo de la diputada Carmen
Medel Palma, del Grupo Parlamentario de Morena

Planteamiento del problema 

La transformación de la dieta y el ecosistema alimentario
de México es una de las consecuencias de la política de

eliminación de aranceles para fomentar una mayor inver-
sión extranjera con vistas a la firma del 1994 del Tratado
de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN).1 Así,
el abandono de nuestra dieta tradicional -basada en el sis-
tema de la milpa y en el consumo de alimentos según la
región y la temporada- trajo como consecuencia la expo-
sición masiva de alimentos, productos alimenticios y be-
bidas con alto contenido de azúcares añadidos, grasas sa-
turadas, grasas trans y sodio en exceso.2 Lo que es la
principal causa de la peor crisis epidemiológica que el pa-
ís ha vivido en los últimos veinte años: el sobrepeso, la
obesidad3 y las enfermedades crónicas no transmisibles.4

Los datos no mienten: actualmente México es el primer lu-
gar a nivel mundial en obesidad infantil5 y el segundo lu-
gar en obesidad adulta con 32,4 por ciento, sólo antecedi-
do por Estados Unidos por seis puntos porcentuales.6 Esto
resulta sumamente grave considerando que México es un
país con una desigualdad considerable, en la que factores
económicos, sociales y culturales influyen de manera de-
terminante en la salud de las personas.

De acuerdo con los estudios realizados por el Instituto Na-
cional de Salud Pública, el 34 por ciento de la población in-
fantil (entre 5 y 11 años), el 35 por ciento de los adoles-
centes (entre 12 y 19 años) y el 71 por ciento de la
población adulta (mayores de 20 años) es afectada por el
sobrepeso y la obesidad. Esto implica que 1 de cada 3 ni-
ños mexicanos tenga sobrepeso u obesidad. Además, exis-
ten estimaciones de que, de seguir esta tendencia, uno de
cada dos niños desarrollará diabetes a lo largo de su vida.7

Por lo tanto, podríamos decir que la obesidad y sobrepeso
sería el principal problema de salud pública que ataca a la
infancia. Si se compara con la desnutrición crónica, solo el
13 por ciento de la población infantil es afectada por estos
acontecimientos. 

Este hecho llevó a la Secretaría de Salud a emitir en 2016
una declaratoria de emergencia epidemiológica que alerta a
todas las autoridades, locales y federales, a tomar acciones
inmediatas.8 De igual manera, a finales del mismo año, la
Secretaría de Salud publicó otra declaratoria de emergen-
cia epidemiológica por la magnitud y trascendencia de los
casos de diabetes mellitus en nuestro país.9

Dicha crisis de salud pública no es fortuita, es el resultado
de una serie acciones negligentes y, en algunos casos, co-
rruptas por parte del actuar del gobierno de los últimos
treinta años; periodo en el que se privilegiaron los intereses
comerciales de la industria por encima de los derechos hu-
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manos a la salud, a la alimentación y al acceso a la infor-
mación de los consumidores, permitiéndoles la interferen-
cia de actores con evidentes conflictos de interés en la pro-
moción de su autorregulación. 

Evidencia de lo anterior es que “durante el periodo en que
se negoció, firmó y puso en vigor el TLCAN (1988-1999),
el porcentaje nacional promedio de las calorías totales de
las grasas en México aumentaron 28.9 por ciento”.10 Ade-
más, el porcentaje de obesidad en México se triplicó en el
periodo de 1980 a 2016.11 Otro dato relevante es que antes
del TLCAN, no existía población infantil con obesidad y el
porcentaje de las mujeres con obesidad aumentó significa-
tivamente de 10 a 30 por ciento (ver gráfica 1).

Gráfica 1. Obesidad en mujeres y niños en México y Esta-
dos Unidos, 1988 – 2006.

Fuente: Andrew Jacobs y Matt Richtel (11 de diciembre de 2017). A
Nasty, Nafta-Related Surprise: Mexico’s Soaring Obesity. The New

York Times. Ver: https://www.nytimes.com/2017/12/11/health/obesity-
mexico-nafta.html (traducción propia).

Es decir, el TLCAN contribuyó a cambiar las tendencias
alimentarias y al consumo patrones en México, en benefi-
cio de la inversión de cuatro tipos de empresas extranjeras
que fabrican productos como:12

1. Refrescos y bebidas azucaradas

2. Botanas o snacks ultraprocesadas

3. Productos lácteos

4. Carne

A pesar de la situación de la población con sobrepeso y
obesidad en México es significativamente mayor que en el
resto del mundo, no es un problema exclusivamente nacio-
nal, actualmente estas enfermedades se sitúan como el
quinto riesgo de mortalidad a nivel mundial.13 Las ECNT
causan la mayor causa de muertes a nivel mundial, repre-
sentan alrededor del 60 por ciento de todas las causas de

muerte y son responsables del 44 por ciento de las muertes
prematuras en el mundo. 

Contrario a la tendencia del siglo pasado, en donde la obe-
sidad y sobrepeso representaban un problema de salud pú-
blica en los países de altos ingresos, actualmente las muer-
tes por ECNT ocurren en países de ingresos bajos y
medios.14 La mortalidad ECNT es mayor en los países de
ingresos bajos y medianos: el 80 por ciento de las muer-
tes imputables a estas enfermedades tienen lugar en esos
países.15 La mala alimentación influye en las altas tasas
de obesidad, epidemia mundial que va en aumento, la
cual causa la muerte de unos 2.8 millones de personas al
año y es un conocido factor de riesgo de las enfermeda-
des no transmisibles.16

Desde 1975, se ha casi triplicado en todo el mundo la obe-
sidad, por ello la Organización Mundial para la Salud
(OMS) consideró que en 2016 más de 1900 millones de
adultos de 18 o más años tenían sobrepeso, de los cuales,
más de 650 millones eran obesos. Pese al gran desarrollo
de esta epidemia, la obesidad y el sobrepeso son enferme-
dades prevenibles.17

La mayoría de la población mundial vive en países donde
el sobrepeso y la obesidad se cobran más vidas de personas
que la desnutrición. Se estima que para este año habrá 41
millones de infantes menores de cinco años con sobrepeso
o con obesidad, además de 340 millones de infantes y ado-
lescentes (5 a 19 años) con sobrepeso u obesidad.18

Desde el 2010, la OMS denominó a la obesidad como una
epidemia y, con base en varios estudios, ha identificado al
exceso de oferta de productos densamente calóricos como
la principal causa del consumo excesivo de esas calorías.19

En 2013, hizo un llamado a los gobiernos de los estados
miembros para implementar políticas que logren un sumi-
nistro de comida más saludable y, a su vez, reduzcan la
obesidad, que es un reconocido factor de riesgo para mu-
chos problemas de salud como la diabetes, los problemas
del corazón, los infartos y algunos tipos de cáncer. 

El Plan de Acción Mundial para la Prevención y el Control
de las Enfermedades No Transmisibles (Plan de Acción de
ECNT) fue acordado por los 194 Estados miembros de la
OMS en mayo de 2013. Dicho Plan propone 4 líneas estra-
tégicas para reducir la mortalidad y las complicaciones de
las ECNT, dentro de las que destaca la línea estratégica 2,
“Factores de riesgo y factores protectores de las ECNT”,
ya que se reconoce que uno de los factores de riesgo más
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importante es la mala alimentación.20 Consecuentemente,
en 2015, la Agenda 2030 considera en uno de sus Objeti-
vos de Desarrollo Sostenible (ODS) el problema de malnu-
trición, específicamente en el número dos “Cero Hambre”
en el que se propone “terminar con el hambre, lograr la se-
guridad alimentaria y la mejora de la nutrición, y promover
la agricultura sostenible”, mientras que en el ODS 3,“Salud
y Bienestar”, se propone como una de las metas “reducir en
un tercio la mortalidad prematura por enfermedades no
transmisibles”.21

Debido a la presión internacional y ante las declaratorias de
epidemia de sobrepeso y la obesidad infantil ya menciona-
das,22 los gobiernos de los sexenios anteriores pretendie-
ron implementar algunas propuestas, entre las que desta-
can: el Acuerdo Nacional para la Salud Alimentaria
(ANSA), la Estrategia Nacional para la Prevención y el
Control del Sobrepeso, la Obesidad y la Diabetes (ENPC-
SOD); el sistema de Guías Diarias de Alimentación
(GDA), el Observatorio Mexicano de Enfermedades No
Transmisibles (OMENT) y, recientemente, algunos linea-
mientos y normas oficiales mexicanas (NOM).

Sin embargo, estas propuestas carecieron de solidez acadé-
mica y evidencia de su efectividad, convirtiéndose en una
simulación ante el problema de salud pública que mata a
más mexicanos: el sobrepeso, obesidad y las ECNT en vir-
tud de que dichas acciones no fueron efectivas para frenar
la carga de la enfermedad. 

Resulta paradójico que la prevención y el tratamiento de la
obesidad, el sobrepeso sean, por una parte, fácilmente pre-
venibles, ya que se encuentran directamente relacionadas
con la alimentación, que es un factor modificable; y por
otra, difíciles de implementar puesto que requieren de un
esfuerzo serio y comprometido con la sociedad, específica-
mente con la población vulnerables, en donde se fomente
hábitos de consumo alimenticio que no favorecen los inte-
reses económicos de las empresas que forman parte de la
industria alimenticia. 

Evidentemente estamos ante un problema que se puede
prevenir y, por lo tanto, controlar. Sin embargo, también
estamos ante un problema que requiere acciones integrales
de política pública sostenidas a lo largo del tiempo para ob-
tener resultados positivos en el largo plazo, pues se trata de
enfermedades crónicas que requieren de cambios en los
hábitos, así como en los entornos.

Por lo anterior, es necesario fortalecer y actualizar el actual
marco legal e institucional en materia de salud alimentaria e
información alimentaria mediante las reformas que se propo-
nen a la Ley General Salud con el objetivo de que se inclu-
yan disposiciones de etiquetado de alimentos y bebidas.

Argumentos que sustentan la presente iniciativa 

Ante esta crisis de salud pública, así como de la falta de ac-
ciones eficientes, responsables y transparentes de adminis-
traciones anteriores, desde el 2012 las organizaciones de la
sociedad civil y expertos comprometidos con la nutrición,
encabezadas por la Alianza por la Salud Alimentaria
(ASA)23 y la Plataforma Estratégica contra el Sobrepeso y
la Obesidad (ContraPESO)24 han denunciado las prácticas
negligentes y corruptas durante todos estos años, con el ob-
jetivo de implementar acciones que realmente solucionen
el problema de obesidad y sobrepeso en México. Al mismo
tiempo que han propuesto medidas legislativas y de políti-
ca pública para implementar una política pública integral y
libre de conflicto de intereses, la defensa del derecho a la
salud, el interés superior de la infancia y el derecho a la
transparencia, así como el uso transparente y eficiente de
los recursos públicos.

Por ello, como integrante del Grupo Parlamentario de Mo-
rena y asumiendo el papel del Poder Legislativo de brindar
el marco normativo que verdaderamente salvaguarde el de-
recho a la salud y a la información alimentaria de los me-
xicanos, y en conjunto con la sociedad civil organizada con
el apoyo de expertos independientes, elaboramos la pre-
sente iniciativa que recoge la experiencia, el trabajo y la lu-
cha que se ha tenido por más de diez años. En la que ade-
más, se integraron las recomendaciones de investigaciones
como el “Reporte sombra de la sociedad civil para Me?xi-
co”,25 que brinda información para no cometer los mismos
errores del pasado; el estudio “Sistema de etiquetado fron-
tal de alimentos y bebidas para México: una estrategia pa-
ra la toma de decisiones saludables” elaborado por un co-
mité de expertos académicos nacionales independientes en
el que se recomendó cambiar el actual sistema de etiqueta-
do, entre otros.

Asimismo, esta propuesta retoma las 56 propuestas de las
iniciativas sobre prevención y combate al sobrepeso y la
obesidad que se presentaron en la LXII y la LXIII Legisla-
turas y mismas que, como lo denunció El Poder del Con-
sumidor, no culminaron su proceso legislativo para con-
vertirse en ley y, en la mayoría de los casos, quedaron
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como pendientes en comisiones o fueron desechadas por
acuerdo.26 Lo anterior, sin dejar de lado las mejores prác-
ticas internacionales de la Organización Mundial de la Sa-
lud, la Organización Panamericana de la Salud, la UNI-
CEF, el World Cancer Research Fund International, entre
otros, que también formaron parte fundamental de la pre-
sente iniciativa. 

Bajo este contexto y como parte de la ruta legislativa que
he marcado desde el inicio de la LXIV legislatura en el te-
ma de prevención y específicamente el de la obesidad, el
sobrepeso y la diabetes, en esta propuesta también se refle-
jan los resultados y las recomendaciones obtenidas en los
distintos eventos que he realizado en la materia, como: 

La mesa de diálogo “La política contra la obesidad en Chi-
le: el mejor ejemplo para el Legislativo Mexicano” en la
que, con el apoyo de la Comisión de Salud de la Cámara de
Diputados, en octubre del 2018, se hizo un análisis porme-
norizado de la experiencia y resultados de la implementa-
ción de la Ley de Alimentos y Etiquetados de Chile. Ello,
con el objetivo de estudiar la implementación de un mode-
lo similar pero adecuado a las necesidades de nuestro país,
en la búsqueda de la reducción de los índices de obesidad
principalmente en la población infantil y adolescente.

Así como la mesa de diálogo “La obesidad en México: una
política sólida para combatir la epidemia”, llevada a cabo
el pasado 13 de febrero del presente año, en la que con la
participación del subsecretario de Prevención y Promoción
de la Salud de la Secretaría de Salud; del doctor Juan Ri-
vera Dommarco, director del Instituto Nacional de Salud
Pública; del doctor Simón Barquera, director del Centro de
Investigación y Nutrición; de la doctora Mishel Unar, jefa
de Departamento de Nutrición Materna del Niño y del
Adolescente del INSP; la doctora Arantxa Colchero del
Centro de Investigación en Sistemas de Salud; de la direc-
tora de la Organización Salud Crítica y Coordinadora de la
Coalición ContraPESO, así como del doctor Miguel Malo
Serrano, asesor en enfermedades crónicas de la Organiza-
ción Panamericana de la Salud de la Organización Mundial
de la Salud, se presentaron las propuestas transversales del
libro publicado por el INSP, la UNAM y la Academia Na-
cional de Medicina como parte del llamado al Legislativo
federal para atender la emergencia epidemiológica que en-
frenta el país por sobrepeso y obesidad. 

De esta manera el objeto de la presente propuesta se enfo-
ca en proveer un marco legal claro y efectivo primordial-

mente del etiquetado frontal, ya que “entre las políticas y
acciones reconocidas como costo-efectivas para el control
de la obesidad y las ECNT en la población, se encuentra la
orientación sobre la elección de alimentos saludables.27

Empero, como se explicará más adelante, actualmente di-
cho etiquetado frontal es un ejemplo del tipo de regulacio-
nes que no sólo no han fomentado una alimentación co-
rrecta, sino que conducen al error a los consumidores y
obstaculizan acceder a una alimentación nutritiva, sufi-
ciente y de calidad como lo dicta la Constitución.

Para ello, es importante hacer hincapié que la relación del
derecho a la salud, a la alimentación y a la información for-
man parte de nuestro marco legal han sido reconocidos en
los precedentes del Poder Judicial. El derecho a la salud se
relaciona con la alimentación de las personas y la informa-
ción que estos reciben, pues con estas pueden realizar deci-
siones para proteger la salud y su alimentación. Por otro la-
do, los consumidores también tienen el derecho a tener
información para proteger su salud, de acuerdo con los pre-
cedentes judiciales. 

En otras palabras, la naturaleza normativa del derecho a
la salud ha cambiado conforme al paso del tiempo, aun-
que el texto constitucional no ha sido modificado, la for-
ma en que se entiende este derecho, sus alcances, sus lí-
mites y, sobre todo, la comprensión de este derecho ha
sido interpretado con un mayor alcance tanto por los tra-
tados internacionales como por la jurisprudencia de
nuestros tribunales. Cada uno de estos le ha otorgado a la
naturaleza del derecho dimensiones importantes, por lo
cual, ya no puede entenderse como una simple prestación
del gobierno mexicano, sino como un verdadero derecho
exigible por los ciudadanos.

El derecho a la salud tiene implicaciones, positivas y nega-
tivas,28tanto para particulares como para entes privados.29

De esta manera, para entender en su totalidad al derecho a
la salud no basta con entender las acciones programáticas
del gobierno, como lo sería proporcionar sistemas de aten-
ción de salud pública, sino que éstas deben ser comple-
mentadas con todas aquellas actividades que impliquen el
respeto, garantía, protección y promoción de la salud, cuya
definición también es amplia.30

En la misma línea, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción (SCJN) ha reconocido que el derecho a la salud es un
derecho vinculante,31 y que la naturaleza y la intensidad de
las obligaciones32 imponen a los poderes públicos o a los
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particulares mantener, preservar, restablecer o promover la
salud, son directamente relevantes desde la perspectiva del
contenido garantizado por el derecho a la salud.33

La salud, el máximo grado de bienestar físico, moral, espi-
ritual y social del individuo, de acuerdo con la OMS, es un
bien que ha sido protegido no solo por el artículo cuarto
constitucional, sino por diversos tratados internaciona-
les.34 El más importante, para la presente iniciativa, es el
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales (PDESC), el cual busca garantizar el “el mayor
goce posible de salud física y mental por parte de los indi-
viduos”.35 Sin embargo, para interpretar en su totalidad al
derecho a la salud, se debe incluir a la “Observación Ge-
neral 14” del Comité de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, ya que es donde se definen las principales es-
trategias, acciones y actores que permiten garantizar la pro-
tección del derecho a la salud, así como la forma en que es-
te derecho debe ser entendido y delimitado. 

La Observación General 14 establece que el derecho a la
salud no puede entenderse únicamente como una cualidad
física de los individuos de “estar sanos”, sino que implica
mayores libertades y derechos.36 El “más alto nivel posi-
ble de salud” tiene en cuenta tanto las condiciones biológi-
cas y socioeconómicas esenciales de la persona como los
recursos con que cuenta el Estado. La relación que desde
esta directriz se mantiene con el derecho a la alimentación
es indiscutible:37

El derecho a la salud está estrechamente vinculado con el
ejercicio de otros derechos humanos y depende de esos de-
rechos, que se enuncian en la Carta Internacional de Dere-
chos, en particular el derecho a la alimentación.

Ahora bien, un elemento esencial de este derecho es la ac-
cesibilidad a la información, la cual implica “el derecho de
solicitar, recibir y difundir información e ideas acerca de
las cuestiones relacionadas con la salud”. Dicha observa-
ción ha sido incluida por nuestros tribunales para entender
el derecho a la salud en tu tesis: Derecho a la salud. Forma
de cumplir con la observación general número 14 del Co-
mité de los Derechos Sociales y Culturales de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas, para garantizar su disfrute. 

Las obligaciones que contempla el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PDESC), la
observación y los precedentes mencionados, para el caso
específico, se relacionan con dos acciones en específico: i.
el derecho a la salud; y ii. el derecho a la alimentación. Es-

tas disposiciones han sido aceptadas desde nuestros tribu-
nales como parte del derecho a la salud. La interrelación
que guardan estos derechos ha sido recalcada en diversos
precedentes, así como en diversos ordenamientos. En el ca-
so específico de la observación general, la cual dota de
contenido al PDESC, el cual es vinculante para el Estado
mexicano, menciona:

La estrategia (de alimentación) se ocupará de todas las
cuestiones y medidas críticas relativas a todos los aspectos
del sistema alimentario, en particular la producción, elabo-
ración, distribución, comercialización y consumo de ali-
mentos sanos, así como las medidas paralelas en materia de
salud.

El derecho a la salud en relación con la información impli-
ca “el derecho de solicitar, recibir y difundir información e
ideas acerca de las cuestiones relacionadas con la salud”.38

En una democracia se entiende que los derechos a la ali-
mentación adecuada, a la salud y a la información trabajan
de manera coadyuvante.39 Así, la información hacia las
personas resulta fundamental para entender y cumplimen-
tar estos derechos. No podría entenderse completo y cabal-
mente cumplido el derecho a la alimentación y a la salud si
es necesario el ejercicio del derecho a la información. La
prevención es la acción principal correlaciona los derechos
a la salud y a la información.40 Los precedentes han men-
cionado que las campañas preventivas forman parte de las
acciones positivas y negativas que los Estados deben adop-
tar si se quiere tutelar el derecho a la salud.41

Por lo que, esta iniciativa tiene también como objetivo in-
corporar en la Ley General de Salud las obligaciones espe-
cíficas respecto a la protección del derecho a la salud, a la
información y a la alimentación principalmente en relación
con el interés superior del menor a las que se ha compro-
metido México. En este sentido, es fundamental recordar
que el artículo 1 de la Constitución tiene dos obligaciones
que ayudan a fundamentar la presente iniciativa. La prime-
ra es que expresamente otorga un nivel jerárquico a los tra-
tados internacionales de derechos humanos dentro del mar-
co legal mexicano. Por otro lado, la interpretación de la
SCJN de este artículo establece que todas las autoridades,
en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de
respetar, promover y proteger los derechos humanos. 

Los instrumentos internacionales en los que México es par-
te tienen fuerza de ley dentro de la nación y obligan al go-
bierno mexicano a cumplir sus obligaciones para la reali-
zación progresiva del derecho a la salud y el derecho a la
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alimentación. Dichos acuerdos internacionales incluyen: la
Declaración Universal de los Derechos Humanos
(DUDH); el Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales (PDESC); Convención de los Dere-
chos de los Niño (CRC) Declaración Americana de los De-
rechos y Deberes del Hombre (Pacto de San José); la Con-
vención sobre la Eliminación de Todas las Formas de
Discriminación contra la Mujer (CEDAW); el Pacto de los
Derechos del Niño (art. 19); y la Convención Americana
sobre Derechos Humanos (art. 5). Cada uno de estos ins-
trumentos ha sido interpretado mediante recomendaciones
generales. 

Los mecanismos de derechos humanos contemplan tanto el
derecho a la protección de la niñez y mantienen una estre-
cha relación con el derecho a la salud. La DUDH estable-
ce la protección de todos los infantes, tanto a su derecho a
la salud como a la alimentación en su artículo 25. Por su
parte el PDESC habla, en sus artículos 10, 12 y 24, la pro-
tección del derecho a la salud y el suministro de alimentos
nutritivos adecuados. Por último, el CRC hace hincapié, en
su artículo 24, en la necesidad del acceso al máximo dis-
frute al más alto nivel posible de salud, así como en la ne-
cesidad del suministro de alimentos saludables en relación
con los infantes. Al respecto, es importante señalar que es-
ta propuesta, al igual que la evidencia técnica y científica
empleada para su elaboración, está libre de intereses co-
merciales que entren en conflicto con el objetivo de prote-
ger la salud de los mexicanos, y que quienes que formamos
parte de dicho trabajo legislativo no tenemos ningún otro
interés que el de preservar la salud de los mexicanos.

Por otro lado, la iniciativa propone una serie de reformas a
la Ley General de Salud que van desde la actualización e
incorporación de definiciones y términos técnicos en mate-
ria de nutrición; hasta la propuesta de una sección especí-
fica dentro del Capítulo II, “Alimentos y Bebidas no Alco-
hólicas”, del Título Décimo Segundo de la citada ley , toda
vez que actualmente el etiquetado frontal de alimentos y
bebidas no se encuentra regulado en la Ley General de Sa-
lud sino en disposiciones reglamentarias, lineamientos y
NOM, mismos que no fueron elaborados por el Poder Le-
gislativo, sino por la administración pública federal de los
gobiernos anteriores. Situación que cobra relevancia por
dos razones: i. por la naturaleza jurídica de la ley en men-
ción y ii. por la forma en la que las regulaciones adminis-
trativas han abordado el tema.

En relación con la naturaleza jurídica de la ley, publicada
hace más de treinta años,42 no es una ley general en el sen-

tido moderno de interpretación del artículo 133 Constitu-
cional porque no distribuye competencias entre los tres ór-
denes de gobierno,43 es decir, responde más a un esquema
de codificación en donde se abordan diversos temas rela-
cionados con el derecho a la salud. 

Respecto a las disposiciones relativas a la alimentación y
otras cuestiones de nutrición en la Ley General de Salud,
no responden a la situación actual del país, puesto que
los problemas que aquejaban al país ya no son los mis-
mos. Es decir, actualmente no basta con atacar la desnu-
trición, sino que también debemos atender sobrepeso y
obesidad. Este fenómeno es conocido como “la doble
carga de malnutrición”. 

Asimismo, no existe un apartado específico que relacio-
ne el derecho a la alimentación con los problemas de sa-
lud como las ECNT y el etiquetado de alimentos y bebi-
das no alcohólicas. Por el contrario, las pocas
disposiciones nutricionales en la LGS se encuentran en
el Título Décimo Segundo, que regula el control sanita-
rio de los alimentos y bebidas no alcohólicas, y que no se
relacionan explícitamente con las ECNT, la publicidad y
otras medidas necesarias para proveer a la población de
herramientas de información que les permita tomar una
mejor decisión sobre su dieta.

Respecto a la forma en la que las autoridades de salud han
abordado la emergencia de salud por la obesidad y el so-
brepeso, actualmente el etiquetado frontal adoptado por
México se encuentra regulado en la NOM-051-
SCFI/SSA1-2010 (NOM-051),44 basada un sistema cono-
cido como “Guías diarias de alimentación “ (GDA), mismo
que se muestra en la Figura 1. No obstante, se ha probado
que dicho sistema de etiquetado frontal nutrimental es de
difícil comprensión para la población mexicana45 y, por lo
tanto, no cumple con su objetivo de informar e influir en
las decisiones de consumo de alimentos industrializados
hacia alternativas más sanas para mejorar la dieta de una
población con creciente sobrepeso y obesidad.46

Figura 1. Ejemplo de etiquetado GDA
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Por lo que, con base en la Encuesta Nacional de Salud y
Nutrición de Medio Camino (ENSANUT)47 y el grupo de
expertos en etiquetado, independientes y libres de conflic-
tos de interés convocados por la Secretaría de Salud, la
principal deficiencia del actual etiquetado señalado en la
NOM-051 es que incumple con la función de informar de
manera rápida y fácil a la población para la toma de deci-
siones que favorezcan la salud a través de una alimentación
balanceada, evitando productos altos en sodio, azúcares, y
grasas (denominados nutrimentos críticos), así como el to-
tal de calorías que los productos industrializados contienen
por porción.

Siendo las principales carencias documentadas del eti-
quetado frontal de las Guías Diarias de Alimentación, las
siguientes:48

1. Requiere de conocimiento matemático. 

La evidencia ha comprobado que se necesitan operacio-
nes matemáticas para reconocer las calorías por empa-
que, cantidades adecuadas para su consumo y, por ende,
evaluar la calidad del producto. Por tanto, la interpreta-
ción del etiquetado se vuelve más compleja en pobla-
ción vulnerable (población con menores recursos, que
vive en zonas rurales, niños, adolescentes y población
que no sabe leer ni escribir).

2. Tiempo para la interpretación. 

En un estudio que llevaron a cabo investigadores del
INSP de México a estudiantes de nutrición, se observó
que les tomó 3.34 minutos leer e interpretar el sistema
GDA, sin garantizar una comprensión apropiada. To-
mando en cuenta que los consumidores ocupan entre 4
y 13 segundos para ver los diferentes productos en los
puntos de venta, utilizar más de un minuto para inter-
pretar una etiqueta resulta ineficiente para catalogar la
calidad del producto.

3. Contiene términos no específicos. 

Utiliza “azúcares totales” y “otras grasas”, sin hacer di-
ferencia entre si son azúcares “añadidos” o “grasas tota-
les”. Los “azúcares añadidos” son nutrimentos críticos
asociados al sobrepeso, obesidad y sus ECNT. Además,
el valor de referencia para azúcares totales (azúcares
añadidos + azúcares naturales) no sigue la recomenda-
ción de la OMS, que es de 25 gr (cantidad máxima re-

comendada de azúcares añadidos en una dieta de 2000
kcal en promedio para un adulto).

4. No toma en cuenta a población vulnerable.

Según el Inegi, en México, 21.5 por ciento de la pobla-
ción se considera de origen indígena, 22 por ciento vive
en zonas rurales, 32.8 por ciento son niños y adolescen-
tes y 5.5 por ciento no sabe leer ni escribir. Dado que se
ha demostrado que el sistema Guías Diarias de Alimen-
tación es confuso para una población con alto nivel edu-
cativo, se entiende que su interpretación es aún más
compleja en estos grupos poblacionales.

5. No fue diseñado por expertos. 

El GDA señalado en la NOM-051, se creó sin tomar en
cuenta recomendaciones internacionales, ni el conoci-
miento de expertos en salud pública y nutrición, y sin el
apoyo de los Institutos Nacionales de Salud, Hospitales
de Alta Especialidad e instituciones académicas libres
de conflicto de interés.

Por otro lado, en el estudio reciente realizado por el Insti-
tuto Nacional de Salud Pública, “Sistema de etiquetado
frontal de alimentos y bebidas para México: una estrategia
para la toma de decisiones saludables”, el cual reunió a di-
versos investigadores, nacionales e internacionales, para
que emitieran una postura sobre el actual etiquetado de ali-
mento, se demostró todas las deficiencias del actual eti-
quetado. La Secretaría de Salud solicitó a un grupo de ex-
pertos académicos en etiquetado, independientes y libres
de conflicto de interés que emitiera una postura sobre el de-
sarrollo de un sistema de etiquetado nutrimental frontal en
alimentos y bebidas que ayude a la población mexicana a
realizar mejores decisiones de compra. Del cual, concluye-
ron que el etiquetado actual, conocido como Guías Diarias
de Alimentación, utiliza valores de referencia incorrectos,
no tuvo la participación de expertos en nutrición sin con-
flictos de interés y, hasta el momento, no se ha demostrado
que sea comprendido por la población de nuestro país.

Otro problema sustancial del etiquetado actual y que debe
ser abordado por los tomadores de decisión es el ajuste a
los criterios nutrimentales, específicamente en los azúca-
res. Así lo han señalado diferentes grupos de la sociedad ci-
vil y organismos internacionales como la coalición Contra-
PESO, la Alianza por la Salud Alimentaria, diversas
publicaciones académicas y la OPS. Esto se debe a que la
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regulación vigente establece el consumo de 90 gramos de
azúcar por día como un límite seguro, a pesar de que las re-
comendaciones de la Organización Mundial de la Salud so-
licitan que los países consuman menos de 50 gramos por
día para prevenir enfermedades, y la Academia Nacional
de Medicina ha emitido recomendaciones ante el contexto
epidemiológico mexicano estableciendo como límite 30
gramos. Esto significa que el límite de azúcar que observa-
mos en el etiquetado frontal GDA rebasa por mucho las re-
comendaciones de los expertos nacionales e internaciona-
les en salud. Este hecho no es un error, pues dicho criterio
fue establecido por las propias industrias para dar mayor
permisividad a sus productos altos en azúcar sin alertar a la
población sobre el consumo en exceso que este engañoso
criterio puede causar. 

Tabla 1. Diferentes criterios de azúcar y sus emisores 

Motivo por el cual, se emitieron 6 recomendaciones pun-
tuales para que este etiquetado fuera una herramienta efi-
ciente para la población mexicana:

1. El etiquetado debe estar sustentado en recomenda-
ciones internacionales y nacionales de salud como la
OMS y la Academia Nacional de Medicina.

2. El etiquetado debe ser diseñado por un grupo libre de
conflictos de interés, con criterios de transparencia.

3. Se deberá considerar el uso de un perfil nutrimental
único a todas las políticas regulatorias en materia de sa-
lud alimentaria.

4. Se debe enfatizar que la función principal del etique-
tado es proporcionar información fácil de comprender
sobre ingredientes cuyo alto consumo es nocivo para la
salud.

5. Los estudios disponibles indican que el etiquetado
GDA obligatorio en México no funciona y debe ser re-
emplazado por un sistema efectivo, de fácil compren-
sión y con criterios correctos.

6. Se requiere de un etiquetado de advertencia como el
que ya se implementa o se diseñó en otros países.

Estas deficiencias no sólo son negligencias de la formula-
ción de una política pública, sino que se traducen en ver-
daderas violaciones constitucionales, pues, la población
mexicana se ve completamente afectada con esta política.
La desinformación que genera, la conducción al error que
genera a los consumidores, así como la falta de sustento
científico.

Es tiempo de que México tenga un sistema de etiquetado
que claro, rápido y simple en beneficio de la salud de toda
la población, pero en especial de las generaciones futuras.
Asimismo, torna lamentable que, para las administraciones
y legislaturas anteriores, el marco regulatorio de este tema
no fuese prioridad, siendo la sociedad civil y algunos ex-
pertos independientes los únicos en denunciar y realizar
acciones institucionales para cambiar el sistema de etique-
tado GDA por un etiquetado frontal que cumpla con las si-
guientes características:49

• Permitir que todos los consumidores, incluyendo a los
grupos vulnerables como los niños o las personas con
dificultades socioeconómicas, accedan a la información
de las características de los alimentos y bebidas indus-
trializados de manera fácil y rápida.

• Facilitar a la toma de decisiones saludables entre los
consumidores

• Promover a la reformulación de productos industriali-
zados, mejorando la calidad nutrimental de los mismos
al reducir el contenido de energía, grasas, sodio y azú-
cares añadidos.

Así, tomando como base el sistema de etiquetado señala-
do en las leyes y reglamentos de Chile, Perú y Brasil (ver
figura 2), el día de hoy es nuestra tarea promover que di-
cho etiquetado frontal tome como base un etiquetado de
advertencia, ya que se ha comprobado que impacta en los
patrones de compra de los consumidores, e informa de
una forma simple y clara el contenido excesivo de azúca-
res, calorías grasas saturadas y sodio en los alimentos cu-
yo consumo excesivo son la causa de la obesidad y el so-
brepeso y sus ECNT relacionadas. Asimismo,
organismos internacionales como la Organización Pan-
americana de la Salud (OPS) ha adoptado este tipo de sis-
tema como mejor práctica y propone su adopción en toda
la región.
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Figura 2. Etiquetado de advertencia de Chile, Perú y Brasil

En ese sentido es menester destacar que, a pesar de que
existe otro sistema de etiquetado como es el caso del siste-
ma de “semáforo” (ver figura 3) implementado por otros
países y que puede parecer sencillo de comprender y rápi-
do de interpretar, es menester destacar que la propia Orga-
nización Mundial de la Salud y la Organización Panameri-
cana de la Salud pidieron al Congreso de Perú, no aprobar
este tipo de etiquetado ya que la combinación de colores y
frases “alto en”, en combinación con otras que indican “ba-
jo en” puede confundir a los consumidores o hacerlos cre-
er que un producto no causa daños significativos, por lo
tanto su moderación resulta difícil. 

Por el contrario, estos organismos pidieron de manera explí-
cita considerar en la implementación de sellos de adverten-
cia. Ello, bajo el argumento de que en el sistema de semáfo-
ro los colores pueden mezclarse con los colores propios del
empaque y no resaltar a la vista del consumidor como es de-
bido en un etiquetado claro.50 Hecho que resulta relevante
porque incluso en países pioneros en este tipo de etiquetado
como Ecuador que lo implementó en 2014, migraron hacia
un etiquetado de sellos de advertencia en menos de cuatro
años tras darse cuenta de su impacto limitado.

Figura 3. Ejemplo de etiquetado de semáforo no recomen-
dado por la OMS

De las propuestas de reforma específicas de la presente ini-
ciativa busca añadir una Sección Única dentro del Capítu-
lo II “Alimentos y Bebidas no Alcohólicas” del Título Dé-
cimo Segundo de la LGS con el objetivo de que se regule
la etiqueta de los alimentos envasados y el etiquetado fron-
tal que debe tener la misma.

Para ello, se propone reformar los artículos 210 y 212 de la
LGS que señalan la información que debe de tener los en-
vases o empaques de los productos. Esto con el objetivo de
que se aclare que las disposiciones de alimentos y bebidas
no alcohólicas se regularán con base en la Sección especí-
fica y delimitando la obligación de que las autoridades de
salud elaboren las disposiciones normativas correspon-
dientes (lineamientos o NOM) para informar a los consu-
midores y proteger su derecho a la salud y preservando el
interés superior de la niñez. Asimismo, el artículo 212 es-
pecifica la información mínima que deben de tener todos
los productos con el objetivo de eliminar las ambigüedades
y vaguedades sobre este tema en la ley en mención.

La propuesta de reforma del artículo 215 tiene como obje-
tivo reforzar y modernizar dicho ordenamiento para que
sea un instrumento legal que responda a las necesidades de
política pública de salud actuales. Dentro de los cambios
sugeridos en dicho artículo se encuentran: i. incorporación
de nuevas definiciones, ii. armonización de definiciones
dentro de nuestro marco legal, y iii. Inclusión de definicio-
nes relacionadas con el etiquetado frontal.

Dentro de las nuevas definiciones propuestas, destacan las
de alimentos, azúcares, malnutrición y productos alimenti-
cios. Estas son definiciones necesarias que permitirán im-
plementar los compromisos internacionales de México an-
te organismos como OMS, OPS y UNICEF. Un ejemplo es
la adición del término “malnutrición”, del cual se habla ac-
tualmente para abarcar la coexistencia de la desnutrición y
la obesidad a nivel poblacional. 

Respecto a las definiciones de alimentos y azúcares pro-
puestas, éstas buscan dar una respuesta a las ambigüedades
y antinomias de la Ley General de Salud. 

De la propuesta de definición de productos alimenticios,
fue basada en el Sistema NOVA51 de clasificación de ali-
mentos, mismo que ha sido reconocido por la Organiza-
ción Panamericana de la Salud y que ha moldeado las
guías alimentarias en países como Brasil. Esto en virtud
de que se debe promover primeramente el consumo de
los alimentos frescos (no procesados) y las preparaciones
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caseras con alimentos mínimamente procesados y desin-
centivar la ingesta de los alimentos ultraprocesados de-
bido al impacto negativo que se ha comprobado, tienen
en la salud de la población.

En el caso de los azúcares, la definición propuesta distin-
gue claramente entre los que están presentes de manera na-
tural en los alimentos o bebidas, tales como las que se en-
cuentran en frutas o leche, cuyo consumo no se ha
demostrado dañino para la salud de acuerdo con linea-
mientos de la propia OMS, de los azúcares añadidos a los
alimentos y bebidas por fabricantes o productores.52

Se armonizan definiciones en la Ley General de Salud que
corresponden a otros instrumentos normativos con el obje-
tivo de dar certeza jurídica.

También, la Iniciativa recoge definiciones de otros instru-
mentos normativos como la NOM-043-SSA2-2012,53 que
han sido útiles en temas de política pública y eliminan jui-
cios de valor señalados en la LGS como el tema de la ali-
mentación correcta.

Asimismo, la definición propuesta de nutrimentos críticos
se basa en el reconocido internacionalmente como “Mode-
lo de Perfil de Nutrientes de la OPS”, aportando al marco
legal mexicano una definición moderna y la posibilidad de
establecer criterios máximos en los nutrimentos críticos
(sodio, grasas saturadas y/o trans, azúcares) con el objetivo
de disminuir los daños en la salud.

Las definiciones referentes al etiquetado frontal propues-
tas, específicamente las definiciones de etiqueta y etiqueta-
do que se relacionan con la Sección única propuesta dentro
del Capítulo II del Título Décimo Segundo de la LGS. 

Respecto a los artículos propuestos en la Sección Única
“Sobre el etiquetado de alimentos y bebidas no alcohóli-
cas” (artículo 216 Bis al artículo 216 Quinquies), estas dis-
posiciones proponen de una forma integral y novedosa las
bases de la política pública de etiquetado y orientan a la SS
para que, a diferencia del pasado, se adopten políticas pú-
blicas que velen por el interés público y estén libres de con-
flicto de intereses. Así, el artículo 216 Bis propuesto, seña-
la los principios para la para la formulación y conducción
de la política de salud alimentaria 

En el artículo 216 Ter se hace referencia a la obligación
de los fabricantes, productores, distribuidores e importa-
dores de alimentos y bebidas no alcohólicas de señalar en

las etiquetas de los alimentos y bebidas no alcohólicas
información específica de una forma clara, completa, ín-
tegra y veraz:

Facultando a su vez, al Instituto Nacional de Salud Pú-
blica y el Instituto Nacional de Ciencias Médicas y Nu-
trición Salvador Zubirán para que expidan lineamientos
o normas oficiales mexicanas que regulen los elementos
de las etiquetas señalados en las fracciones anteriores en
armonía con lo enmarcado en la la Ley de los Institutos
Nacionales de Salud (LINS), en la que se establece la fa-
cultad de dichos institutos para opinar en los temas en
los que son especializados al ser organismos descentra-
lizados de la administración pública federal que des-
arrollan investigación básica y aplicada, cuyo propósito
es contribuir al avance del conocimiento científico, así
como a la satisfacción de las necesidades de salud del
país.54

En cuanto al art. 216 Quáter la adición tiene que ver espe-
cíficamente con la regulación del etiquetado frontal de los
alimentos y bebidas no alcohólicas, haciendo hincapié en
que el diseño del etiquetado frontal garantizará que la in-
formación sea visible, de fácil comprensión y que conten-
ga al menos lo siguiente: la forma, tamaño, colores, pro-
porción, características y contenido del etiquetado frontal.

Cobrando relevancia, ya que las fracciones señaladas en el
artículo 216 Quárter son los nutrimentos críticos que dañan
a la salud y da las bases para que SS, cuyas disposiciones
administrativas han sido reguladas a través de la Comisión
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios (Co-
fepris) y, como se ha explicado, han favorecido los intere-
ses de la industria y no han proveído de un etiquetado cla-
ro, eficiente y sencillo. 

Por otro lado, la adición del artículo 216 Quinquies señala
la forma en la que la Secretaría de Salud determinará aque-
llos alimentos y bebidas no alcohólicas que, por unidad de
peso o volumen o porción de consumo, presenten en su
composición nutricional elevados contenidos de calorías,
grasas saturadas y trans, y azúcares. 

Además de establecer que la Secretaría de Salud determi-
nará lo señalado en la NOM de etiquetado correspondien-
te: la información, contenidos, forma, tamaño, mensajes,
dibujos, señalización, proporciones, entre otros. Aunado a
los límites máximos del contenido de calorías y nutrimen-
tos críticos. Esto resulta relevante porque por primera vez
le otorga a la Secretaría de Salud herramientas para regular
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el etiquetado frontal según el caso concreto, tomando co-
mo ejemplo las advertencias de los cigarros u otros pro-
ductos que son dañinos a la salud. Además, establecer los
límites máximos es fundamental para que el etiquetado sea
efectivo.

De los artículos transitorios, resulta necesario hacer una
mención especial al tercero y cuarto, ya que señalan la ru-
ta crítica necesaria para que se logre un etiquetado frontal
a la medida de las necesidades de México y que cumpla
con las buenas prácticas internacionales y vele por los de-
rechos humanos de alimentación y transparencia.

Por lo anterior, se le encomienda a la Secretaría de Salud
para que, con opinión del Instituto Nacional de Salud Pú-
blica y el Instituto Nacional de Ciencias Médicas y Nutri-
ción Salvador Zubirán, emita una nueva NOM que sustitu-
ya la actual NOM-051-SCFI/SSA1-2010 a fin de dar
cumplimiento con lo señalado en los artículos 216 Quárter
y 216 Quinquies. Asimismo, se otorga a la administración
pública facultades para armonizar el Reglamento de Con-
trol Sanitario de Productos y Servicios, las normas oficia-
les en la materia y las demás disposiciones administrativas
con el objetivo de homologar las disposiciones a las esta-
blecidas en la presente iniciativa.

Sabemos que el origen de la epidemia de obesidad es sisté-
mico, pues la alimentación inadecuada, el sedentarismo, la
falta de entornos saludables, la alta producción y oferta de
comida chatarra en detrimento de alimentos saludables, la
publicidad y la intervención de la industria en las políticas
públicas de salud han incidido negativamente. Sin embar-
go, estamos convencidos de que este es el primer paso pa-
ra poder combatir de forma eficiente y responsable la epi-
demia de obesidad que aqueja a nuestro país, ya que,
únicamente dotando a la nueva administración pública de
un marco legal claro y sólido, podremos trabajar en con-
junto para mejorar la salud de nuestra población.

Fundamento legal

La suscrita, diputada Carmen Medel Palma, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV Legislatura de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo establecido en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y en los artículos 6, numeral 1, fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración del pleno de esta soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud en materia de-
recho a la información alimentaria.

Único. Se reforma el párrafo primero del artículo 66, la
fracción II del artículo 111, la fracción VII del artículo 115,
la fracción V del artículo 159, el artículo 210 y el artículo
212; se adicionan una fracción VIII al artículo 2o., la frac-
ción V al artículo 65, un párrafo al artículo 114, una Sec-
ción Única, “Etiquetado de alimentos y bebidas no alcohó-
licas”, al Capítulo II del Título Décimo Segundo que
incluye los artículos 216 Bis, 16 Ter, 216 Quáter y 216
Quinquies; y las fracciones VI, VII, VIII, XIX, X, XI, XII,
XIII, XIV, XV al artículo 215, todos de la Ley General de
Salud, quedar como sigue:

Artículo 2o. …

I. a V. …

VI. El conocimiento para el adecuado aprovechamiento
y utilización de los servicios de salud;

VII. El desarrollo de la enseñanza y la investigación
científica y tecnológica para la salud, y

VIII. La prevención o mitigación de los factores que
pongan en riesgo salud pública.

Artículo 65. …

I. …

II. …

III. La vigilancia de actividades ocupacionales que pue-
dan poner en peligro la salud física y mental de los me-
nores y de las mujeres embarazadas;

IV. Acciones relacionadas con educación básica, alfabe-
tización de adultos, acceso al agua potable y medios sa-
nitarios de eliminación de excreta, y

V. Acciones que promuevan entre la población, la
adopción de una alimentación correcta y la actividad
física permanente para la prevención de la salud y la
prevención de enfermedades.

Artículo 66.- En materia de higiene escolar, corresponde
a las autoridades sanitarias establecer las normas oficiales
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mexicanas para proteger la salud del educando y de la co-
munidad escolar, así como las acciones que promuevan
una alimentación correcta y la actividad física. Las au-
toridades educativas y sanitarias se coordinarán para la
aplicación de las mismas.

…

…

Artículo 111. …

I. …

II. Alimentación correcta, nutrición y actividad físi-
ca; 

III. a V. …

Artículo 114. …

…

Los programas de nutrición promoverán la alimenta-
ción correcta y deberán considerar las necesidades nu-
tricionales de la población. Asimismo, señalarán accio-
nes que reduzcan la malnutrición y mitiguen el
consumo de azúcares, grasas saturadas y trans y/o so-
dio añadidos y otros elementos que representen un ries-
go potencial para la salud.

Artículo 115. …

I a VI. …

VII. Establecer las necesidades nutrimentales que de-
ban satisfacer los cuadros básicos de alimentos evitan-
do los altos contenidos en azúcares, grasas saturadas
y trans y/o sodio añadidos. Tratándose de las harinas
industrializadas de trigo y de maíz, se exigirá la fortifi-
cación obligatoria de éstas, indicándose los nutrimen-
tos y las cantidades que deberán incluirse.

VIII. Expedir, en el ámbito de su competencia, las
normas oficiales mexicanas en materia de alimenta-
ción correcta y nutrición.

IX. a XI. …

XII. Normar, en el ámbito de su competencia, la pro-
ducción, importación, elaboración, envasado, alma-
cenamiento, distribución y venta de alimentos y be-
bidas no alcohólicas, dependiendo de su naturaleza o
grado de procesamiento.

Artículo 159. …

I. a IV. …

V. La difusión permanente de las dietas, hábitos alimen-
ticios y procedimientos que conduzcan al consumo
efectivo de los mínimos de nutrimentos por la población
general y los máximos de azúcares, grasas saturadas
y trans y/o sodio añadidos con base en lo establecido
en las normas oficiales mexicanas de la materia, y

VI. …

Artículo 210. Los productos que deben expenderse em-
pacados o envasados llevarán etiquetas que deberán
cumplir con las normas oficiales mexicanas o disposi-
ciones aplicables.

En el caso de alimentos y bebidas no alcohólicas, la Se-
cretaría de Salud, con la opinión técnica en coordina-
ción con el Instituto Nacional de Salud Pública y el Ins-
tituto Nacional de Ciencias Médicas y Nutrición
Salvador Zubirán, expedirán lineamientos o normas
oficiales mexicanas que regulen los componentes de sus
empaques o envases, sin menoscabo de las atribuciones
de otras dependencias competentes.

Artículo 212. La información del producto, la fórmula, la
composición, calidad, denominación distintiva o marca,
denominación genérica y específica, etiquetas y contra eti-
quetas, deberán corresponder a las especificaciones esta-
blecidas por la Secretaría de Salud, en coordinación con
los Institutos de Salud Pública competentes, de confor-
midad con las disposiciones aplicables y las normas ofi-
ciales mexicanas.

La información contenida en las etiquetas tendrá como
mínimo, lo siguiente:

I. El nombre y domicilio legal del fabricante, impor-
tador, envasador, distribuidor responsable, según co-
rresponda;

II. El nombre o denominación del producto; 
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III. El país de fabricación; 

IV. Si el producto es perecedero, incluirá la fecha de
vencimiento, y las condiciones de conservación;

V. La condición del producto; 

VI. Contenido neto;

VII. En su caso, la advertencia o declaratoria de que
el producto contenga algún insumo o materia prima
que represente algún riesgo para el consumidor o
usuario, y 

VIII. En su caso, la advertencia del riesgo o peligro
que pudiera derivarse de la naturaleza del producto,
así como de su empleo o consumo, cuando éstos sean
previsibles.

Cuando se trate de alimentos y bebidas no alcohólicas
se observará lo señalado en la fracción VI del artículo
115 y en el presente Capítulo.

Artículo 215.- …

I. Alimento: partes de plantas, animales o sus secre-
ciones inocuas, sin procesamiento industrial, míni-
mamente procesados, o que sean ingredientes culina-
rios procesados.

Para efectos de esta ley y sus reglamentos, se consideran
alimentos también a los productos alimenticios.

II. Bebida no alcohólica: cualquier líquido, natural o
producto alimenticio líquido para consumo humano.

III. Materia prima: Substancia o producto, de
cualquier origen, que se use en la elaboración de
alimentos y bebidas no alcohólicas y alcohólicas.

IV. …

V. …

VI. Alimentación correcta: hábitos alimentarios que
cumplen con las necesidades específicas de cada eta-
pa de la vida.

VII. Azucares: monosacáridos o disacáridos, que: 

a) Están presentes de manera natural en los ali-
mentos o bebidas, o

b) Son añadidos a los alimentos y bebidas por fa-
bricantes y productores, incluyendo los azúcares
presentes en la miel, jarabes, zumos de frutas y
concentrados de zumos de frutas. 

VIII. Dieta: al conjunto de alimentos y platillos que
se consumen cada día, y constituye la unidad de la
alimentación.

IX. Etiqueta: Cualquier marbete, rótulo, marca, ima-
gen u otra materia descriptiva o gráfica, que se haya
escrito, impreso, estarcido, marcado, en relieve o en
hueco, grabado o adherido, precintado o anexado al
empaque o envase de un alimento o bebida no alcohó-
lica. La contraetiqueta forma parte de la etiqueta. 

No se considerarán parte de la etiqueta aquellos ele-
mentos publicitarios de los alimentos y bebidas no
alcohólicas.

X. Etiquetado frontal: Cualquier material escrito,
impreso o gráfico que se encuentra en la parte fron-
tal de la etiqueta, el cual debe expresar al consumi-
dor, de manera clara, rápida y simple, la informa-
ción nutrimental, principalmente relacionada con los
nutrimentos críticos y demás elementos de relevan-
cia para el consumidor.

XI. Grasas saturadas: aquellas compuestas por áci-
dos grasos saturados de cadena larga que carecen de
dobles en sus ligaduras.

XII. Grasas trans: aceites vegetales insaturados que
han sido hidrogenados.

XIII. Leyenda: afirmación explícita o implícita de
nutrición, salud o relacionada que pueda comuni-
carse a través de todos los medios, incluyendo ex-
presiones verbales, símbolos, viñetas, medios im-
presos o electrónicos, u otras formas de
comunicación y/o publicidad.

XIV. Malnutrición: enfermedad detonada por ca-
rencias, excesos o desequilibrios de la ingesta de ca-
lorías y/o nutrimentos de una persona. Abarca la
desnutrición, el sobrepeso, la obesidad y otras en-
fermedades relacionadas con la dieta.
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XV. Nutrimentos críticos: aquellos componentes de
la alimentación que pueden ser un factor de riesgo de
las enfermedades crónicas no trasmisibles.

XVI. Producto alimenticio: producto para consumo
humano, sólido o líquido que incluye, entre otros: 

a) Alimentos procesados: aquellos que se elabo-
ran al agregar grasas, aceites, azúcares, sal y
otros ingredientes culinarios a los alimentos mí-
nimamente procesados.

b) Productos ultraprocesadas: aquellos que se
elaboran a partir de sustancias derivadas del pro-
cesamiento de alimentos o sintetizadas química-
mente y que en su mayoría no conservan la es-
tructura original del alimento no procesado.

Sección Única. 
Etiquetado de alimentos y bebidas no alcohólicas.

Artículo 216 Bis. Para la formulación y conducción de
la política de salud alimentaria y la expedición de nor-
mas oficiales mexicanas y demás instrumentos previs-
tos en esta Ley se observarán los siguientes principios:

I. Se elaborarán con base en evidencia científica ge-
nerada por instituciones que no tengan conflicto de
interés.

II. Orientarán a los consumidores a elegir alimentos
y bebidas no alcohólicas más saludables de una ma-
nera sencilla y rápida. 

III. Garantizarán los derechos a la información de
los consumidores y a la salud de las personas.

IV. El etiquetado frontal será un elemento para la
promoción de salud pública y la defensa y protección
de los derechos a la información.

Artículo 216 Ter.- Los fabricantes, productores, distri-
buidores e importadores de alimentos y bebidas no al-
cohólicas señalarán en las etiquetas la siguiente infor-
mación de forma clara, completa, íntegra y veraz:

I. La información nutrimental;

II. Los ingredientes, incluyendo aditivos y demás ele-
mentos relevantes para el consumidor; y

III. El etiquetado frontal.

La Secretaría de Salud, con la opinión técnica en coor-
dinación con el Instituto Nacional de Salud Pública y el
Instituto Nacional de Ciencias Médicas y Nutrición Sal-
vador Zubirán, expedirán lineamientos o normas ofi-
ciales mexicanas que regulen los elementos de las eti-
quetas señalados en las fracciones anteriores.

Artículo 216 Quáter.- El etiquetado frontal de los ali-
mentos y bebidas no alcohólicas deberá contener de for-
ma clara lo siguiente:

I. El contenido energético total que aporta el producto;

II. El contenido de azúcares distinguiendo entre los
que están presentes de manera natural en alimentos
y los que son añadidos por los fabricantes;

III. El contenido de grasas saturadas y grasas trans,
sodio, aditivos y cualquier otro elemento que sea de
utilidad y relevancia para los consumidores; y 

IV. Cualquier otro elemento que determine la Secre-
taría de Salud.

El diseño del etiquetado frontal garantizará que la in-
formación sea visible, de fácil comprensión y que con-
tenga al menos lo siguiente: la forma, tamaño, colores,
proporción, características y contenido del etiquetado
frontal.

Artículo 216 Quinquies.- La Secretaría de Salud, deter-
minará aquellos alimentos y bebidas no alcohólicas que,
por unidad de peso o volumen o porción de consumo,
presenten en su composición nutricional elevados con-
tenidos de calorías, grasas saturadas y trans, azúcares
que han sido añadidos por los fabricantes con base en la
definición de esta Ley; sodio u otros elementos que las
disposiciones aplicables determinen. 

Este tipo de alimentos y bebidas no alcohólicas deberán
especificar en su etiquetado frontal si se trata de produc-
tos altos en azúcar o altos en sodio, o con otra leyenda/de-
nominación equivalente, según sea el caso. Además podrá
estar acompañado de elementos pictográficos, tales como
imágenes y colores, que puedan advertir a la población
sobre el consumo de estos productos.

Año I, Segundo Periodo, 2 de abril de 2019 / Apéndice  Diario de los Debates de la Cámara de Diputados118



Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión contará con 90 días a
partir de la entrada en vigor del presente decreto, para rea-
lizar las reformas a la legislación correspondiente.

Tercero. La Secretaría de Salud, con opinión del Instituto
Nacional de Salud Pública y el Instituto Nacional de Cien-
cias Médicas y Nutrición Salvador Zubirán, emitirá la nor-
ma oficial mexicana a que se refieren los artículos 216
Quárter y 216 Quinquies en un plazo no mayor a 180 días
naturales a partir de la entrada en vigor del presente decre-
to. Dicha norma oficial mexicana contemplará entre otros:
la información, contenidos, forma, tamaño, mensajes, di-
bujos, señalización, proporciones, entre otros. Además, de-
terminará los límites máximos del contenido de calorías y
nutrimentos críticos y sustituirá la actual NOM-051-
SCFI/SSA1-2010, Especificaciones generales de etiqueta-
do para alimentos y bebidas no alcohólicas preenvasados -
Información comercial y sanitaria.

Cuarto. La Secretaría de Salud, en coordinación con el
Instituto Nacional de Salud Pública y el Instituto Nacional
de Ciencias Médicas y Nutrición Salvador Zubirán, armo-
nizarán el Reglamento de Control Sanitario de Productos y
Servicios, las normas oficiales en la materia y las demás
disposiciones administrativas, a fin de homologar sus dis-
posiciones a las establecidas en el presente decreto.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de marzo de 2019.— Diputada
Carmen Medel Palma (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y
AUTOTRANSPORTE FEDERAL

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 36 de la Ley
de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo del
diputado Jorge Alcibíades García Lara, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

El suscrito, diputado Jorge Alcibíades García Lara, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no, de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
y en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, pone a consideración
de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma y adiciona el artículo 36 de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con información de la Organización Mundial
de la Salud: “Cada año mueren cerca de 1,3 millones de
personas en las carreteras del mundo entero, y entre 20 y
50 millones padecen traumatismos no mortales. Los acci-
dentes de tránsito son una de las principales causas de
muerte en todos los grupos etarios, y la primera entre per-
sonas de entre 15 y 29 años.”1

Los accidentes de tránsito en carreteras tienen diversas
causas, que van desde una distracción del conductor o una
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falla mecánica del vehículo, hasta la irrupción de ganado
en el camino o la presencia de algún agente natural. Son
muchas las vidas que se pierden y se registran pérdidas
económicas de millones de pesos. 

Al señalar como causa del accidente la distracción del con-
ductor, habrá que precisar que cualquier descuido o des-
atención de un conductor al circular en cualquier vialidad,
ya sea urbana o en carretera, puede ser provocada, a su vez,
por diversos factores. En efecto, al realizar actividades pa-
ralelas a la conducción se incrementa significativamente la
posibilidad de colisiones con otros vehículos o desvia-
mientos de la vía, con daños materiales y humanos que
afectan a conductores, pasajeros y peatones.

Sin duda alguna, los accidentes en carreteras representan
un problema significativo para los gobiernos y para la so-
ciedad, por lo que las autoridades de los tres órdenes de go-
bierno hacen esfuerzos y llevan acciones, dentro de su es-
fera de competencias, encaminadas a contrarrestar y
disminuir su ocurrencia. Cabe subrayar que, en este esfuer-
zo, una responsabilidad determinante corresponde a los
conductores, tanto de transporte privado como público.

México actualmente cuenta con una red de carreteras y ca-
minos con una longitud de, aproximadamente, 374 mil 262
kilómetros por la que circulan más de 485 millones 502 mil
toneladas de carga y 3 mil 264 millones de pasajeros. Del
total de la red carretera, 80 mil 774 kilómetros son carrete-
ras alimentadoras; 40 mil 643 son de caminos libres; 8 mil
459 de autopista de cuota; y 169 mil 72 kilómetros de ca-
minos rurales. Hoy día esta modalidad de transporte da ser-
vicios a 96.9% del movimiento nacional de pasajeros y
más de 81.7% de carga terrestre.2

Ante esta infraestructura carretera, en la que circula todo ti-
po de vehículos automotores, la probabilidad de ocurrencia
de accidentes se acrecienta, aunque habrá que señalar y re-
conocer que, de acuerdo con reportes de la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes (SCT) del gobierno federal,
en los últimos años se registra una tendencia a la baja en
accidentes en carreteras federales.

En 2012, se tuvo registro de 23,748 accidentes, que provo-
caron 3,308 muertos; 11,030 heridos y 1,353 millones de
pesos en pérdidas; destacando que en el 92.8% el causante
del accidente fue el conductor. En tanto, en el año 2017,
hubo 11,873 accidentes, con 2,919 pérdidas de vidas hu-
manas, 8,905 heridos y se tuvieron pérdidas del orden de

los 1,061 millones de pesos; en este periodo, el 87.38% el
causante del accidente fue el conductor.3

Como se puede apreciar, en 5 años hubo una disminución
considerable, cercana al 50% de accidentes. Sin embargo,
también es evidente que se deben redoblar los esfuerzos
para disminuir los accidentes en la red carretera, toda vez
que, de acuerdo con las cifras correspondientes a 2017, ese
año hubo un promedio diario de 32.5 de accidentes, falle-
cieron 8 personas, 24 personas resultaron heridas y se per-
dieron 2.9 millones de pesos. Todo lo cual sigue siendo
preocupante y exige reforzar los trabajos que hace la SCT,
así como los que, eventualmente puedan realizar los go-
biernos estatales y municipales.

Como se ha mencionado, uno de los factores que más de-
terminan los accidentes vehiculares en carreteras es la dis-
tracción del conductor. Si bien es cierto el número de acci-
dentes se ha reducido a la mitad en 5 años, no ha sido una
proporción ni siquiera cercana en lo que respecta al por-
centaje de accidentes en los que el conductor ha sido res-
ponsable, de 92.8% en 2012 sólo se redujo a 87.38% en
2012, como señalan los datos de la SCT.4

Dentro de las circunstancias que contribuyeron al acci-
dente, y que son atribuibles al conductor, se encuentran la
imprudencia, invadir carril contrario, no respetar señales
de alto, no guardar distancia, no ceder el paso, estado de
ebriedad o bajo el influjo de drogas, entre otras, según el
reporte de la SCT. Es importante destacar que en este re-
porte no se considera de manera puntual, como un factor
provocador del accidente, el uso de teléfono celular o de
algún otro dispositivo electrónico o digital, al momento
de conducir.

La distracción en la conducción es un importante factor de
riesgo de traumatismo por accidente de tránsito. Estudios
realizados en distintos países indican que el porcentaje de
conductores que utiliza el teléfono celular mientras condu-
ce ha aumentado a lo largo de los últimos 5 a 10 años, y os-
cila entre un uno por ciento y un once por ciento. Existen
estudios que señalan que los conductores que utilizan el te-
léfono celular durante la conducción corren un riesgo apro-
ximadamente cuatro veces mayor de verse involucrados en
un accidente.5 Un distractor adicional al uso del teléfono
celular es el que ocasiona el navegador o los sistemas de
información y/o entretenimiento con el que cuentan los ve-
hículos de modelos recientes.
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En efecto, cada vez se vuelve más común ver conductores
con el celular mientras manejan, incluso aun cuando llevan
pasajeros. Esta práctica no se encuentra lejos de desplazar
al consumo de alcohol como la primera causa de acciden-
tes viales. 

Recientemente se hizo un estudio observacional, [conclu-
yendo que] alrededor del 40% de la población utiliza un ce-
lular mientras conduce. Van hablando por el teléfono celu-
lar, van manipulando el teléfono celular, van utilizando o
manipulando el aparato de manos libres. […] el simple he-
cho de verificar la pantalla del celular mientras se conduce
un auto puede incrementar hasta 23 veces las probabilida-
des de provocar un accidente.6

Hablar o mandar mensajes de texto mientras se maneja
ocasiona que el conductor desvíe la mirada de la carretera,
quiten las manos del volante y aparte la mente de la carre-
tera y del acto de conducir, explica la Organización Mun-
dial de la Salud (OMS). En el conductor, estas distraccio-
nes pueden: aumentar el tiempo de reacción para frenar o
ante señales de tránsito, como semáforos; acortar la distan-
cia de seguridad con otros autos; y en general reducir la
atención sobre el camino.

La información recopilada por la OMS en el reporte Uso
del celular al volante: un problema creciente de distracción
del conductor muestra que, a pesar de la dificultad meto-
dológica para conocer el impacto de las distracciones por
el celular en los accidentes de tránsito, la evidencia de al-
gunos países permite afirmar que las distracciones ocasio-
nadas por el uso del celular se relacionan con mayor riesgo
de sufrir accidentes viales, hasta cuatro veces más.7

Como se puede apreciar, existen estudios que nos permiten
tener un panorama muy claro sobre los riesgos que repre-
senta manipular el teléfono celular para hablar o textear
mientras se conduce. Es innegable la importancia que tiene
emprender acciones legislativas con el propósito de inhibir
el uso de dispositivos que distraigan al conductor mientras
se desplaza por la red carretera.

Movimiento Ciudadano se ha manifestado ya en este tema,
como fue el caso del Congreso de Baja California, en don-
de nuestra representación en ese órgano legislativo propu-
so modificaciones al marco legal estatal para sancionar es-
te tipo de conductas de los conductores de automóviles. 

Es por todo lo anterior, que consideramos apremiante que
se realicen las adecuaciones necesarias en el orden jurídico

federal, con objeto de que los conductores que circulen por
la red carretera federal, además de que deben de abstener-
se de conducir en estado de ebriedad o bajo los efectos de
alguna droga, también se les prohíba leer y/o enviar men-
sajes de texto por medio de cualquier tipo de dispositivo
electrónico, hablar por teléfono celular, salvo que lo haga
con tecnología de manos libres.

De igual forma, se plantea que exista la posibilidad,
cuando sea necesario, de colaboración interinstitucional
entre los tres órdenes de gobierno, a fin de vigilar el
cumplimiento de la restricción que se propone para los
conductores; asimismo, se propone que la SCT podrá re-
vocar el permiso para la operación y explotación de los
servicios de autotransporte federal de carga, pasaje y tu-
rismo, cuando se violen las disposiciones que prohíben
las distracciones por el uso de celulares.

Es fundamental señalar que las propuestas que se hacen, en
modo alguno violentan disposiciones de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se respetan ca-
balmente la libertad y las garantías individuales consagra-
das en el texto del artículo 1°, así como en lo previsto en
los artículos 14, 16, 17 y 21 de la propia Carta Magna.

Asimismo, esta Iniciativa se nutre también de experien-
cias que, en el mismo sentido, se tienen en otros Estados
de la República, así como en otros países. Con ello se co-
rrobora que la problemática que se aborda en esta pro-
puesta no es privativa de nuestro país, aunque también es
cierto que prácticamente todas esas experiencias se cir-
cunscriben a las zonas urbanas.

Estados y municipios en el país han emprendido adecua-
ciones legales y reglamentarias para sancionar, tanto admi-
nistrativa como penalmente, el uso de celulares u otros dis-
positivos electrónicos mientras se conduce un vehículo
automotor. “En la Ciudad de México se aplican multas de
hasta 12 mil 500 pesos por hablar por teléfono o textear
mientras se conduce un automóvil. Aun así, estos hábitos
se han vuelto más comunes y ya rebasaron a la ingesta de
alcohol como primera causa de accidentalidad vial.”8

En Estados Unidos, cada estado decide las leyes que
aplica, aunque no hay una ley estatal que prohíba total-
mente el uso de teléfonos portátiles al conducir. “[…] En
2007, Washington se convirtió en el primer estado en
aprobar una ley para impedir el texteo mientras se mane-
ja, y hoy son 46 estados los que tienen esta restricción.
Países como [Paraguay] Argentina y Colombia también
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establecen penalizaciones económicas por el uso de ce-
lulares al conducir, excepto si se usan los manos libres.
[…] En Europa, el importe promedio de las multas por
usar teléfonos portátiles al manejar ronda los 105 euros
(2 mil 200 pesos mexicanos). Los países con sanciones
más altas son Holanda y España.”9

Por lo antes expuesto y fundado, se pone a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona el artículo 36 de la Ley
de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal

Único. Se reforma y se adiciona un párrafo sexto, reco-
rriéndose la numeración del párrafo subsiguiente, del ar-
tículo 36 de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte
Federal, para quedar como sigue:

Artículo 36. Los conductores . . .  

[…] 

[…] 

[…] 

Los conductores de vehículos que transitan en los caminos
y puentes, deberán portar la licencia vigente que exijan las
disposiciones jurídicas aplicables. Asimismo, se absten-
drán de conducir en estado de ebriedad o bajo los efectos
de drogas de abuso, hablando por teléfono celular o cual-
quier otro dispositivo electrónico o de comunicación,
salvo que lo haga con tecnología de manos libres, leyen-
do y/o enviando mensajes de texto por medio de cual-
quier tipo de dispositivo electrónico, o rebasar los máxi-
mos de velocidad, establecidos por la Secretaría.

La Secretaría promoverá la suscripción de convenios de
colaboración con las corporaciones policiales de los tres
órdenes de gobierno, con objeto de implementar estra-
tegias y operativos en carreteras y puentes federales pa-
ra vigilar y supervisar el debido cumplimiento de las
disposiciones señaladas en el párrafo anterior; y, en tér-
minos de lo dispuesto en el artículo 17,  fracción XIV, de
esta Ley, podrá revocar el permiso para la operación y
explotación de los servicios de autotransporte federal
de carga, pasaje y turismo.

[…] 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. Los Estados deberán adecuar su legislación y ha-
cer los ajustes normativos necesarios para cumplir con las
disposiciones contempladas en la presente reforma.

Notas

1 Organización Mundial de la Salud (OMS), julio de 2017. Consulta en
línea: 

https://www.who.int/features/factfiles/roadsafety/es/

2 Los Retos de la Infraestructura en México. 2013 – 2018.- Cámara
Mexicana de la Industria de la Construcción.

3 http://www.sct.gob.mx/carreteras/direccion-general-de-servicios-
tecnicos/estadistica-de-accidentes-de-transito/

4 Ídem

5 Organización Mundial de la Salud (OMS). - Uso del celular al vo-
lante: un problema creciente de distracción del conductor. Consulta en
línea: 

https://www.who.int/violence_injury_prevention/publications/ro-
ad_traffic/distracted_driving_pub/es/

6 Raúl Octavio Martínez Coronel. Consejo Nacional para la Preven-
ción de Accidentes. Consulta en línea: 

https://www.fayerwayer.com/2017/06/40-de-los-habitantes-en-la-
cdmx-usa-su-celular-mientras-conduce/

7 OMS. Ibídem

8 https://www.excelsior.com.mx/comunidad/2015/04/25/1020632

9 https://www.eluniversal.com.mx/articulo/mundo/2017/02/24/las-le-
yes-en-el-mundo-contra-el-texteo-al-volante

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 14 días del mes de marzo de
2019.— Diputado Jorge Alcibíades García Lara (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma y deroga diversas disposiciones de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
a cargo del diputado Pablo Gómez Álvarez, del Grupo Par-
lamentario de Morena

Pablo Gómez Álvarez, diputado a la LXIV Legislatura del
Congreso, integrante del Grupo Parlamentario de Morena,
con base en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, presenta por es-
te conducto iniciativa con proyecto de decreto para refor-
mar y derogar diversas disposiciones de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
fuero e inmunidad constitucional.

Exposición de Motivos

Durante varios lustros se ha venido planteando la necesi-
dad de remover el llamado fuero constitucional de que go-
zan los altos servidores públicos titulares de los poderes y
de algunos órganos autónomos, así como los correspon-
dientes en las entidades federativas por la comisión de de-
litos federales. Este fuero consiste en una inmunidad pro-
cesal penal en tanto que no se declare en sede legislativa el
llamado desafuero; es decir, la procedencia de la acción pe-
nal. Por su parte, el presidente de la República no es suje-
to de desafuero sino de un juicio directo por parte, sucesi-
vamente, de las Cámaras del Congreso, sólo por traición a
la patria y otros delitos graves del orden común.

Así las cosas, el desafuero se ha usado casi siempre por
motivos políticos contra opositores o díscolos mientras
otros aforados han gozado con frecuencia de impunidad
debido al bloqueo del mecanismo parlamentario o, senci-
llamente, a las omisiones del Ministerio Público.

No se requiere demasiada discusión para llegar a la con-
clusión de que el llamado fuero constitucional, como in-
munidad procesal penal, debe ser sustituido por otro siste-
ma que termine con ese privilegio.

Por ello se propone una vez más que las personas actual-
mente “aforadas”, así como el presidente de la República,
puedan ser sujetas del procedimiento penal. Sin embargo,
se propone también que el inicio de tal procedimiento pe-
nal o de cualquier otro de carácter administrativo que im-
plique arresto no conduzca a la detención inmediata o la

imposición de otras medidas cautelares. Se trata de garan-
tizar el libre funcionamiento de los poderes públicos y
otras instituciones mediante la libertad personal de sus in-
tegrantes, los cuales llevarán sus procesos en libertad, co-
mo si estuvieran bajo fianza.

Cuando se produce sentencia condenatoria, entonces la in-
munidad es retirada, el servidor público es separado del
cargo y puesto a disposición de la autoridad competente.

Al mismo tiempo, se propone la derogación de la fracción II
del artículo 38, en la cual se establece la suspensión de dere-
chos y prerrogativas ciudadanas a partir de un auto de suje-
ción a proceso (formal prisión en la denominación anterior).
Esta propuesta se debe a que, por un lado, ese precepto re-
sultaría específicamente incompatible con la sujeción a pro-
ceso de altos servidores públicos en ejercicio, ya que no po-
drían ejercer derechos de ciudadanía como el de desempeñar
esos cargos. Por otro lado, hay antecedentes judiciales en los
cuales se sostiene que ese mismo precepto no puede aplicar-
se de manera aislada sino en congruencia con otros en los
cuales se precisan justamente derechos como el de acceso a
la jurisdicción del Estado, el debido proceso, etcétera, que no
se observan cuando de manera automática, sin procedimien-
to alguno ni posibilidad de defensa, se considera que una per-
sona sujeta a un proceso penal, por ese mismo hecho, tiene
suspendidos sus derechos de ciudadano durante el tiempo en
que se encuentre en tal situación y sin haber sido condenado.
Las cosas han llegado al punto en que la autoridad electoral
se prepara para recoger la votación en centros de reclusión
entre sujetos, hombres y mujeres, que se encuentran en pri-
sión preventiva.

Asimismo, se propone la derogación de la fracción V del
artículo 74 constitucional debido a que, una vez eliminado
el llamado fuero, debe eliminarse también el llamado des-
afuero.

Al tiempo que se hiciera esta reforma, sería también pru-
dente definir que la actual inmunidad absoluta de los legis-
ladores respecto a la inviolabilidad de sus expresiones ver-
bales o escritas por cualquier medio, opera durante el
tiempo en el que desempeñen el cargo, y no sólo “en el de-
sempeño del mismo” como ahora se señala en el artículo
61 constitucional, manteniendo asimismo que “jamás po-
drán ser reconvenidos”, a lo que se propone agregar, para
evitar confusiones, las palabras “procesados ni juzgados”.

Por las consideraciones expuestas se presenta
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Decreto por el que se reforman y derogan diversas dis-
posiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de fuero e inmunidad
constitucional

Artículo Único. Se reforman los artículos 61, 108, segun-
do párrafo, 111 y 112; y se derogan la fracción II del ar-
tículo 38 y el primer párrafo de la fracción V del artículo
74 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar como sigue:

Artículo 38. …

I. …

II. Derogada.

III. a VI. …

…

Artículo 61. Las y los diputados y senadores son inviola-
bles por las opiniones que manifiesten o difundan, las pro-
puestas legislativas y votos que emitan, durante el tiempo
en el que desempeñen sus cargos, y jamás podrán ser re-
convenidos, procesados ni juzgados por ellas.

El presidente o presidenta de cada Cámara velará por el
respeto de la inmunidad constitucional de las y los inte-
grantes de la misma y por la inviolabilidad del recinto 
parlamentario.

Artículo 74. …

I. a IV. …

V. Derogada.

…

VI. a IX. …

Artículo 108. ...

La o el presidente de la República, durante el tiempo de su
encargo, sólo podrá ser acusado en términos del artículo
111 de esta Constitución.

…

…

…

Artículo 111. La o el presidente de la República, las y
los diputados y senadores al Congreso de la Unión, las y
los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, las y los magistrados de la Sala Superior del Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, la o
el fiscal general de la República, las y los consejeros del
Consejo General del Instituto Nacional Electoral, gozan
de inmunidad y, por tanto, no pueden ser privados de su
libertad durante el tiempo en el que ejercen su cargo,
salvo que exista una sentencia condenatoria en su con-
tra. Los servidores públicos incluidos en este artículo
son sujetos de proceso penal, de conformidad con lo 
siguiente:

a) Las medidas cautelares no pueden consistir en priva-
ción, restricción o limitación de la libertad, ni en el reti-
ro de la inmunidad.

b) El auto de vinculación a proceso penal puede ser re-
currido directamente ante el pleno de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación.

c) Cuando existe sentencia condenatoria, el juez comu-
nica el retiro de la inmunidad a las Cámaras del Con-
greso, a partir de lo cual el servidor público sentenciado
cesa en sus funciones y queda a disposición de la auto-
ridad correspondiente.

d) Las y los gobernadores de los estados, la o el jefe de
gobierno de la Ciudad de México, las y los diputados, y
las y los magistrados de los tribunales superiores de jus-
ticia de las entidades federativas, quienes también gozan
de inmunidad, son sujetos de proceso penal por la co-
misión de delitos federales. Cuando se dicta sentencia
condenatoria, el juez comunica a la legislatura respecti-
va el retiro de la inmunidad y la separación del cargo.

e) Si se trata de un delito cometido durante el ejercicio
del cargo, no se podrá conceder indulto.

f) Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo con lo
dispuesto en la legislación y, tratándose de delitos por
cuya comisión el autor o autora hubieran obtenido un
beneficio económico u ocasionado daños o perjuicios
patrimoniales, deberán graduarse de acuerdo con el lu-
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cro obtenido y con la necesidad de satisfacer los daños
y perjuicios causados por su conducta ilícita.

g) Las sanciones económicas no podrán exceder de tres
tantos de los beneficios obtenidos o de los daños y per-
juicios causados.

h) Las sentencias del orden civil y las sanciones admi-
nistrativas o de cualquier naturaleza distinta a la penal,
se aplican sin el retiro de la inmunidad. Sólo aquellas
que implican arresto se ejecutan inmediatamente des-
pués de que el servidor público deja de contar con 
inmunidad.

Artículo 112. Carecen de inmunidad las y los servidores
públicos a que hace referencia el artículo 111 de esta Cons-
titución cuando se encuentran separados de su encargo, pe-
ro no la pueden recobrar, ni reasumir el puesto, luego de
que les sea dictado un auto de vinculación a proceso penal.

Si tras la separación del cargo, la sentencia condenatoria es
revocada por resolución judicial firme, el servidor público
puede reasumirlo para terminar su periodo. 

Si la o el servidor público es elegido o designado para des-
empeñar otro cargo de los incluidos en el artículo 111 y ha-
ya prestado la protesta, se procede de acuerdo con lo dis-
puesto en dicho precepto.

Transitorios

Primero. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se derogan las disposiciones que se opongan al
contenido del presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo de 2019.— Diputado
Pablo Gómez Álvarez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, 
para dictamen.
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